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PRESENTACION

Si algo muestra este trabajo es que la adecuada relación temática entre género y seguridad necesita de un equilibrio teórico y metodológico que no siempre es fácil. Con frecuencia, exige un esfuerzo para evitar que la temática de género sea un simple apéndice de los estudios sobre paz y seguridad o viceversa; así como para lograr que los enfoques utilizados en ambas temáticas presenten un nivel semejante de actualización, lo que obliga a obtener algún conocimiento de su evolución paradigmática.

Ahora bien, mantener ese equilibrio teórico y metodológico tiene, como se refleja en el estudio, efectos en cuanto al marco conceptual, en la conformación del programa de investigación, así como en el campo de la aplicación práctica del cruce entre género y seguridad, cuando se opera en el terreno del conflicto y las operaciones de paz. 

En el campo conceptual, ello significa la articulación entre los paradigmas más actualizados de ambas áreas temáticas. En los estudios de género existe consenso en torno al paso que se ha ido dando desde el enfoque únicamente centrado en las mujeres (que adquirió la formulación de Mujer en Desarrollo en el campo operativo), hacia un enfoque que, tratando de no confundir las categorías género y mujer, se orientaba cada vez más hacia una perspectiva género-inclusiva que enfocaba sobre todo las relaciones entre los géneros y las determinaciones de género del conjunto de la sociedad. 

En el campo de los temas de paz y seguridad, la evolución paradigmática de los últimos veinte años muestra el paso de la doctrina de Seguridad Nacional hacia orientaciones doctrinales multidimensionales y más amplias, como son la seguridad humana y la seguridad democrática.

Es decir, todo parece indicar que el nuevo marco conceptual respondería así a la articulación entre la perspectiva género-inclusiva y una doctrina amplia de seguridad como es la seguridad democrática. La conformación de este marco conceptual es el primero de los ámbitos de preocupación que se plantean en este libro. 

Dicha actualización conceptual tiene efectos pertinentes en cuanto al programa de investigación que mejor permitiría la acumulación cognitiva sobre género y seguridad. Como se sabe, dicha acumulación se ha producido hasta ahora sobre todo en el campo de la relación entre mujeres y seguridad, limitando con ello el programa efectivo de investigación. En la segunda parte de este libro, se plantea cómo evolucionaría dicho programa de investigación hasta convertirse en un espacio que tratara de las determinaciones de género que presentan tanto mujeres como hombres en los contextos de paz y conflictos.

Estos cambios propuestos afectarían claramente los marcos normativos y operativos en que actúan los organismos internacionales que se ocupan regularmente de los temas de paz y seguridad. Como se menciona en este trabajo, varios autores han señalado cómo el atraso que ha tenido la incorporación del enfoque de género en los ámbitos de seguridad de Naciones Unidas, ha producido una falta de balance que es necesario superar. La única Resolución (1325, 2000) que se ha producido al respecto en el Consejo de Seguridad de la ONU, refleja ese viejo marco conceptual que recuerda al enfoque Mujer en Desarrollo. Algo que también afectó su programa de investigación diagnóstica, como se señala en el presente estudio.

Además de necesitar de un nuevo marco conceptual y de un programa de investigación consecuente, el cruce entre género y seguridad exige también de alguna coherencia metodológica a la hora de relacionar el avance cognitivo con el campo operativo. Es frecuente encontrar manuales metodológicos para integrar género en las acciones concretas sobre paz y conflictos, que no vinculan adecuadamente enfoque conceptual, estrategia metodológica y herramientas operativas. Sobre este asunto versa la última parte de este trabajo.

En este ámbito metodológico, luego de examinar brevemente el escenario de los instrumentos existentes, el estudio se centra en la vía utilizada para integrar el enfoque de género en el proyecto impulsado en la región centroamericana sobre la revisión y reforma del Tratado Marco de Seguridad Democrática, desde la perspectiva de la sociedad civil. Este proyecto, que impulsa la Coordinadora Regional de Investigaciones Económicas y Sociales (CRIES), ha buscado realizar una revisión de la marcha del Tratado, para hacer sugerencias de mejor implementación  y reforma, con el apoyo de la sociedad civil. En este contexto, la  estrategia metodológica consistió en integrar género en la propia metodología del proyecto, en vez de ofrecer únicamente herramientas para incorporar género de forma autónoma. Así, la contribución metodológica del presente estudio consiste en un cuadro que contiene los principales aspectos a considerar en la revisión de un Tratado de Seguridad, desde la perspectiva de género. 

El trabajo que aquí se presenta ha contado con el apoyo del Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo (CIID) de Canadá, no sólo en términos de recursos sino de acompañamiento técnico y apoyo humano. Entre las personas que han contribuido con sus observaciones, quisiéramos agradecer sobre todo a Stephen Baranyi y Colleen Duggan del CIID, así como a Carmen Rosa de León de Guatemala y a Beth Woroniuk, actualmente trabajando en Canadá. También quisiéramos agradecer a Isela Loría por la asistencia técnica que ha otorgado a esta investigación. El resultado de este esfuerzo se ofrece a todas las organizaciones y personas interesadas en la equidad de género de la región, así como a todas aquellas preocupadas por los asuntos de paz y seguridad a escala nacional, regional y global.  

Fundación Género y Sociedad (GESO)

1. INTRODUCCIÓN

Relacionar de manera sinérgica las temáticas de género y seguridad presenta dificultades tanto teóricas como metodológicas. La primera dificultad reside en que esa relación es todavía en buena medida terra incógnita en el ámbito de las ciencias humanas. Si existe algún consenso entre los autores preocupados por esta materia es precisamente que sólo recientemente se está iniciando la producción de conocimiento en cuanto a esta relación, al menos en términos estrictos y actuales.

Puede afirmarse que la responsabilidad acerca de esta laguna cognitiva procede tanto de los estudios sobre paz y seguridad como de los estudios de género. Desde los estudios sobre paz y seguridad hay coincidencia en cuanto a que ha existido una persistente ceguera a la dimensión de género de ese aspecto de la realidad social. Un reciente esfuerzo de reflexión sobre género y seguridad, partiendo de esa constatación de ceguera, "una ceguera tan obtusa que a veces parece como si fuera deliberada", sostiene que: "Desde la mitad de los años ochenta, no obstante, ha habido exploración del papel jugado por el género en materias que caen dentro del ámbito de las Relaciones Internacionales", así como "algunos autores le dieron importancia a la tarea de introducir aspectos de género en los estudios de paz, conflicto y política internacional" (Skjelsbaek y Smith, 2001, p.1-2). Ciertamente, se trata de un proceso incipiente, con un desarrollo muy desigual en sus diferentes núcleos temáticos.

Desde los estudios de género, la responsabilidad en cuanto al vacío de la relación entre género y seguridad es de menor grado si se toma en consideración la reflexión sobre género de una manera amplia. En efecto, si se considera como parte de los estudios de género la reflexión feminista moderna (Gomáriz, 1992), entonces se hace necesario recordar que hace más de cien años la teoría feminista ha trabajado sobre el binomio paz y conflicto. Ciertamente no se trata de una línea de investigación constante y acumulativa, pero es necesario no olvidar el legado del feminismo pacifista que se desarrolló en Europa desde fines del siglo XIX hasta mediados del siglo XX (Carroll, 1987). 

Estos amplios antecedentes no impiden, sin embargo, la constatación de una ausencia en términos más precisos. Cuando tiene lugar el fenómeno del surgimiento de lo que en sentido estricto denominamos Estudios de Género, es decir, desde los años setenta del siglo XX, hay una fuerte descompensación entre el rápido crecimiento de la producción cognitiva que se produce en esta materia (principalmente respecto de las mujeres) y el segmento que se ocupa de la relación entre ésta y los estudios de paz y seguridad. Incluso puede afirmarse que la fuerte relación que se da en el plano sociopolítico entre los movimientos feminista y pacifista del Hemisferio Norte, no produjo de inmediato un conocimiento abundante, si bien fue parte de las motivaciones que impulsaron a los autores que comenzaron a preocuparse por género y seguridad desde mediados de los años ochenta.

Ahora bien, esta producción más reciente sobre la relación entre género y seguridad no está exenta de problemas teórico-metodológicos. Dos de estos problemas nos parecen los más importantes: a) la tendencia a introducir la temática de género como un apéndice de los estudios sobre paz y seguridad, sin lograr un verdadero cruce temático entre ambas áreas del conocimiento; y b) la dificultad por integrar los cambios paradigmáticos que se han producido tanto en el ámbito de la seguridad como en el de los estudios de género, lo que implica, con frecuencia, una asimetría en la actualización de enfoques (enfoques actualizados sobre seguridad con planteamientos de género sin actualizar, o viceversa).

El trabajo que se presenta pretende proponer una nueva mirada del cruce entre género y seguridad que evite esos dos problemas mencionados (ausencia de sistematización en el cruce y desactualización/desequilibrio en el debate paradigmático). En tal sentido, muestra los obstáculos y los avances que se dan en dos ámbitos del proceso cognitivo: a) la creación de un nuevo marco conceptual y b) el avance hacia un nuevo programa de investigación. 

El énfasis puesto en la necesidad de establecer una intersección temática y metodológica adecuada de género y seguridad, guarda relación con los efectos que ello produce en los distintos campos de conocimiento y actuación que pueden desarrollarse al respecto. 

Ante todo, en el terreno conceptual la necesidad de cruzar estas temáticas (género y seguridad) a un mismo nivel de actualización paradigmática, evita la tendencia al eclecticismo conceptual que luego va a aparecer en muchos manuales metodológicos. Esa tendencia suele implicar la mezcla de diferentes enfoques sin reconocer adecuadamente sus respectivas lógicas internas, que luego podrán ser compatibles o no.

En el campo de la investigación, la necesidad de un adecuado cruce temático refiere sobretodo a la ubicación de cada núcleo temático en el contexto adecuado de su correspondiente programa de investigación, entendiendo la idea del programa de investigación como una forma flexible de delimitación del campo de estudio. Desde luego, si no obtenemos un cruce adecuado de ambas temáticas, el programa de investigación sobre género y seguridad podrá sufrir desequilibrios evidentes, como el de limitar el campo a los estudios sobre mujer y seguridad o bien, acumular núcleos temáticos en una perspectiva de asuntos tradicionales de la seguridad. Dicho en breve, el esfuerzo por desarrollar el cruce temático adecuado resulta la base de un nuevo programa de investigación que incluye el conjunto de aspectos a tocar en el mencionado cruce. 

Otra razón para realizar un esfuerzo en torno a la manera adecuada de enfocar el cruce entre género y seguridad, refiere a sus consecuencias técnicas y operativas. Una mirada incorrecta o descompensada sobre este cruce, incrementará notablemente el riesgo de la inconsistencia metodológica, es decir permitirá herramientas metodológicas incongruentes con perspectivas conceptuales que supuestamente se busca implementar.

Es por esta razón, que el presente trabajo no sólo busca señalar los parámetros de ese cruce temático y referir sus consecuencias para la investigación, en términos de cambio del marco o programa de investigación, sino que también incorpora un capítulo sobre instrumental metodológico donde se muestra los resultados de una revisión de ese instrumental disponible y se señala los problemas que presenta las posibilidad de aplicación desde un enfoque más actualizado.  

2.  NUEVO MARCO CONCEPTUAL

En este capítulo se plantea el reconocimiento de la evolución paradigmática que ha tenido lugar tanto en el campo de los estudios de género, como en los estudios de seguridad. De esta forma, en el ámbito de los estudios de género se examina la transición desde el enfoque Mujer en Desarrollo, referido casi exclusivamente a la población femenina, a los estudios de género de naturaleza inclusiva, que examinan la condición de género de las mujeres y de los hombres, así como las relaciones (de poder, cooperación, negociación, intercambio, o cualquier otra naturaleza) entre los géneros. En el campo de los estudios de seguridad se examina el paso del enfoque de la Seguridad Nacional al referido a la Seguridad Democrática.

 2.1. Cambios paradigmáticos en el enfoque de género: 

        de Mujer en Desarrollo a la perspectiva género inclusiva

Si se examina la evolución conceptual en materia de género, durante las últimas cuatro décadas, puede observarse un cambio que va desde una visión segmentada de la mujer en su relación con el desarrollo, regularmente reconocida como el enfoque Mujer en el Desarrollo, hasta una visión progresivamente más amplia, que primero se establece con el enfoque Género en el Desarrollo, y más tarde se orienta hacia una encrucijada, en la que se perfila la necesidad de sacar todas las consecuencias de esa mirada más amplia, para llegar a una orientación decididamente referida al conjunto de la sociedad, un enfoque género-inclusivo, cuya formulación más conocida en términos de estrategia se denomina Democracia de Género. 

a) Primera transición: de MED a GED

Durante la segunda mitad del siglo XX tiene lugar un cambio paradigmático, que va desde una política de apoyo a las mujeres, con una perspectiva frecuentemente asistencial, hasta una estrategia que considera a las mujeres como sujetos de derechos y oportunidades en un contexto más amplio que hay que modificar. En relación con los procesos de desarrollo, esta transición acabó por reconocerse como el paso de la estrategia de Mujeres en Desarrollo (MED) o Integración de las Mujeres en el Desarrollo a la denominada Género en el Desarrollo (GED). Este cambio ha estado referido a una mutación importante en el campo de la teoría y los estudios de la mujer: el desarrollo rápido del concepto y la teoría de género, desde fines de los años setenta. 

Ciertamente, el enfoque MED ha tenido una serie de modalidades, de acuerdo con diferentes supuestos. Algunos de ellos no tienen ya presencia, pero otros todavía coexisten con formas más referidas al enfoque GED, o bien han sufrido una mutación para adaptarse a las nuevas perspectivas.

Quizás la modalidad más antigua, surgida en los años cincuenta, sea el enfoque de bienestar, en el cual se empezó a visibilizar a las mujeres en múltiples programas y proyectos de desarrollo, basado en dos supuestos. El primero de ellos, que las mujeres son un sector “vulnerable” en el proceso de desarrollo. El segundo es que no se produce un cambio de roles tradicionales: la maternidad y crianza de los niños es el rol más importante de las mujeres en la sociedad y en el desarrollo. Pero el mejoramiento de  esos papeles tradicionales, permitiría un aumento de bienestar en el conjunto social.  

Siempre dentro de la estrategia de Mujeres en Desarrollo, en la década de los años setenta, aparecen tres enfoques: el enfoque de igualdad, el de anti-pobreza y el de eficiencia. Todos ellos se enmarcan en el modelo de desarrollo basado en el crecimiento económico por medio de políticas de erradicación de la pobreza a través de la redistribución del ingreso y la estrategia de las necesidades básicas. Estos enfoques no se centran solamente en el rol reproductivo de las mujeres sino que enfatizan su rol productivo, por lo cual se orientan a dotar a la mujer de recursos que les permitan incorporarse a la producción y ser agentes del desarrollo.

El enfoque de igualdad parte del supuesto de que las estrategias económicas tienen con frecuencia un impacto negativo sobre la mujer y reconoce que las mujeres deben ser incorporadas al proceso de desarrollo, insistiendo en la necesidad de la mujer logre independencia económica para llegar a una igualdad de estatus respecto al varón. En el enfoque anti-pobreza se enfatizaba en la necesidad de reducir la desigualdad de ingresos más que la desigualdad entre los géneros, ya que según este enfoque la desigualdad económica entre hombres y mujeres no estaba ligada a la subordinación, sino a la pobreza. En los años ochenta, surge el enfoque de la eficiencia y con éste, el énfasis se traslada de las mujeres al desarrollo, bajo el supuesto de que una mayor participación económica de las mujeres producía automáticamente una mayor eficiencia y equidad, se asume que los recortes en el gasto social en salud, educación y alimentación son amortiguados por la elasticidad del trabajo femenino para incrementar la autoproducción de alimentos, los cambios en los hábitos de compra y patrones de consumo, la asistencia a los enfermos, entre otros. 

La principal crítica hacia estos tres enfoques es que promueven acciones de carácter asistencialista, centrándose en la situación material y práctica de la mujer y dando poca relevancia a generar soluciones para terminar con su subordinación. Además, los programas enmarcados en estos enfoques han tendido a hacer de las destinatarias objetos y no sujetos, con pocos elementos participativos reales y sin perspectiva de soluciones sostenibles. 

Uno de los enfoques que surge desde la perspectiva centrada en las mujeres, pero tratando de superar su orientación asistencial, es el denominado de empoderamiento (término procedente directamente del inglés, empowerment, que se tradujo en ocasiones al castellano como, potenciación). La perspectiva del empoderamiento surgió con algunas similitudes con respecto al enfoque de la igualdad. Sin embargo, presentaba algunas diferencias que lo caracterizan: en primer lugar, se enfatiza que el desarrollo no beneficia a todas las personas por igual y, en segundo lugar, se rechaza la idea de que las mujeres deban integrarse en la corriente principal del desarrollo sin una perspectiva propia.

Este enfoque, procedente del trabajo con minorías en el mundo anglosajón, se apoya en el concepto de autonomía, definida como el poder de las personas, como individuos y como grupos de tener control sobre sus propias vidas, para poder elegir y determinar opciones e influir en la dirección del cambio social.  Este enfoque todavía permanece en el escenario estratégico, si bien con mucha frecuencia se habla de empoderamiento de una manera laxa que no refiere a una verdadera estrategia política, tal y como la reivindican  algunas de sus seguidoras. Por esa razón, no es difícil encontrar el término de empoderamiento en el contexto de estrategias GED propiamente dichas. 

Ahora bien, el enfoque en forma aislada a las mujeres implica una limitante reconocida por la visión Género en el Desarrollo (GED), la cual trata de incorporar los aspectos centrales de la teoría de género, intentando relacionarlos con la práctica del desarrollo. Este enfoque pone énfasis en la relación social entre hombres y mujeres, asumiendo que, por la asignación de roles sociales distintos y con desigual valoración, los hombres y las mujeres tienen problemas y necesidades diferentes, que no deben ser homologados al plantear programas de desarrollo; se insiste en la necesidad de considerar los efectos e impactos diferenciales y desiguales por género de las políticas y estrategias de desarrollo.  

Según este planteamiento, la discriminación por género se expresa en distintas formas, dependiendo de la sociedad y el momento histórico; sin embrago, se pueden identificar algunas áreas principales en que se manifiesta: la división sexual del trabajo y por ende, la asignación exclusiva de la responsabilidad de los hijos y el trabajo doméstico a las mujeres; el acceso desigual de hombres y mujeres a los recursos productivos y la exclusión de las mujeres de las instancias de toma de decisiones y la distribución del poder. Esta visión considera fundamental identificar el triple rol de la mujer: reproductivo –biológico y social, productivo y de gestión comunal; a la vez, que recomienda que esta identificación sea contextualizada en dos sentidos. En primer lugar, el enfoque de género exige analizar los roles de género de forma comparada entre hombres y mujeres, es decir, el que exista triple rol en la mujer, no implica que el hombre posea un único rol. En segundo lugar, el triple rol de la mujer representa una práctica distinta de acuerdo con las características generales de cada país.

Por otra parte, el enfoque GED considera necesario distinguir entre la situación y la condición de la mujer. La situación de la mujer se refiere a su situación práctica y material y la condición de la mujer a los mecanismos sociales, económicos y culturales que mantienen la mujer en una situación desventajosa y subordinada en relación con el hombre. Además, se distinguen los distintos tipos de necesidades que presentan las mujeres y, por lo tanto, las prioridades a seguir: necesidades de género –ya sean prácticas o estratégicas- son aquellas que las mujeres o los hombres tienen en común y que pueden desarrollar en virtud de su ubicación social de acuerdo con sus atributos de género; necesidades prácticas de género que se dirigen a modificar la situación o calidad de las mujeres, a partir de requerimientos inmediatos en relación con su rol reproductivo e intereses estratégicos de género o bien, los aspectos esenciales que definen la subordinación y la discriminación de la mujer y, por tanto, a las propuestas alternativas de solución a la situación de desigualdad que promueven las relaciones entre géneros sobre bases más igualitarias.

A manera de resumen, se puede mencionar que el enfoque MED trata de 
integrar a la mujer en el desarrollo (las mujeres trabajan para el desarrollo), se centra en población femenina y, consecuentemente, en sus necesidades prácticas. Por su parte, el enfoque 
GED supone 
la mujer como sujeto de desarrollo, participando en el esfuerzo y el beneficio del desarrollo, incluye mujeres y hombres y retoma las necesidades prácticas y estratégicas para la equidad de género.
Cada uno de estos núcleos temáticos que conforman la perspectiva GED permite distintos ángulos de análisis y por tanto diversos marcos metodológicos, con sus respectivas herramientas. Ello ha conducido a encarar la perspectiva GED como un abanico de posibilidades operativas. “Como consecuencia, GED en tanto política y estrategia de planificación resulta un cuadro complejo, tanto en términos de lenguaje como de las modalidades operativas que permite” (March, Smyth, Mukhopadhyay, 1999). Estas autoras registran seis marcos analíticos en este contexto: 1) Marco Analítico de Harvard y Planificación Socialmente Orientada; 2) Marco Analítico de Moser; 3)  Matriz de Análisis de Género (GAM, sigla del inglés); 4) Cuadro Analítico de Vulnerabilidades y Capacidades; 5) Marco de Empoderamiento de las Mujeres; 6) Enfoque de Relaciones Sociales. No obstante, cuando se examina cada marco analítico, se aprecia que las diferencias radican fundamentalmente en el aspecto que quiere examinarse o el uso que se busca de cada herramienta.

Esta diversidad operativa, en términos de ángulos analíticos, no cambia el carácter del enfoque general, ni disminuye  la importancia del cambio de orientación estratégica, desde la perspectiva MED al enfoque GED, tal como se ha señalado anteriormente.

b)  Segunda transición: de GED/mujeres a GED/inclusivo
El enfoque Género en el Desarrollo es el que predomina en políticas y proyectos que buscan la equidad de género, entre los años ochenta y los noventa. Sin embargo, conforme se agota el siglo XX aparece una percepción, cada vez más clara, de que se establece una situación de encrucijada. Como afirman diversas autoras (Astelarra, Bareiro, Meentzen, colectivo Sottosopra, etc.) esta encrucijada guarda relación con el cambio civilizatorio que experimenta la sociedad humana y sus primeros efectos. Un aspecto de este cambio civilizatorio ha consistido en la crisis de paradigmas cognitivos que adquirió toda su expresión desde fines de los años setenta. El fenómeno de la fragmentación paradigmática y su correlato en términos de corrientes teóricas, puede apreciarse también al interior de los estudios de género. Durante los años ochenta, el primer síntoma es el aparecimiento del feminismo de la diferencia, que provocará durante los años noventa un fuerte debate, aún inacabado. Pero a fines del pasado siglo, ese debate se da cruzado por nuevas perspectivas relacionadas con corrientes teóricas más generales: el feminismo postestructuralista, el feminismo postmoderno, el feminismo deconstructivista (en la perspectiva de Derrida, Kristeva, etc.).

El otro elemento de este cambio paradigmático procede del hecho de que esta situación de encrucijada se refleja fuertemente en la práctica social. Los estudios de género han comenzado a hacerse cargo del hecho de que las acciones a favor de la equidad de género y el propio avance social en esa dirección, han comenzado a presentar escenarios acentuadamente desiguales, en donde el aspecto más destacable es la apreciación de estancamiento que tiene lugar en distintos países, muchos de ellos –principalmente en Europa- caracterizados por haber sido los más avanzados en esta materia. Por decirlo en breve: “En el contexto de la crisis civilizatoria que caracteriza el presente cambio de siglo, se extiende cada vez más la percepción de que se está produciendo un cambio de escenario en materia de relaciones de género, que obliga a repensar estrategias y vías, para continuar avanzando sustantivamente en términos de equidad de género” (Gomáriz y Meentzen, 2000).

Quizás el rasgo más notable de esta situación de encrucijada procede del agotamiento de la idea que movió la acción para la equidad de género durante los últimos treinta años: la promoción de las mujeres, al producir cambios en la población femenina, iba a suponer de manera directa cambios concomitantes en el conjunto de la realidad social. Desde esta perspectiva optimista, diversos personajes públicos pudieron anunciar la buena nueva de que el siglo XXI sería el siglo de las mujeres. Sin embargo, conforme avanzan los primeros años del nuevo siglo, la realidad social vuelve a dar síntomas de terquedad y el panorama futuro aparece mucho más complejo. 

Una tesis mucho más prudente para este siglo que comienza podría formularse así: es previsible que en las próximas décadas los cambios en curso que ya protagonizan las mujeres adquieran toda su dimensión, y que el impacto de esos cambios en el conjunto de la sociedad produzca un fuerte efecto de respuesta, entre otras razones, porque la otra mitad de la población no ha experimentado un cambio paralelo y, sobre todo, porque las relaciones de género no están cambiando al mismo ritmo que suceden los cambios en la población femenina. 

Así, en este ámbito, la situación de encrucijada podría expresarse en estos términos: los cambios producidos por la promoción de las mujeres están teniendo consecuencias para el conjunto de la sociedad, en la cual se experimentan dos tendencias contrarias, a) la tendencia reactiva hacia el estancamiento o el retroceso y b) la tendencia a procesar y absorber el cambio del conjunto social (incluyendo los hombres). 

De hecho, existe una creciente percepción acerca de las principales reacciones societales al cambio, tanto desde el conjunto social como específicamente desde los varones. Desde el conjunto social (instituciones, población femenina y masculina, etc.) se destacan las reacciones siguientes: 

· Rechazo del compromiso feminista (por innecesario, superado, etc.)

· Tendencias retrógradas en la división del trabajo 
· Acciones institucionales y organizativas (religiosas, Promise Keepers, etc.)

· Construcción de discursos alternativos (familismo, fundamentalismo de los derechos infantiles, etc.)
Entre las principales reacciones específicas de los varones destacan las siguientes:

· Desconocimiento y desvalorización de la temática de género

· Organizaciones de recuperación del androcentrismo (Men’s Rights, Promise Keepers)

· Evidencia (¿aumento?) de violencia doméstica

Ante esta situación de encrucijada, desde el ámbito de los estudios de género, así como de la práctica para la equidad de género, se están produciendo diferentes orientaciones. La literatura de los últimos cinco años refleja las siguientes: 

a)
La tendencia al abandono del enfoque de género 

b)
La respuesta de la radicalidad: potenciación del conflicto de sexos

c)
El mantenimiento del enfoque de género/mujer

d) La propuesta género-inclusiva (Democracia de Género) 

a) La tendencia al abandono del enfoque de género está propuesta por sectores liberales, también del movimiento de mujeres (Betty Friedan y su bestseller “Beyond Gender”) y por organizaciones masculinas de recuperación del androcentrismo. Busca la superación del conflicto entre sexos, la reactivación de la familia y la defensa fundamentalista de los derechos de los niños. Sus medios son los espacios mixtos y la organización de los hombres para evitar disfunciones masculinas. 

b) La respuesta de la radicalidad que, tendencialmente, potencia el conflicto entre los sexos, es propuesta, por separado, por el feminismo radical que hace explícita o tácitamente del hombre el enemigo y por los reductos machistas de regreso al pasado. Su objetivo es la búsqueda de la derrota valórica y política del otro sexo. Privilegia los espacios de conflicto: centralidad exclusiva de la lucha contra la violencia doméstica (en organizaciones del feminismo radical) y justificación y práctica de la violencia (sectores machistas). 

c) El mantenimiento del enfoque de género/mujeres es propuesto por la mayoría del movimiento de mujeres y organizaciones de hombres profeministas. Busca la promoción de la mujer hasta alcanzar un equilibrio con el hombre. Utiliza el enfoque de género pero lo lleva a la práctica fundamentalmente con la población femenina.

d) La propuesta género-inclusiva (Democracia de Género / engendered society) es propuesta por minorías feministas, hombres y mujeres en espacios mixtos y el masculinismo autónomo. Busca superar el conflicto y/o el estancamiento, para reimpulsar el avance hacia la equidad de género. Utiliza el enfoque de género para mujeres y hombres, haciendo compatible la promoción de la mujer con la inclusión de los hombres.
En el contexto de esta encrucijada, aparecen más claras las críticas que se hacían a la inconsistencia estratégica en que se situaba progresivamente el enfoque GED tradicional. En efecto, como se indicó, en esta orientación estratégica se fue haciendo cada vez más evidente la contradicción entre una óptica conceptual integral (género y condiciones de género) y su orientación operativa dirigida fundamentalmente al trabajo con mujeres. Con el desarrollo interno sufrido por GED durante los años noventa, esa contradicción fue más patente: si ahora se trataba de integrar el plano de lo relacional entre los géneros, era más contradictorio que el foco de trabajo fuera únicamente la población femenina.

Es por esa razón, que comienza a manifestarse el surgimiento de un consenso favorable a resolver esta contradicción, manteniendo su óptica integral y dirigiéndola operativamente hacia el conjunto de la sociedad. Ese consenso creciente de la necesidad de trabajar en materia de género con mujeres y hombres, se ha explicitado tanto en las organizaciones internacionales como en sectores del movimiento feminista. 

Estos nuevos planteamientos se han manifestado concretamente en las últimas conferencias internacionales sobre la materia. Dos temáticas emergentes han sido subrayadas en la Resolución de la Sesión Especial de la Asamblea General de las Naciones Unidas (ONU), denominada Beijing + 5. Por un lado, el énfasis que contiene el documento acerca de los efectos contradictorios de la globalización y los más nocivos del ajuste estructural económico en los países en vías de desarrollo. Por el otro, la atención que hay que prestar a la integración de los hombres en el cambio de las relaciones de género. 

Este último aspecto se subraya en varios apartados de la resolución. En el tercer epígrafe sobre desafíos actuales que afectan la implementación completa de la Declaración de Beijing y la Plataforma de Beijing se afirma: “El contexto cambiante de las relaciones de género así como la discusión sobre equidad de género han conducido a una creciente reevaluación de los roles de género. Esto ha impulsado una discusión más profunda sobre los roles y responsabilidades de mujeres y hombres trabajando juntos hacia la equidad de género...” (prfo. 41). De igual forma, en el siguiente acápite sobre acciones e iniciativas para superar los obstáculos y alcanzar la pronta y completa implementación de la Plataforma de Acción de Beijing, se sostiene: “La equidad de género implica que las necesidades, los intereses, las preocupaciones, experiencias y prioridades tanto de mujeres como de hombres sean una dimensión integral del diseño, implementación, monitoreo a nivel nacional e internacional, así como seguimiento y evaluación, de todas las acciones en todas las áreas” (prfo. 44). Y desde esta perspectiva se hace un llamamiento a la actuación conjunta de mujeres y hombres, enfatizando la necesidad de que estos participen: “Los procesos de formulación de políticas (para la equidad de género) requieren de la cooperación de mujeres y hombres en todos los niveles. Hombres y niños deben ser involucrados activamente y alentados a participar en todos los esfuerzos para lograr las metas de la Plataforma de Acción y su implementación” (prfo. 49).

Esta perspectiva también aparece en sectores del feminismo preocupados por acceder a una nueva fase, donde “el gran desafío es proponer los cambios para el conjunto de las sociedades y para la construcción de una nueva institucionalidad política” (Bareiro, 1999). Los sectores que se plantean ese gran desafío enfatizan que este planteamiento no sería posible sin haber atravesado antes esa primera fase de constitución de una plataforma de cambios desde las mujeres, por las mujeres y para las mujeres. La constitución de esta plataforma no ha significado la conclusión de la discriminación histórica de las mujeres: “No, pero sí creo que se puede afirmar que hoy las mujeres están en situación de poder proponerse que milenios de patriarcado comienzan su derrumbe” (Astelarra, 2000). 

Ahora bien, la nueva mirada hacia el conjunto de la sociedad y su cambio en términos de género no puede plantearse sin tomar en consideración la otra mitad de la humanidad. “El problema principal hoy es que esto (el derrumbe del patriarcado) no se producirá si los hombres no cambian también” (Astelarra, 2000). 

c) La propuesta emergente género-inclusiva: Democracia de Género

Esa tendencia hacia una visión de género más inclusiva, tiene expresiones paralelas y convergentes en diferentes países. En el mundo anglosajón comienza a hablarse de la “engendered society” o sociedad con perspectiva de género  (aunque la traducción al castellano no es fácil). En la Europa del sur, principalmente en Italia y España, se plantea la idea de un cambio en el contrato social entre los géneros. Pero es en Alemania donde la propuesta adquiere mayor formalización y se denomina explícitamente Democracia de Género, entre los sectores del feminismo que la proponen (en círculos del partido de los Verdes alemanes). 

Esta orientación estratégica es la que presenta una formulación más reciente y surge tratando de superar la inconsistencia de un enfoque de género integral que luego opera sólo con y para la población femenina. En este sentido, se mueve en la dirección contraria que la orientación vista anteriormente: si la estrategia del empoderamiento resulta consistente cuando enfoca sólo la situación de las mujeres y opera sólo con mujeres y grupos de mujeres, la propuesta de la Democracia de Género (DG) busca la consistencia entre un enfoque de género que incluye toda la determinación de género, en términos comparativos y relacionales (partiendo del amplio consenso teórico de que género no es igual a mujeres) y la necesidad de integrar al conjunto social en el escenario operativo, donde cada situación específica dictará la combinación de instrumentos oportuna (incluyendo con frecuencia acciones de empoderamiento de las mujeres).

En realidad, la DG resulta el paso lógico a dar en la creciente dinámica género–inclusiva que se manifiesta en las políticas de equidad de género; las cuales, como se vio anteriormente, ponen cada vez más el acento en integrar lo relacional y en convocar a los hombres en las acciones de mejoramiento de la condición de las mujeres. Ciertamente, esta creciente dinámica género–inclusiva no se produce precisamente por generación espontánea, sino que procede de una acumulación de condiciones que parten de años de trabajo del género históricamente discriminado, las mujeres, para conseguir una plataforma que hiciera posible la inclusión de la problemática de género en la agenda nacional. No obstante, una cosa es lograr esa inclusión –como ha sucedido entre 1975 y 1995 en casi todos los países del occidente desarrollado y en buena parte de los que están en vías de desarrollo– y otra cosa muy diferente es lograr que la temática emergente empape al conjunto social produciendo así un cambio efectivo de las relaciones sociales.

La cuestión es que para que este avance sustantivo tenga lugar parece haberse planteado la necesidad de un cambio de paradigmas en la política de género. Como plantean los firmantes de una carta dirigida a la Ministra responsable de las políticas de igualdad de oportunidades en Alemania: “Las políticas de igualdad de oportunidades fueron formuladas sobre todo como medidas de promoción de las mujeres y con una orientación antidiscriminatoria. Estas políticas tienen que ser reexaminadas para observar si sus énfasis son todavía correctos y sus instrumentos pueden –sobre todo en el contexto económico actual– tener verdadero impacto” (Gomáriz y Meentzen, 2000). El texto refiere a continuación algo sobre lo que hoy hay consenso creciente, el frecuente olvido de los aspectos relacionales y de los hombres en las anteriores políticas de género, y muestran que el impasse en la participación de los hombres en las responsabilidades familiares es el mayor obstáculo para una participación de calidad de las mujeres en el mundo social y, con frecuencia, en el mundo laboral. Dicho en breve, se acentúa la percepción de que el cambio a encarar no refiere solo a un déficit de oportunidades para las mujeres sino a cambios de género en mujeres y en hombres.

Al orientarse en esa dirección, la estrategia de la DG  es efectivamente algo nuevo respecto de las políticas anteriores, ya que enfatiza la necesidad de convocar no sólo a las mujeres, sino al conjunto de la sociedad, hombres y mujeres, para continuar avanzando hacia la equidad de género. Y precisamente su énfasis en la inclusión es lo que puede permitirle no excluir situaciones específicas donde sea necesario realizar acciones de empoderamiento de las mujeres, o de igualdad de derechos y oportunidades, siempre y cuando el norte general de estas acciones específicas no sea el cambio en la mitad de la sociedad, sino que convoque al conjunto de ésta para lograr sus fines. En tal sentido, la DG tampoco excluye necesariamente la existencia y la necesidad de espacios propios de mujeres (o de hombres), pero sí es verdad que hace de las relaciones entre los géneros su foco principal de actuación y avance hacia la equidad de género. 

Desde luego, uno de los aspectos que otorgan novedad a esta propuesta consiste en su búsqueda sistemática de incluir a los hombres en la tarea común y el compromiso hacia la equidad de género. Y también, en ese sentido, propone una nueva perspectiva del trabajo con los hombres y entre los hombres. No se trata de negar a los grupos de hombres, la necesidad o conveniencia de tener sus propios espacios, pero al mismo tiempo, no busca conducirlos a una actuación por separado y segmentada de la lucha común por la equidad de género, como sucede hasta ahora con buena parte de estos grupos. Se trata más bien, de que los hombres, desde los grupos de hombres o desde espacios mixtos, se integren en la co–responsabilidad del trabajo a favor de la equidad de género, en una plataforma común de mujeres y hombres.

Lo anterior tiene algunas implicaciones políticas importantes respecto al trabajo operativo con los hombres. Ya no se trata tanto de esperar que los pequeños grupos de hombres vayan conformando un movimiento social más amplio que converja en algún momento futuro con el de las mujeres en el avance hacia la equidad de género, sino de establecer alianzas con todos aquellos hombres sensibilizados en mayor o menor grado por la experiencia y/o el cambio cultural que existe ya sobre materia de género. Ciertamente, es muy posible que un gran número de estos hombres se encuentren sobre todo en los espacios mixtos y no tanto en los pequeños grupos que trabajan sobre la masculinidad.

Puede afirmarse que la Democracia de Género en tanto nuevo paradigma no refiere tanto al pasado sino que se establece principalmente de cara al futuro. En tal sentido, supone una ruptura definitiva con la vieja tesis de que lo que hay que superar es el déficit de las mujeres en comparación con los hombres. El problema ya no es lograr que las mujeres se pongan al nivel de los hombres, como si ellas tuvieran que asociarse a los parámetros masculinos y los hombres no tuvieran nada que modificar. En el fondo, el viejo paradigma basado en la necesidad de superar los déficits de las mujeres supone, por un lado, desconocer el alcance de los cambios socioculturales impulsados por las mujeres, por otro lado, mantener de una forma u otra la visión androcéntrica de la sociedad.

En el fondo, el nuevo paradigma de la Democracia de Género significa un acercamiento entre los fines y los medios. Si el fin consiste en conseguir la corresponsabilidad de mujeres y hombres en los espacios públicos y privados (siempre nutriéndose de la diversidad que ello supone); el medio consiste en crear las condiciones para que el propio avance hacia la equidad de género sea también cada vez más una corresponsabilidad de mujeres y hombres.

En términos políticos, ello significa que los avances de las mujeres y su conciencia en términos de género tienen que darse, a partir de ahora, al mismo tiempo que se persigue la inclusión progresiva de los hombres en el avance hacia un nuevo trato más equitativo entre los géneros y en la mejora de su grado de conciencia sobre su propia identidad de género (masculina) y los cambios que esta identidad necesita. Ello no significa la necesidad de esperar a que se dé un paralelismo perfecto y un nivel semejante de conciencia en mujeres y en hombres. Significa que las acciones y las políticas para la equidad de género dejen de dirigirse sólo a las mujeres para enfocarse también en los hombres y, sobre todo, a las relaciones entre los géneros.

La experiencia concreta de la aplicación de la Democracia de Género, sobre todo a partir de  su establecimiento como política institucional por la Fundación Heinrich Böll (la constituida por los Verdes alemanes), es que esta estrategia trabaja tanto en el plano de los comportamientos individuales como en el cambio de las condiciones estructurales de las relaciones de poder. La Democracia de Género busca la transformación más integral de la naturaleza y la dinámica de las organizaciones, actuando a nivel estratégico y estructural y convocando para ello a todos, hombres y mujeres que trabajan en la organización. Ya no se trata, por tanto, de fortalecer grupos de mujeres al interior de las organizaciones mixtas, para arrancar reivindicaciones de género (regularmente frente a los hombres), sino de fortalecer la posición de las mujeres, para incluir a mujeres y hombres en la tarea común de establecer una política de género de la organización misma.

Así, la propuesta de la Democracia de Género es un intento de sistematizar experiencias, ideas e instrumentos para poner en práctica un enfoque género-inclusivo que permita pasar a una nueva fase de avance hacia la equidad de género. Esta última implica: democratizar los roles entre mujeres y hombres, permitir y brindar oportunidades para que cada persona desempeñe diferentes tareas sin importar su sexo, que hombres y mujeres tengan la misma posibilidad de acceder a todos los recursos del desarrollo y a sus beneficios, que hombres y mujeres participen tanto en el ámbito privado como público, que se establezcan relaciones de respeto, equilibrio e igualdad de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres, que se valore de igual manera a todas las personas, más allá de su sexo, su etnia, su clase social, su edad, entre otros. 

La propuesta de la DG no ha recibido un acuerdo generalizado de parte del movimiento feminista de los distintos países. Se trata de un debate abierto sobre la necesidad de pasar del trabajo sólo con mujeres, a un proceso de acumulación de fuerzas en el conjunto social, y en ese sentido provoca el temor que puedan abandonarse criterios de actuación referidos a la discriminación histórica de las mujeres. A partir de ese supuesto se hacen presunciones sobre lo que pueda ser en realidad la DG, que es necesario aclarar. Una síntesis de ese tipo de aclaraciones (Gomáriz y Meentzen, 2000) podría exponerse así:  

· La DG no significa desconocer los avances logrados por el movimiento feminista y de mujeres y la validez de una primera fase centrada en mejorar la situación de la mujer, sino que parte de la convicción de que ha llegado el momento de impulsar un enfoque género-inclusivo que acumule fuerzas e implique al conjunto de la sociedad. 

· No excluye acciones de otros enfoques estratégicos (empoderamiento, igualdad de oportunidades, etc.), sino que busca articularlos en un sentido nuevo, desde el enfoque género – inclusivo.

· No excluye espacios propios de las mujeres (y de los hombres), pero evita su segmentación y hace de las relaciones entre los géneros su principal campo de actuación y de avance hacia la equidad de género. 

· No significa ocultar la evidencia del mantenimiento de discriminaciones contra las mujeres, sino que busca la eliminación de estas discriminaciones a partir de un compromiso social compartido a favor de la equidad de género. 

· No significa pensar que todos los hombres estarán interesados en la democracia de género y en abandonar sus privilegios de género, sino que valora los cambios culturales sucedidos hasta el momento y la evidencia de que hay sectores de hombres sensibles a la idea de equidad y justicia contenidos en el enfoque de género. 

· No significa esperar a que se tenga lugar la inclusión de sectores de hombres para lograr un paralelismo perfecto entre su avance y el de las mujeres, sino que toma en cuenta las diferentes situaciones y ritmos, pero sin perder el norte del enfoque género-inclusivo.

· No se traduce en que ahora las mujeres hagan la tarea de los hombres, en cuanto a su apropiación de la conciencia de género, sino de un acuerdo político sobre la necesidad de acumular fuerzas en distintos segmentos, de mujeres, de hombres y mixtos, que implica un compromiso coherente con la propuesta del feminismo histórico: producir el cambio cultural de toda la sociedad.

· No significa una pérdida de rigor o suavización de la importancia de la temática de género, sino que por el contrario, exige un mayor rigor teórico, metodológico y práctico en el camino hacia la eliminación de la discriminación contra las mujeres al tiempo que se incorpora a los hombres para hacer de la equidad de género un valor y una práctica universales. 
 2.2.  Cambios paradigmáticos en materia de paz y seguridad:

         de la Seguridad Nacional a la Seguridad Democrática 

En el ámbito de la seguridad, el cambio paradigmático también ha sido profundo en los últimos veinte años. Puede afirmarse que en estas dos décadas se recorre el camino que va desde la doctrina de la Seguridad Nacional a las doctrinas abiertas de la Seguridad Humana y la Seguridad Democrática. Diferentes factores han intervenido en ese cambio: desde las transformaciones en la estructura del poder mundial (la desaparición del mundo bipolar), hasta los procesos desiguales que han tenido los espacios regionales como principal escenario. En el caso del istmo centroamericano, ese cambio paradigmático ha sido impulsado por la superación de la crisis de los años ochenta y la búsqueda insistente de los actores regionales de la estabilización de sistemas democráticos en el área.

La transición de las doctrinas de seguridad ha seguido una dinámica clara, al menos hasta el 11 de septiembre del 2001, cuando suceden los atentados terroristas contra Estados Unidos. Dicha dinámica es reconocida en el Informe del Milenio del Secretario General de Naciones Unidas: ... “ha ido surgiendo una nueva comprensión del concepto de seguridad. En una época era sinónimo de la defensa del territorio contra los ataques externos, pero las exigencias de seguridad han hecho que hoy en día abarque también la protección de las comunidades y los individuos de diversos actos internos de violencia.” (ONU, 2000). Dicho de otra forma, desde los criterios tradicionales de seguridad militar se ha ido pasando a “la necesidad de aplicar criterios de seguridad más centrados en el ser humano” (ONU, 2000).

En este proceso de cambio, han ido apareciendo categorías nodales que hablan de nuevas orientaciones doctrinarias, entre las cuales destacan tres: seguridad ciudadana, seguridad humana y seguridad democrática; todas ellas orientadas en esa misma perspectiva de apertura recién mencionada. Dichas orientaciones serán examinadas a continuación, antes de discutir cómo afectan a esa dinámica general los cambios sucedidos a partir del 11 de septiembre del 2001.

a) Seguridad ciudadana 

Este concepto tiene un uso extendido, sobre todo en Occidente, para referirse a la seguridad en el interior de los países. Ahora bien, en América Latina y especialmente en Centroamérica, tiene una connotación sociopolítica importante: es el término que se usa para distinguir la seguridad interna de las democracias de la seguridad interior de los regímenes militares o autoritarios, generalmente relacionados con la idea de la represión del “enemigo interno”. Así, “a fines de los noventa, tanto los gobiernos como las organizaciones no gubernamentales de la región compartieron el término “seguridad ciudadana” para describir sus preocupaciones por mejorar la dimensión de la seguridad pública” (Tamayo, 2002).

Por esa razón, es frecuente encontrar el término seguridad ciudadana ligado al debate sobre gobernabilidad democrática. En el contexto mencionado, “la gobernabilidad democrática supone el procesamiento político por medios institucionales de los conflictos dentro de la sociedad y entre ella y el Estado. Tales conflictos ocurren en un entorno condicionado por las determinaciones derivadas de la administración de los procesos socioeconómicos en un escenario de reforma. Este cambio socioeconómico es a su vez condicionado por las exigencias de adaptación de la economía y la sociedad ... que imprime el proceso de globalización”. (Y ello) “sin embargo, asimismo, implica la generación conjunta de espacios públicos en los cuales se adopten decisiones sobre asuntos de interés colectivo con la participación de actores de la sociedad civil, en un marco institucional y normativo claramente establecido, pero regido por las dinámicas políticas del conjunto de la sociedad y en función de la ampliación de los derechos de la ciudadanía y su mayor participación en la formulación y ejecución de las políticas públicas”. (Servin, Salomón y Sojo, 2001).

En este cuadro, la idea de seguridad ciudadana “refleja el intento por reponer en el orden conceptual y práctico, el interés y las preocupaciones ciudadanas como referente sustancial para los Estados...” (Tamayo, 2002). O dicho de otra forma, “la seguridad ciudadana es un concepto que trata de restituir un lugar central a la ciudadanía, entendida ésta como sujeto histórico sobre el cual debe recaer la acción del Estado. En este caso, y de acuerdo con los esfuerzos analíticos que se han realizado con gran intensidad desde comienzos de la década de los noventa, la ciudadanía así considerada trasciende la concepción jurídica y se ubica en un plano político-social. De ahí que al hablar de seguridad ciudadana hablemos de la seguridad de todos y, particularmente, de la obligación estatal de garantizarla” (Servin, Salomón y Sojo, 2001). 

Ahora bien, en términos de coyuntura histórica, la transición hacia una gobernabilidad democrática en América Latina sucede en medio de una paradoja sobre seguridad: al tiempo que tiene lugar un cambio conceptual y práctico que refiere a las necesidades de seguridad de la ciudadanía, la inseguridad ciudadana se incrementa notablemente. “Las encuestas y sondeos de opinión que se han realizado en los últimos años colocan la violencia y la inseguridad como la principal preocupación de los centroamericanos”. (Servin, Salomón y Sojo, 2001, p.32). Las causas de este aumento de la inseguridad ciudadana, se han explicado frecuentemente por el “empeoramiento de las condiciones económicas y sociales”, algo que siendo cierto, resulta serlo de forma restrictiva: además del deterioro de las condiciones sociales que provoca los ajustes estructurales que fuerza la globalización, también influye considerablemente el clima ideológico referido al abandono de los proyectos colectivos para la resolución de los problemas sociales y el incremento de una vía individual de sentido de vida. La crisis de la política es el reflejo más sistémico de ese cuadro. Y, desde luego, no se trata sólo de un fenómeno latinoamericano: es parte de una crisis epocal que afecta al conjunto de la humanidad, aunque adquiera formas específicas en esta región.

El problema en América Latina es que esa paradoja (democratización de la idea de seguridad, al tiempo que aumenta la inseguridad ciudadana) requiere de considerables esfuerzos de los poderes públicos para responder adecuadamente a los retos de una apropiada seguridad ciudadana. Sistemas judiciales y penales atochados, policías con poca capacitación profesional, etc., son evidencias que permanecen día a día en toda la región. La respuesta de los sectores de altos ingresos se orienta hacia la segmentación de la seguridad: “incremento de la seguridad privada (en recursos humanos y tecnológicos), con lo cual se delega la responsabilidad estatal en los ciudadanos que tienen capacidad económica para pagarla y se deja en el desamparo y la indefensión a grandes sectores poblacionales” (Servin, Salomón y Sojo, 2001, p.30).

No obstante, la cuestión es que, pese a esta dificultad por llevar a la práctica el concepto de seguridad ciudadana (dificultad que es necesario subrayar), existe un consenso en torno al concepto mismo, que supone un abandono de las concepciones tradicionales de seguridad interna, basadas en la centralidad de la seguridad militar y su fórmula de guerra fría: derrota del enemigo interno. Ahora bien, en general ese concepto sigue usándose preferentemente para hablar de los problemas de seguridad en el interior de los países y no tanto para abarcar el ámbito más amplio de la seguridad interna y externa.

b) Seguridad Humana
Paralelamente, también durante los años noventa, se desarrolla un concepto mucho más expansivo de la seguridad: la seguridad humana. Este concepto tiene sus orígenes en los planteamientos sobre paz y seguridad que emergen del sistema de Naciones Unidas tras la desaparición del bloque soviético y el mundo bipolar, pero encuentra un posterior apoyo para su desarrollo en el mundo diplomático y académico que da seguimiento al acuerdo noruego-canadiense sobre Seguridad Humana de 1998 y que da lugar a la Red de Seguridad Humana (conformada por 13 países en la actualidad).

Quizás la primera mención de la posibilidad de este tipo de cambio en cuanto a doctrinas de seguridad aparece en el informe del Secretario General de Naciones Unidas, denominado Una Agenda para la Paz, publicado en 1992, para saludar la desaparición del mundo bipolar. En su apartado primero, al hablar de un contexto cambiante, señala que el binomio seguridad/inseguridad puede adoptar otros parámetros que los tradicionales: “Un agujero en la capa de ozono puede constituir una amenaza mayor para una población expuesta que un ejército hostil. Sequía y enfermedades pueden diezmar con menos piedad que las armas de guerra. Por ello, en este momento de renovada oportunidad, los esfuerzos de la Organización para establecer paz, estabilidad y seguridad, deben orientarse hacia materias que van más allá de las amenazas militares (...) que han caracterizado el pasado (UN, 1992, prfo. 13).  Ciertamente,  esta mención se inscribe en el cuadro general de optimismo que  caracterizó Una Agenda para la Paz  y  que no se ha justificado posteriormente. Así, en su conclusión, ese informe afirmaba: “Las naciones y pueblos que conforman las Naciones Unidas son afortunados en un sentido que no lo fueron los de la Liga de Naciones. Tenemos una segunda oportunidad para crear el mundo que propone nuestra Carta y que ellos no pudieron ver. Con el final de la guerra fría nos hemos apartado del borde de una confrontación que amenazaba el mundo y que, con mucha frecuencia, paralizaba nuestra Organización”. (UN, 1992,  prfo. 75) 

Esta “celebración de nuestra posibilidades restauradas” marcaba así el giro en cuanto a doctrinas de seguridad: si la principal amenaza desaparecía, la agenda de seguridad podía incluir otros tipos de amenazas no contempladas hasta entonces. Esta línea fue ampliada considerablemente por el Informe de Desarrollo Humano (PNUD) de 1994, que introduce definitivamente el término Seguridad Humana, buscando superar la estrecha noción de seguridad que enfoca principalmente a los Estados, “en tanto seguridad del territorio respecto de una agresión externa, o como protección del interés nacional en la política exterior, o como seguridad global respecto de la amenaza del holocausto nuclear”, para llegar a una seguridad centrada en los seres humanos. 

El Informe señala cuatro características esenciales de la seguridad humana: 1) la seguridad humana es una preocupación mundial (“hay muchas amenazas que son comunes a todos los pueblos: desempleo, drogas, criminalidad, polución y violación de derechos humanos”); 2) los componentes de la seguridad humana son interdependientes (no pueden considerarse aisladamente); 3) la seguridad humana es más fácil de asegurar mediante prevención temprana que a través de intervención posterior; 4) la seguridad humana se centra en la seguridad de la gente (“se preocupa sobre como la gente vive en una sociedad, cuan libremente pone en práctica sus opciones, cuanto acceso tiene al mercado y las oportunidades sociales, y cuanto tiempo vive en conflicto o en paz”) (PNUD, 1994, p. 22-23)

Desde esta perspectiva, el Informe incluye siete dimensiones en el concepto de seguridad humana: económica, alimentaria, de salud, ambiental, personal, comunitaria y política. Esta perspectiva expansiva de la seguridad planteó de inmediato el problema de si no se estaría superponiendo a la agenda del desarrollo. Si ello fuera así, entonces ¿qué sentido preciso tendría hablar de agenda de seguridad? 

El propio informe se hace cargo del problema: “para definir la seguridad es importante que no se equipare la seguridad humana al desarrollo humano” (p.26). Pero cuando se trata de hacer esa distinción aparecen las dificultades: “El desarrollo humano es un concepto más amplio, definido (...) como un proceso de ampliación de la gama de opciones que dispone la gente. La seguridad humana significa que la gente puede ejercer esas opciones en forma segura y libre, y que puede tener relativa confianza en que las oportunidades que tiene hoy no desaparecerán totalmente mañana” (p. 26-27). Esta distinción parece indicar que la diferencia refiere a las perspectivas y no tanto a las agendas, que pueden ser similares. Pero ello exige de posteriores clarificaciones temáticas y operativas, para poder encarar la agenda de seguridad sin solapamientos. Y esas clarificaciones no se hicieron luego  explícitamente.

De hecho, esta idea amplia de seguridad humana no ha sido posteriormente desarrollada por el Informe de Desarrollo Humano del PNUD y así, es posible que al final de esa década, el propio sistema de Naciones Unidas no tuviera una definición clara: “Pese al uso creciente que se hace en discusiones internacionales, el concepto de seguridad humana se mantiene indefinido. De acuerdo al Alto Comisionado para los Refugiados de Naciones Unidas (Ogata, 1999): “la seguridad humana es un término que presenta el riesgo de querer expresar todo y nada” (Woroniuk, 1999).

De esta forma, cuando al siguiente año, en el Informe del Milenio, se toca el tema de la seguridad, pese a que se continúa con la idea de “aplicar criterios de seguridad más centrados en el ser humano”, se plantea una agenda mucho más circunscrita a la temática regular de paz y conflictos: a) prevención de los conflictos sangrientos, b) protección de los sectores vulnerables (en los conflictos), c) el dilema de la intervención, d) fortalecimiento de las operaciones de paz, e) selectividad de las sanciones, f) reducción de los armamentos. (ONU, 2000). 

Ahora bien, para ese entonces ya se había puesto en marcha la iniciativa noruego-canadiense de diplomacia conjunta desde la idea de seguridad humana. En efecto, en mayo de 1998, los ministros de asuntos exteriores de Noruega y Canadá alcanzan un acuerdo en la Isla de Lysoen para desarrollar una iniciativa diplomática conjunta, por la cual establecen como objetivos compartidos: 1) Impulsar acciones y consultas en materia de política exterior y de cooperación sobre asuntos internacionales prioritarios; 2) Fortalecer la cooperación nórdica y en el Ártico y 3) Coordinar y concertar acciones para: desarrollar la seguridad humana, promover los derechos humanos, fortalecer el derecho internacional, desarrollar la prevención de conflictos, fomentar la democracia y el buen gobierno.

En esta oportunidad (Lysoen, 1998) las referencias conceptuales a la seguridad humana son muy generales. En la Declaración se afirma que la seguridad humana: “significa seres humanos libres de serias amenazas a sus derechos humanos y a la seguridad y la vida de las personas. (...) La seguridad humana ha devenido en una perspectiva nueva de apreciar la seguridad global y una nueva agenda para la acción global” (Declaración Lysoen, 1998). Sin embargo, la agenda conjunta se limita a los aspectos de derechos humanos, paz y conflictos, conteniendo nueve puntos: minas terrestres, Corte Internacional Penal, derechos humanos, derecho internacional humanitario, mujeres y niños en conflictos armados, proliferación de armas ligeras, niños combatientes, trabajo infantil y cooperación nórdica y antártica.

A partir de esa reunión, se conforma la Red sobre Seguridad Humana, a la que suman representantes de trece países (Austria, Canadá, Chile, Grecia, Irlanda, Jordania, Malí, Holanda, Noruega, Eslovenia, Sudáfrica, Suiza y Tailandia). Es en la reunión de Petra, Jordania, en el 2001, cuando el grupo trata de profundizar en la definición del concepto de seguridad humana y su relación con el de desarrollo humano, sin que las discusiones se agoten al respecto. 

Oficialmente, el Departamento de Asuntos Exteriores Canadiense, ha propuesto delimitar así esa definición: “la seguridad humana significa proteger a la gente de las amenazas violentas y no violentas. Es una condición o estado caracterizado por estar libre de amenazas a los derechos de las personas, a su seguridad e incluso a su vida misma.” (DFAIT, 1999, p. 5)

El mundo académico que acompaña esta iniciativa se ha esforzado por consolidar esa definición. Uno de sus mentores introduce así el concepto: “el paradigma de la seguridad humana se basa en la noción de vulnerabilidad mutua. (...) subsecuentemente, el tema central de la seguridad humana es la reducción de los riesgos colectivos (y compartidos) mediante análisis, decisiones, prevención y acciones dirigidas a reducir las causas y circunstancias de la inseguridad.” (Nef, 2002) Ahora bien, cuando este autor trata de establecer una matriz analítica sobre seguridad humana, además de presentar una insegura base heurística, tampoco resulta fácil distinguirla del concepto de desarrollo humano (de hecho, su cuadro de doble entrada podría titularse sin demasiadas dificultades: matriz analítica del desarrollo humano).

Para enfrentar las dificultades referidas a su falta de delimitación conceptual y a los problemas temáticos y operativos que ello implica (especialmente en términos de agendas), el Secretariado General de Naciones Unidas ha formado una Comisión especial, con un mandato delimitado, denominada Comisión sobre Seguridad Humana, cuyos propósitos iniciales (2001) fueron: 

1. Promover entre el público el entendimiento, el compromiso y el apoyo de la idea de Seguridad Humana y sus principales imperativos.

2. Desarrollar el concepto de seguridad humana como una herramienta operativa para la formulación de políticas y su implementación

3. Proponer un programa concreto de acciones dirigidas a encarar las amenazas más críticas a la Seguridad Humana.

El trabajo de la Comisión ha conseguido delimitar algo más la idea de seguridad humana, en el interior del sistema de Naciones Unidas. Como afirma el trabajo de Sabina Alkire, realizado para la Comisión: “para poder operar con el concepto de seguridad humana es necesario estrechar la concepción que teníamos de éste en 1994” (Alkire, 2002, p.21). Por eso ofrece la siguiente definición de trabajo: “El objetivo de la seguridad humana consiste en salvaguardar el núcleo vital de todas las vidas humanas de las amenazas críticas y profundas, en una perspectiva consistente con la satisfacción humana a largo plazo.” (Alkire, 2002, p. 2).

Alkire pone especial acento en la idea de “núcleo vital” (vital core), que “sugiere un mínimo o básico conjunto de funciones relativas a la sobrevivencia, el sustento básico y la dignidad humana” (Alkire, 2002, p.23). En otros términos, algo mucho más reducido que los contenidos del desarrollo humano “y en términos de horizonte temporal (las operaciones de seguridad humana puede ser relativamente cortas)”. Por ello, “esas diferencias afectan a la combinación de disciplinas e instituciones que serían relevantes para la seguridad humana en relación con las que lo serían para el desarrollo sostenible” (Alkire, 2002, p.34). Sin embargo, cuando se quiere aterrizar en las combinaciones concretas vuelve a aparecer el problema de los límites concretos entre seguridad humana y desarrollo humano.

Otro miembro de la Comisión, el economista y Premio Nobel Amartya Sen, cuya contribución principal ha consistido en relacionar la idea de la seguridad humana con los problemas de la globalización, plantea una diferencia de enfoque entre seguridad humana y desarrollo humano, en el plano económico. Desde el desarrollo humano, la perspectiva es la del crecimiento con equidad, mientras que desde la seguridad humana sería “Crisis o caídas (dawnturn) con seguridad”; es decir, establecer las condiciones para que los eventuales fallos graves del mercado no atenten contra la seguridad alimentaria, los recursos mínimos, etc., que son necesarios para la vida elemental de una comunidad.

En todo caso, estos esfuerzos de delimitación de la idea de seguridad humana, todavía no han concluido, cuando la reunión final de la Comisión, prevista para febrero del 2003, se ha visto opacada por un evento de seguridad pura y dura: la decisión unilateral de Estados Unidos de invadir militarmente Irak, que ha divido no sólo la comunidad internacional sino el propio clima orgánico de las Naciones Unidas.

Accidentalmente, ello guarda relación con otras críticas de naturaleza más política que se hacen al concepto de seguridad humana. La primera de ellas se refiere a esa connotación anti-estatal que ha sido tan frecuente en los organismos internacionales durante la década de los noventa. Los Estados en el hemisferio sur han enfrentado frecuentemente el dedo acusador de los organismos internacionales, no sólo en economía sino incluso en materias como paz y seguridad. Esta orientación, que recibe el influjo de la teoría neoliberal, hoy menos poderosa que en los años noventa, ha hecho que la necesidad de volver la mirada hacia la seguridad de las personas (algo que es correcto) haya sucedido al mismo tiempo que se despreciaba frecuentemente la seguridad de las naciones y sus Estados (algo que es incorrecto). 

Dicho en otros términos, no se entiende muy bien por qué razón una idea de seguridad tiene que elegir entre seguridad de las personas y seguridad de los Estados. En el fondo, está el problema claramente político de si estamos hablando de individuos, de gente, de particulares, o si hablamos de verdaderos ciudadanos, que reúnen en sí, sobre todo colectivamente, como ciudadanía, los derechos individuales y los colectivos. Entre otras razones, porque no sólo son individuos aislados en el mundo, sino que además pertenecen a un país, con sus instituciones, es decir, con sus Estados. Esa idea de separar a los “seres humanos”, de sus conciertos sociales y políticos, es decir de sus Estados, está claramente presente en las reflexiones de la Comisión, a partir del momento que les parece completamente lógico separar la seguridad humana y la seguridad del Estado. (Algo, por cierto, difícil de ver en las crisis reales, como por ejemplo la actual en Estados Unidos, después de los atentados terroristas del 11 de septiembre). 

Una forma de buscar una salida a esta falsa disyuntiva consiste en sustituir una visión ilimitada de la seguridad humana, por una mucho más delimitada, al establecer distintos ámbitos de la seguridad (Rojas, 2002). Así, para Rojas, habrían tres ámbitos de la seguridad: la internacional, la estatal y la propiamente humana: “Cada dimensión posee su propia lógica. En la seguridad internacional son los aspectos globales, la mundialización y el peso que tienen los actores estatales, los organismos internacionales y actores no estatales. En este nivel se producen las definiciones macro y se promueven regímenes internacionales y/o regionales. La estabilidad constituye un bien público a ser promovido. La seguridad estatal corresponde a la seguridad clásica, a los aspectos vinculados principalmente con la soberanía y los temas de fronteras. El peso de las fuerzas militares y su balance, así como los conceptos asociados  a la disuasión y la defensa se ubican en este nivel. La seguridad humana aborda dimensiones más locales aunque responden a grandes masas humanas. También ubica temáticas globales que afectan a la humanidad, como cuestiones ambientales o pandémicas. En ambos casos corresponden a temas no abordados tradicionalmente en los otros dos niveles en los que es posible analizar la seguridad. En la construcción de una vía holística es necesario destacar que cada nivel debe producir respuestas específicas en al menos tres áreas: el uso de la fuerza, la prevención de conflictos y la cooperación internacional” (Rojas, 2002).

Desde luego, esta modalidad pragmática resuelve el problema de tener que elegir entre distintos énfasis, pero crea otro, puesto que disuelve la perspectiva propiamente conceptual de la seguridad humana. Porque lo que propone la visión más amplia es precisamente  un enfoque distinto que analiza todos los ámbitos y no simplemente establecer un ámbito más. En último extremo, da la sensación que esta vía pragmática lo que pretende más bien es poder interlocutar con distintos públicos (hoy con los diplomáticos canadienses, mañana con los militares tradicionales, etc.) sin perder ningún espacio. 

En todo caso, es innegable que la propuesta propiamente conceptual de seguridad humana ha contribuido poderosamente a modificar, en el sentido de cambio de apertura arriba mencionado, los parámetros clásicos de las doctrinas de seguridad. La cuestión consiste en saber si esa apertura no se polariza hacia su contrario, fragilizando el respeto a la seguridad de los Estados y, en el fondo, debilitando el imperio de la ley a nivel internacional.

c) La Doctrina de la Seguridad Democrática

El otro concepto que refleja los cambios paradigmáticos en materia de seguridad es el de seguridad democrática, que tiene la ventaja de que parte de una experiencia política regional, la firma en Centroamérica del Tratado Marco de Seguridad Democrática, pero que quizás tiene una divulgación conceptual insuficiente, pese a su enfoque más claro e integral.

En cuanto a las bases del concepto a partir de la experiencia regional, es importante consignar sus raíces pragmáticas. Puede afirmarse que “el Tratado Marco de Seguridad Democrática (TMSD) surge en el contexto de un proceso político regional marcado de manera particular por los conflictos político–militares nacionales y regionales que Centroamérica atravesó en las últimas décadas. De hecho, es el corolario de un proceso que se inicia con el procedimiento de Esquipulas para alcanzar la Paz Firme y Duradera en Centroamérica, y se prolonga en el proceso de integración regional que continúa hasta el día de hoy” (Arévalo, 2002).

Es fundamental no perder de vista el factor que fue la base del éxito de este Plan de Paz Esquipulas II, porque ese factor se constituye en punto de partida de la idea de seguridad democrática. Los contenidos de dicho Plan de Paz responden a la necesidad de establecer un balance entre la pacificación de los conflictos internos y la eliminación de las tensiones regionales. El horizonte de dicha pacificación interna no era otro que el de lograr hacer regresar las disputas políticas del campo de batalla al escenario del estado de derecho. Paralelamente, y de forma compensatoria, se garantizaban la seguridad de las naciones y los Estados centroamericanos en la búsqueda de un modelo de seguridad regional. El análisis del proceso de puesta en práctica del Plan de Paz muestra la articulación de los distintos planos, incluso cuando se planteaban en términos de debate sobre simetría y simultaneidad (Gomáriz, 1988).

Como continuación de esta dinámica, acaba firmándose en 1995 el TMSD, cuyo antecedente más inmediato se encuentra en la Conferencia Internacional de Paz y Desarrollo de Centroamérica, de octubre de 1994, en la que se propone concretamente la reactivación de la Comisión de Seguridad Centroamericana, creada precisamente por Esquipulas II.  Dicha comisión es la que asume la tarea de definir un nuevo modelo de seguridad que se concreta, finalmente, en el mencionado Tratado Marco, suscrito en San Pedro de Sula, el 15 de diciembre de 1995.

La definición formal del modelo de seguridad democrática puede encontrarse en el primer artículo del Tratado, que dice: “El modelo Centroamericano de seguridad democrática se basa en la democracia y el fortalecimiento de sus instituciones y el estado de derecho; en la existencia de gobiernos electos por sufragio universal, libre y secreto, y en el irrestricto respeto de todos los derechos humanos en los estados que conforman la región centroamericana. El modelo centroamericano de seguridad democrática tiene su razón de ser en el respeto, promoción y tutela de todos los derechos humanos, por lo que sus disposiciones garantizan la seguridad de los estados centroamericanos y sus habitantes, mediante la creación de condiciones que les permita su desarrollo personal, familiar y social en paz, libertad y democracia. Se sustenta en el fortalecimiento del poder civil, el pluralismo político, la libertad económica, la superación de la pobreza y la extrema pobreza, la promoción del desarrollo sostenible, la protección del consumidor, del medio ambiente y del patrimonio cultural; la erradicación de la violencia, la corrupción, la impunidad, el terrorismo, la narco–actividad y el tráfico de armas; el establecimiento de un balance razonable de fuerzas que tome en cuenta la situación interna de cada estado y las necesidades de cooperación entre todos los países centroamericanos para garantizar su seguridad.” (ver anexo I) 

Una lectura atenta de esa definición muestra los tres elementos que constituyen, de hecho, los tres títulos sustantivos en que se divide el Tratado (el cuarto título se refiere a su desarrollo organizacional e institucional). En efecto, los tres títulos del Tratado son: I) Estado de Derecho, II) Seguridad de las personas y sus bienes y III) Seguridad regional. En el Título primero se recoge todo lo referido al fortalecimiento de la democracia y al respeto de los derechos humanos en el contexto del Estado de Derecho, entendido como el cuadro “que comprende la supremacía del imperio de la ley, la existencia de la seguridad jurídica y el efectivo ejercicio de las libertades ciudadanas” (Art. 2). 

El Título segundo, sobre Seguridad de las Personas y sus Bienes, supone en realidad una articulación entre la perspectiva de la seguridad humana y la que refiere a la seguridad ciudadana. Así, para explicar la materia de este Título se afirma “El modelo centroamericano de Seguridad Democrática se regirá con los siguientes principios en lo relacionado con el presente Título: a) La Seguridad Democrática es integral e indivisible. La solución de los problemas de seguridad humana en la región responderá, por tanto, a una visión comprensiva e interrelacionada de todos los aspectos del desarrollo sostenible de Centroamérica, en sus manifestaciones políticas, económicas, sociales, culturales y ecológicas; b) La Seguridad Democrática es inseparable de la dimensión humana. El respeto a la dignidad esencial del ser humano, el mecanismo de su calidad de vida y el desarrollo pleno de sus potencialidades, constituyen requisitos para la seguridad en todos sus órdenes; c) La ayuda solidaria y humanitaria frente a las emergencias, amenazas y desastres naturales; d) La consideración de la pobreza y de la extrema pobreza como amenaza a la seguridad de los habitantes y la estabilidad democrática de las sociedades centroamericanas.” (Art. 10)

En cuanto al Título tercero, sobre Seguridad Regional, se apunta claramente a un modelo de seguridad compartida. Sus principios son los siguientes: 

“a) La igualdad soberana entre los Estados y seguridad jurídica en sus relaciones; 

b) La solución pacífica de las controversias, renunciando a la amenaza con el uso de la fuerza como medio para resolver sus diferencias; los Estados se abstendrán de cualquier acción que pueda agravar los conflictos u obstaculizar el arreglo de eventuales controversias por medios pacíficos; 

c) La renuncia de la amenaza del uso de la fuerza contra la soberanía, la integridad territorial y la independencia política de cualquier Estado de la región signatario del presente Tratado; 

d) La autodeterminación de Centroamérica, por la cual los Estados signatarios del presente Tratado, definen su propia estrategia regional de desarrollo sostenible y de concertación internacional;

d) La solidaridad y seguridad de los pueblos y gobiernos centroamericanos en la prevención y solución conjunta de los problemas comunes en esta materia;

e) La prohibición del uso del territorio para agredir a otros Estados, como refugio de fuerzas irregulares o para el establecimiento del crimen organizado; 

f) La Seguridad Democrática de cada uno de los Estados signatarios del presente Tratado, está estrechamente vinculada a la Seguridad Regional. Por tanto, ningún Estado fortalecerá su propia seguridad menoscaban la seguridad de los demás;

g) La defensa colectiva y solidaria en caso de agresión armada de un Estado situado fuera de la región contra la integridad territorial, la soberanía y la independencia de un Estado Centroamericano, de conformidad con las normas constitucionales respectivas y los tratados internacionales vigentes; 

h) La unidad nacional y la integridad territorial de los Estados en el marco de la integración centroamericana;

i) El respeto a los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas (ONU) y de la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA).” (Art. 26)

La articulación de estos tres elementos (correspondientes a los tres Títulos y sus principios) es lo que otorga la solidez básica de este modelo de Seguridad Democrática, que a su vez, induce sus bases conceptuales. Ahora bien, conviene examinar más de cerca el modelo en el contexto de una reflexión conceptual comparada. 

De forma esquemática, puede mostrarse la comparación entre las bases de las doctrinas de la Seguridad Nacional y de la Seguridad Democrática. Como se sabe, ambas doctrinas actúan tanto en el ámbito interno como en el externo y regional. La doctrina de la Seguridad Nacional actúa en el ámbito interno persiguiendo la destrucción del enemigo interior, a costa del Estado de Derecho y, al mismo tiempo, en el ámbito internacional, se basa en la idea de la disuasión militar. 

Por el contrario, la doctrina de la Seguridad Democrática persigue en el ámbito interno la seguridad de la ciudadanía de un Estado de Derecho, y en el ámbito internacional se basa en la seguridad compartida y regional.

Seguridad Nacional y Seguridad Democrática


Seguridad Nacional
Seguridad democrática

Ámbito interno
Destrucción del enemigo interno a costa del estado de Derecho
Seguridad de la ciudadanía de un Estado de Derecho

Ámbito internacional
Disuasión militar (contención).
Seguridad compartida y regional.

En el ámbito internacional y regional, puede ampliarse la comparación entre la doctrina de la Disuasión como base de la Seguridad Nacional y la doctrina de la Seguridad Compartida como base de la Seguridad Democrática. Como se sabe, la doctrina de la Disuasión se sustenta en la idea de que la seguridad de un país aumenta con su mayor capacidad de producir amenaza e inseguridad en los demás. Su implementación práctica es, por tanto, el incremento de las fuerzas militares, es decir, de su capacidad de amenaza armada. 

Por el contrario, la Seguridad Compartida, cuyos orígenes se remontan a la propuesta de Olof Palme, parte del supuesto de que la seguridad de un país aumenta con el incremento de la seguridad de los demás. La base principal de su implementación práctica es la constitución de un sistema de medidas de confianza mutua. Es importante subrayar que la profundización de la Seguridad Compartida no se detiene en un clima de distensión, algo que en el istmo podría entenderse como el establecido a partir del Tratado Marco, y mucho menos la idea de que la distensión trae implícita un proceso de desarme. Puede afirmarse que el avance de la Seguridad Compartida supone las dos cosas: distensión y desarme.

Seguridad compartida y regional


Disuasión
Seguridad compartida

Doctrina
La seguridad de un país aumenta con el incremento de la inseguridad de los demás.
La seguridad de un país aumenta con el incremento de la seguridad de los demás.

Implementación práctica
Incremento de la capacidad militar de amenaza armada.
Implemento de un sistema de medidas de confianza mutua.

Desde esta perspectiva comparada podemos afirmar que la Seguridad Democrática es aquella que produce la articulación de los principios de la Seguridad Ciudadana en el ámbito interno, con los principios de  la Seguridad Compartida en el ámbito internacional, en donde se integran tanto los aspectos más importantes de la seguridad de las personas y los que se refieren a la seguridad de las naciones y sus Estados. 

Ahora bien, esta perspectiva conceptual tampoco está exenta de la necesidad de precisiones temáticas y operativas. Un recuento inicial podría ser el siguiente: a) La cuestión recurrente del solapamiento entre las agendas de seguridad y de desarrollo, b) El problema de la expansión de las funciones militares para cubrir los aspectos no tradicionales de la seguridad, c) La aplicación consecuente de los principios de la Seguridad Compartida, en cuanto a la Seguridad Militar regional. 

En cuanto a la manera de diferenciar el ámbito de la seguridad del correspondiente al desarrollo humano, se han impulsado ya algunas iniciativas. La primera se refiere al origen del concepto de seguridad humana: ya vimos cómo el Informe de Desarrollo Humano del PNUD de 1994 parece indicar que la diferencia consiste fundamentalmente en las distintas perspectivas con las que se examina la temática. Sin embargo, esto necesita de un mayor desarrollo para hacer efectiva “esa necesidad de distinguir entre Seguridad Humana y Desarrollo Humano”.

La otra iniciativa refiere a la distinción entre seguridad positiva (equivalente al desarrollo humano) y seguridad negativa (propiamente seguridad), entendiendo la primera como “la capacidad del Estado de generar condiciones que mitiguen las vulnerabilidades que afectan a la sociedad y que atentan contra el bienestar general. Su lógica es la de la identificación de las oportunidades y potencialidades que permitan maximizar los recursos materiales e inmateriales de los que se disponen: en eso consiste la relación positiva. Seguridad negativa es la capacidad del Estado de contener las amenazas específicas que atenten contra dichas condiciones y afecten el estado de bienestar de la sociedad. Su lógica es la de la identificación de amenazas que atenten contra los esfuerzos de generación del bienestar: en esto consiste la relación negativa.” (Arévalo, 2002)

En la anterior descripción, los factores diferenciadores son de dos tipos: por un lado, la diferencia entre vulnerabilidad y amenaza y, por el otro, la distinción entre la actuación a mediano y largo plazo y la respuesta ante situaciones urgentes o inmediatas. 

El problema con la distinción entre vulnerabilidades y amenazas es complejo en el ámbito de la actividad humana. En el campo de la seguridad militar tradicional o en el de manejo de desastres, se sabe que el riesgo es la articulación entre vulnerabilidades y amenazas (desde la perspectiva matemática no sería tanto el producto de ambas como la función integral). Ahora bien, las vulnerabilidades refieren en general a las condiciones internas de aquello que se defiende o protege, mientras que las amenazas tienen una connotación de externalidad (ya sea éste un enemigo externo o interno, pero diferente de la entidad a proteger, o bien un fenómeno natural, como un terremoto). Sin embargo, esa diferenciación no está tan clara ante un fenómeno en el interior mismo de un proceso humano: la pobreza, por ejemplo, puede ser indistintamente una vulnerabilidad y una amenaza. 

El otro factor diferencial, el tema de la emergencia o de la acción inmediata, se desarrolla así: “La seguridad negativa procura contrarrestar todas aquellas amenazas que, en un momento dado, rebasan la capacidad del Estado para proteger la condición de seguridad de la sociedad y sus instituciones y las colocan, consecuentemente, en situación de riesgo. Su enfoque no es el mejoramiento a mediano y largo plazo de las condiciones de vulnerabilidad, sino la contención y control inmediatos de la amenaza. Su relación con el desarrollo sería, por lo tanto, complementaria: en las políticas para el desarrollo se encontrarían integrados todos aquellos temas para los cuales se implementan medidas que, en la procuración de una relación positiva, promueven condiciones de seguridad. En las políticas para resolver la seguridad negativa se incorporarían aquellos problemas o amenazas para los que las políticas implementadas en el marco de las políticas de desarrollo no tienen previstas medidas adecuadas, y que consecuentemente, colocan a la población o a sus instituciones en situación de vulnerabilidad o riesgo. Mientras las políticas de seguridad contienen la amenaza inminente, las políticas de desarrollo reducen la vulnerabilidad.” (Arévalo, 2002)

Sin embargo, continua siendo necesario avanzar desde esa diferenciación de perspectivas hacia la correspondiente en términos de agendas. Quizás otro factor diferencial útil sea el referido a los determinantes causales y las expresiones directas. Dicho de otra forma, la situación de seguridad de un país puede ser afectada profundamente por la pobreza (tanto la seguridad de las personas como la del Estado, como señala el Tratado), pero ese problema sería un determinante causal y no una expresión directa de inseguridad, como sería  el aumento del conflicto social primario (que ocasiona esa pobreza). Es decir,  para hacer un diagnóstico sobre seguridad, habría que incluir indicadores tanto de factores causales como de expresiones directas de inseguridad, pero no así para conformar la agenda de seguridad. Siguiendo el ejemplo anterior, para conformar el diagnóstico, el grado de pobreza sería un indicador, como lo serían diferentes expresiones del conflicto social primario (conflictividad laboral, delitos contra la propiedad, etc.). Por ello, para dar seguimiento al cumplimiento de un Tratado de Seguridad Democrática, como el firmado en Centroamérica, se hace necesario comprobar la evolución de cada uno de sus compromisos, independientemente de la naturaleza de cada uno de ellos.

Sin embargo, para conformar la agenda de seguridad hay que adoptar decisiones políticas. En términos de seguridad democrática, la agenda estaría compuesta por tres insumos: a) la agenda – o subagenda- de la Seguridad Ciudadana; b) la subagenda de la Seguridad Internacional; c) el segmento restante de la agenda formado por aquellos aspectos más urgentes o emergentes que no han sido resueltos por la agenda del desarrollo. Es decir, se elegiría por su gravedad o urgencia aquellos aspectos irresueltos de la agenda del desarrollo, mientras quedarían en esta agenda el resto de los aspectos que el desarrollo debe enfrentar.

Esta solución pragmática, que integra en el diagnóstico de seguridad todos los aspectos que la afectan, pero aplica un criterio más selectivo para configurar la agenda de seguridad, necesita de un paso aclaratorio más: explicar qué agentes institucionales o sociales llevan adelante la agenda de seguridad. Al entrar en este tema, estamos respondiendo al segundo de los problemas que enfrenta el actual Tratado marco centroamericano: el riesgo de la expansión de la presencia militar en asuntos no tradicionales de la seguridad. 

De hecho, éste es uno de los argumentos que países sin ejército, como Costa Rica y Panamá, han expuesto para introducir reservas en su firma del Tratado en 1995 y para no haberlo ratificado posteriormente. Indudablemente, el riesgo de expansión de la presencia militar en asuntos no tradicionales de la seguridad ya se ha presentado efectivamente en Centroamérica, apoyado por el desarrollo doctrinal de la seguridad estadounidense, acentuada tras los atentados del 11 de setiembre del 2001, expresándose en campos como el manejo de los desastres, el combate al narcotráfico, y, más recientemente, la lucha contra el terrorismo. 

Ahora bien, los países sin ejército también podrían plantear la limitación de la presencia de las fuerzas armadas en asuntos no tradicionales de la seguridad, no sólo como una cuestión de principios, sino también desde una perspectiva pragmática.  Un ejemplo ilustrativo al respecto, puede ser el de la participación militar en el manejo de los desastres. Ciertamente no utilizar las fuerzas armadas y su infraestructura en una situación de respuesta ante un desastre natural, sería irresponsable sobre todo en relación con la situación de emergencia y el sufrimiento de la gente. No obstante, esa participación tendría que darse en un cuadro donde estuvieran claros algunos parámetros fundamentales.  

En primer lugar, esa participación de fuerzas militares no debe permitir ninguna automatización operacional o de mando de parte de los institutos castrenses. Dicho de otra forma, la subordinación al poder civil no sólo tiene que estar clara a nivel general, sino también respecto de las instituciones civiles que se ocupan de la prevención y manejo de los desastres.

En segundo lugar, la participación militar en la respuesta a un desastre no puede ser un motivo para olvidar el compromiso de la reducción de las fuerzas militares en la región. Es decir, para atender los desastres hay que ir fortaleciendo los dispositivos civiles y no los militares, que seguirán adelante su reducción progresiva y balanceada.

Este último aspecto nos lleva a la tercera problemática, antes mencionada, sobre el Tratado Marco: el problema de la resistencia militar a la reducción de sus efectivos humanos y técnicos, que se ha expresado en el texto del Tratado, con esa idea de “el balance razonable de fuerzas”. Como se expresó anteriormente, en términos conceptuales, éste es un punto de ruptura con respecto a la doctrina de la seguridad compartida, es decir, dicha doctrina no sólo implica el aumento de la distensión, sino también el avance en el proceso de desarme. Al respecto, aparece con frecuencia una confusión en torno de la necesidad de este binomio, cuando aumentan las medidas de confianza entre los países, como si estas medidas, que refieren a una estrategia de distensión, fueran la única base de la seguridad compartida. De hecho, en el escenario mundial, ya se puso claramente de manifiesto cómo puede darse un proceso de distensión al mismo tiempo que tiene lugar una carrera armamentista (y esto no sólo sucedió entre las grandes potencias, sino también en conflictos de vecindad, como el de la India y Pakistán). Es decir, debe de estar claro que las bases de la Seguridad Compartida refieren a la suma del binomio distensión más desarme. 

En el caso de Centroamérica, eso quiere decir desarrollo de la distensión y la integración, las medidas de confianza mutua, pero también la disminución de  fuerzas y presupuestos militares. De hecho, en los considerandos del Tratado se entiende que la consolidación de la paz y democracia implican “la desmovilización y reducción de efectivos y presupuestos militares”. Incluso entre los principios del Modelo de Seguridad Regional se encuentra el fundamento de la doctrina de la Seguridad Compartida: como se dijo anteriormente, en el artículo 26 se establece que “ningún Estado fortalecerá su propia seguridad menoscabando la seguridad de los demás”. 

Sin embargo, cuando se toca el asunto de la reducción de armamentos, se manifiesta una enorme resistencia al desarme: en el Artículo 32 se afirma “las partes se comprometen a continuar los esfuerzos para la limitación y control de armamentos, por medio de un balance razonable de fuerzas, de acuerdo a la situación interna y externa de cada Estado”; y para explicar de qué depende ese balance, el Artículo 33 agrega: “el balance razonable y la correspondiente adecuación de las fuerzas militares y presupuestos, tomarán en cuenta lo establecido en la Constitución de cada una de Las Partes, y sus necesidades de defensa, teniendo como base factores tales como condiciones geográficas y fronterizas relevantes, y la presencia de fuerza o asesores militares extranjeros, entre otros.” Es decir, parece mucho más clara la intención de que haya balance de fuerzas que de que este balance se oriente claramente a la baja, esto es, que el balance razonable sea en realidad un balance decreciente de fuerzas. Ciertamente éste es un asunto de principios que hay que resolver en el Tratado y que será materia de propuestas para la reforma del mismo. 

Pese a estos problemas pendientes, la experiencia del Tratado Marco en Centroamérica, ofrece buenas bases para establecer la categoría conceptual de Seguridad Democrática, la cual puede tener ventajas sobre la de Seguridad Humana, puesto que refiere mucho más a la ciudadanía que a la población humana. La ciudadanía integra la población humana, pero la refiere a un sistema de derechos (nacionales e internacionales) del cual se apropia y debe apropiarse, sin necesidad de visiones paternalistas. Por otra parte, como se dice explícitamente en el texto del Tratado, la preocupación por la seguridad de los seres humanos no debe excluir la que se refiere a la seguridad de las naciones y sus Estados. En todo caso, parece mucho más provechoso dirigir el esfuerzo de conceptualización hacia este concepto de Seguridad Democrática, que hacia los otros aquí mencionados.

2.3. El impacto paradigmático del 11 de septiembre y la crisis de Irak

El proceso de cambios paradigmáticos en materia de seguridad tuvo un impacto que es necesario analizar, tras los atentados contra Estados Unidos el 11 de septiembre del 2001 y la coyuntura crítica que termina con la invasión y la ocupación de Irak por parte de los Estados Unidos. Ese impacto ha sido considerable, no sólo porque parte de un drástico cambio en la doctrina de seguridad de los Estados Unidos, sino porque la nueva doctrina se ha puesto en práctica rápidamente, iniciando una guerra de invasión a un estado soberano, Irak, que ha tenido efectos múltiples en distintos niveles de la comunidad internacional.   

El primer impacto de consideración refiere al propio cambio que sufre la doctrina de la seguridad en Estados Unidos, la hiperpotencia resultante de la descomposición del mundo bipolar. En efecto, durante los años noventa y hasta el 11 de septiembre del 2001, la estrategia de seguridad estadounidense se caracterizó por su falta de definición, pero después de los atentados del 2001 se produjo una rápida reformulación, que ha tratado de arrastrar al resto del mundo. Y buena parte del debate actual sobre seguridad mundial versa sobre si lo conseguirá y en qué grado.

Es importante consignar que el cambio paradigmático en doctrinas de seguridad que tuvo lugar durante la última década del siglo XX, desde Naciones Unidas o desde ámbitos regionales o grupos de países, sucedió en medio de este relativo vacío de formulación doctrinal en Estados Unidos. Como se ha dicho, “A diferencia de la Guerra Fría, la década de los noventa evadió (en Estados Unidos) la formulación de una estrategia nacional o de cualquier otra doctrina específica. En contraste con las anteriores cuatro décadas de Guerra Fría, no existía un consenso sobre cuál era la naturaleza de las amenazas a los intereses nacionales de los Estados Unidos o cómo caracterizar esa nueva era.  El resultado fue el planteamiento de varias doctrinas tentativas, entre ellas el Nuevo Orden Mundial, el Multilateralimo Afirmativo y la Estrategia de Participación y Ampliación para fomentar la expansión de las democracias y las economías de mercado. Cada uno de los planteamientos tenía sus puntos fuertes, pero ninguno era suficientemente integral o duradero como estrategia de una nueva era” (Lieber, 2002).

Ciertamente, ello no quiere decir que ese vacío doctrinal en Estados Unidos fuera la única causa del cambio paradigmático en otros lugares, pero es indudable que lo facilitó. Incluso puede afirmarse que ese cambio pudo desarrollarse mientras tenía lugar un cuadro de hecho en la política mundial, donde Estados Unidos se constituía como hiperpotencia. En efecto, entre 1990 y el 2001, la situación se caracterizó por los siguientes elementos: a) supremacía de Estados Unidos desconocida hasta entonces; b) esa supremacía y las deficiencias de otras organizaciones internacionales (como Naciones Unidas o la propia Unión Europea), favorecieron la intervención de EE.UU. para bloquear diversos conflictos regionales, donde frecuentemente actuaba como juez y parte; c) no se percibía un enemigo suficientemente grave o definido y mucho menos común; d) la inexistencia de ese enemigo claro y común hizo menos necesaria una política de bloque, es decir, de alianza fuerte; e) algo que permitió, por un lado, la aparición de otras iniciativas de seguridad, pero, por otro lado, que EE.UU. se desentendiera con más comodidad de una serie de acuerdos globales (Protocolo de Kioto, la Convención de los Derechos del Niño, el Tribunal Penal Internacional, etc.).  

Esa fluida situación, que no creaba una necesidad urgente de definición doctrinal en Estados Unidos, recibió un fuerte impacto con los atentados del 11 de septiembre del 2001. Es difícil reconocer con claridad si el cuadro ha variado tanto que impulsará la conformación de una doctrina semejante a la que existió durante la Guerra Fría, pero no hay duda de que la actual administración republicana se mueve en esa dirección. Las bases del nuevo cuadro situacional se describen así:

a) Respecto de la amenaza enemiga “si este empleo extremista nihilista del islamismo, como doctrina política llegará a ser la tercera gran amenaza totalitaria contra Estados Unidos después del fascismo y del comunismo, es algo que todavía no se ha determinado. No obstante, la disposición de los terroristas a realizar ataques con las resultantes pérdidas masivas es un peligro mayor e inequívoco.” (Lieber, 2002)

b) Respecto del armamento “se ha difundido el miedo al uso potencial de armas de destrucción masiva (ADM)” por parte de la amenaza terrorista.

c) El tipo de amenaza contiene elementos distintos respecto a la estrategia de disuasión: mayor difuminación de su localización, disposición al suicidio que inutiliza la dimensión disuasiva y de represalia, etc.

La reacción de emergencia ante los atentados del 11 de setiembre, permitió a la Administración Bush partir de una situación singular: no sólo en términos de solidaridad sino de reacción armada, el gobierno contó con un consenso prácticamente ilimitado, tanto en el interior del país como a nivel internacional. Apoyado por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas y sus aliados en la OTAN, Estados Unidos organizó la intervención militar en Afganistán que derrotó rápidamente al régimen Talibán y puso en fuga a sus aliados de Al-Qaeda. Aunque no se alcanzaron todos los objetivos (captura de Bin Laden, por ejemplo) es indudable que la operación militar fue exitosa y causó muchas menos bajas militares y civiles de las que se había esperado.

A partir de este punto, cuando llega el primer aniversario de aquellos atentados, la situación fue evolucionando en un sentido contradictorio. Por un lado, ha comenzado a dibujarse más claramente en Estados Unidos, la nueva doctrina republicana de la seguridad. Por el otro, la situación de consenso ilimitado existente inmediatamente después de los atentados se ha ido descomponiendo rápidamente, especialmente ante el diseño de la nueva doctrina. 

Como se ha señalado, en este primer aniversario “da la sensación de que Washington posee hoy menos amigos que hace un año. La solidaridad inicial que casi todo el mundo expresó por el ataque terrorista ha venido desdibujándose, y en muchos sitios y pueblos existe, en cambio, un creciente antiamericanismo.” (Arias, 2002)  Una de las razones reside en que, durante ese año, Estados Unidos ha continuado su política exterior de ignorar los compromisos globales de la comunidad internacional, lo que indudablemente le resta respaldo moral a su estrategia de seguridad. Pero, además, se hacen fuertes observaciones sobre la consistencia de la nueva doctrina de seguridad de Washington.

En síntesis, la doctrina Bush parte de los siguientes elementos: 

a) se da por establecido que el terrorismo del extremismo islámico constituye el nuevo enemigo inequívoco, como antes lo fue el fascismo o el comunismo, y que lo será durante un período prolongado;

b) que frente a la amenaza potencial que este enemigo representa (uso potencial de armas de destrucción masiva) no cabe otra estrategia que la de la acción preventiva; 

c) que esa acción preventiva puede focalizarse contra Estados que apoyan o pueden apoyar el terrorismo (Iraq, Irán y Corea del Norte, fueron los mencionados ante el Congreso);

d) dado que los riesgos de la acción son mucho menores que los de la inacción, Estados Unidos debe estar dispuesto a llevar adelante su estrategia en solitario o con el apoyo parcial que pueda conseguir. 

Esta doctrina ha recibido una lluvia de críticas, así como el rechazo formal de algunos de sus aliados en la intervención militar en Afganistán. Ante todo, se afirma que al no profundizar en las causas del conflicto se determina un curso de acción que puede ser contraproducente, conduciendo efectivamente a una guerra entre civilizaciones. También se acusa de que la acción preventiva contra Estados independientes, significa un falseamiento de la verdadera amenaza, el terrorismo internacional, que puede tener bases igual de sólidas en los barrios periféricos de París, Londres, o en cualquier capital de la cuenca del Mediterráneo que en Iraq, Irán o Corea del Norte. Por otra parte, es ampliamente conocido que la producción de armas de destrucción masiva se puede desarrollar en muchos lugares del mundo, más allá de los Estados que son acusados por Bush. También se critica el que los medios para enfrentar al terrorismo internacional no son precisamente los de la intervención militar, sino mucho más los de la inteligencia y la lucha política. 

Las críticas a la consistencia de la nueva doctrina son tan severas que surgen argumentos descalificatorios. Uno muy frecuente es el que se refiere a la necesidad interna de Estados Unidos de contar con un enemigo poderoso para orientar su política de seguridad. “Todo parece indicar que después de setiembre del 2001, Estados Unidos encontró en el terrorismo al enemigo que buscaba desde que acabó la guerra fría.” (Arias, 2002)  Esta tendencia a la repetición de parámetros de seguridad se subraya con frecuencia: “Es ineficaz y de dramáticas consecuencias inventarse a los enemigos para aparentar de que se dispone de una estrategia. Y es dramático porque terminará convirtiéndose en una verdad obligada que nos llevará al choque de civilizaciones como sustituto del choque ideológico de la política de bloques.” (González, 2002) 

Ahora bien, más allá de las críticas y las inconsistencias de la nueva doctrina Bush, la cuestión inmediata residió en saber si conseguiría arrastrar tras ella a los principales actores de la comunidad internacional (tanto países como organismos internacionales) y si tendría un impacto suficiente como para cambiar el curso de las transformaciones paradigmáticas que surgieron en los noventa en materia de seguridad. 

Conforme hacía más explicita su intención de actuar contra Irak, la Administración Bush no encontró el consenso que buscaba: buena parte de las potencias europeas (Francia, Alemania, Rusia) mostraron su divergencia y, asimismo, Washington no lograba que el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas le otorgara el beneplácito solicitado. Incluso su estrecho aliado, el gobierno de Tony Blair, dejaba claro en Inglaterra que la acción contra Irak debería contar con algún visto bueno del Consejo de Seguridad. Para sorpresa de muchos, la opinión pública mundial rechazó de plano la intervención militar; millones de personas mostraron su rechazo en las calles, planteando el problema en términos diferentes: la ofensiva militar puede ser victoriosa, pero puede traducirse en un derrota política.

Esta situación colocó al gobierno de los halcones de Bush ante una grave encrucijada: seguir insistiendo en lograr suficiente consenso internacional para que la operación contra Irak se diera de forma semejante a la realizada contra Afganistán, es decir, en el marco de Naciones Unidas, o, por el contrario, poner en práctica el núcleo conceptual de la guerra unilateral y preventiva, y decidir la intervención desde Estados Unidos, tratando de arrastrar a sus aliados más firmes. 

Elegir la primera opción convertía la nueva doctrina de seguridad en papel mojado de forma inmediata: no existe acción unilateral cuando se necesita obligadamente el permiso de los organismos multilaterales. Por esa razón, el gobierno Bush enfrentó la derrota diplomática en coherencia con sus presupuestos doctrinales. Así, el 16 de marzo del 2003 organizó un impresionante despliegue mediático, desde las Islas Azores, para anunciar la intervención, en un intento por captar (y confundir) a la opinión pública y justificar la invasión al margen del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.  Hasta ese momento, Estados Unidos no había logrado ningún voto más de los que poseía al iniciar su intento de pasar una resolución en dicho Consejo que permitiera la intervención, y sus únicos aliados eran los mismos: los gobiernos británico y español. Con esa cobertura, el gobierno estadounidense de los halcones decide intervenir, algo que hace finalmente en la noche del 19 de marzo, basado principalmente en el apoyo político interno. La doctrina unilateral y preventiva se ponía definitivamente en práctica. 

Tras la guerra al margen del derecho internacional, la ocupación de Irak parece más compleja de lo esperado. El gobierno de Bush enfrenta la posibilidad de que aparezcan fracturas en la línea de continuidad imaginada entre la victoria militar en Irak y la reelección del presidente republicano. En el plano internacional, Estados Unidos parece necesitar progresivamente del sistema de Naciones Unidas (el mismo que considerara obsoleto meses antes). Las posibilidades de la derrota política de la nueva doctrina de seguridad aumentan, poniendo en duda la reelección de Bush (que es quien mantendría dicha doctrina) o bien reeligiendo al presidente, pero con un gobierno donde no repetirían los halcones. En este último caso, la nueva doctrina unilateral y preventiva acabaría siendo un papel si no mojado al menos bastante húmedo.

En todo caso, cabe preguntarse por el efecto que ha tenido el establecimiento de dicha doctrina y su puesta en práctica (Irak), en las doctrinas alternativas surgidas durante los años noventa. Respecto de la idea de la seguridad humana, lo que resulta más evidente es que se trata de un discurso que ya no es frecuente en el seno de las Naciones Unidas. Ello se relaciona con el hecho de que se demostrara incorrecta  la presunción que respaldaba a la Agenda de la Paz propuesta por su Secretario General, de que los problemas de seguridad habrían desaparecido prácticamente del escenario, para poder avanzar con mayor impulso en la agenda del desarrollo. Por el contrario, los problemas de seguridad –que incluyen su componente de fuerza- parecen haber regresado para quedarse, al menos por bastante tiempo.

El análisis del efecto de la doctrina unilateral estadounidense sobre la doctrina de la seguridad democrática se aprecia mejor, en el contexto más amplio del escenario latinoamericano. En América Latina, el impacto del 11 de septiembre fue considerable y, sin embargo, un año después el consenso también se había fragilizado. A nivel regional, la respuesta de la Administración Bush consistió, en lo inmediato, en la revitalización del viejo TIAR (Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca) fundado tras la II guerra mundial y utilizado entre los años cincuenta y los ochenta para combatir las amenazas regionales a la seguridad hemisférica. Sin embargo, la decisión de México de anunciar su retirada del TIAR, justo cuando llega el primer aniversario del 11 de septiembre, parece indicar que las iniciativas de otros países latinoamericanos de superar el TIAR, que se habían manifestado antes de los atentados del 2001, seguían su curso.

La crisis de Irak puso de manifiesto estas divergencias. Dos países de rango medio, Chile y el propio México, formaban parte del Consejo de Seguridad en esa coyuntura, y Estados Unidos no logró captar su apoyo para aprobar la resolución que permitiera invadir Irak, pese a que la diplomacia de Washington mostró toda su panoplia de palos y zanahorias, incluyendo la amenaza de parar la firma del TLC con Chile. La falta de consenso interamericano también se ha puesto de manifiesto a través de la postergación de la Conferencia Hemisférica de Seguridad, impulsada por la Organización de Estados Americanos, para dotar a las Américas de una óptica regional de seguridad (a partir o no de la superación del TIAR).

Cuando la Conferencia Hemisférica finalmente tuvo lugar (octubre, 2003), la falta de consenso se tradujo en la ausencia de un plan operativo conjunto, que, de hecho, sacaba fuera la solución de los temas candentes, como es el caso del TIAR, que quedó para estudio y posterior decisión. Sin embargo, aunque no pudo lograrse un Plan de Acción, la Conferencia emitió una Declaración sobre principios y enfoques comunes, que ha supuesto un retorno a la Carta de las Naciones Unidas y al respeto del derecho internacional. Algo que parece un acuerdo entre latinoamericanos mucho más que un consenso con Washington. De hecho, el espíritu de la Declaración reivindica la posición de Chile y México en el Consejo de Seguridad sobre la crisis de Irak, que tanto molestó a Washington.

En Centroamérica, la reacción inmediata a los sucesos del 11 de septiembre, llevó a los Presidentes a reunirse de emergencia y producir una declaración conjunta “Centroamérica  unida contra el terrorismo”, donde anuncian una serie de medidas de apoyo y seguridad contra este enemigo. No obstante, la convocatoria extraordinaria que se hace en la cumbre “de la Comisión de Seguridad de Centroamérica para evaluar opciones de acciones regionales”, no se tradujo de inmediato en un curso de actuación muy claro. Así, cuando llega el primer aniversario del 11 de setiembre, la diplomacia centroamericana elude profundizar en el tema.

Sin embargo, la crisis de Irak consiguió alinear a los países centroamericanos tras la puesta en práctica de la doctrina unilateral y preventiva de Washington. Todos los Estados centroamericanos formaron parte de la lista de aliados (53) que el gobierno de Bush mostró como cobertura política y militar en el momento de la intervención. Algo que produjo una verdadera crisis política en el caso de Costa Rica, dada su tradición neutralista y pacifista. Todos los países que poseen Ejércitos (Costa Rica y Panamá no los tienen) se comprometieron con algún tipo de apoyo militar directo, especialmente Nicaragua, Honduras y sobre todo El Salvador. Tras la guerra, cuando Estados Unidos planteó que los países debían sumarse a un acuerdo común para desconocer la competencia de la Corte Penal Internacional,  o en su defecto exponerse a que Washington retirara su apoyo en temas de seguridad, sobre todo en cuanto a recursos, sólo Costa Rica, que no tiene Ejército y había sido impulsora original del establecimiento de la Corte, no accedió a esa solicitud de la Administración Bush. Es decir, en términos generales, el alineamiento de la subregión resulta bastante evidente al hacer un seguimiento de sus respuestas ante los requerimientos planteadas por Washington ante la crisis de Irak. Es importante subrayar que dicha crisis se produce en la misma coyuntura que tiene lugar el inicio de la negociación del Tratado de Libre Comercio (TLC) de la subregión con los Estados Unidos. 

Así, el balance general de América Latina durante esta crisis no es muy positivo. En síntesis, la presión de Washington sobre la región tiene dos ejes principales: a) obtener el alineamiento latinoamericano con su política de seguridad a nivel global y b) hacer que la agenda de seguridad regional se centre en los temas que más le interesan: terrorismo y narcotráfico. La respuesta latinoamericana a esa presión está signada por la fragmentación y la descoordinación. Países que se alinean junto a países que se resisten, competencia entre subregiones, etc. Puede afirmarse que Colombia y América Central son los casos de alineamiento más claro, mientras que, en el lado opuesto, el Cono Sur parece dar muestras de mayor autonomía: los intentos de coordinación de los gobiernos del brasileño Lula y el argentino Kischner representan el elemento más positivo y reciente de ese cuadro. 

En este contexto, se hace evidente la contradicción de Centroamérica, que siendo la subregión latinoamericana más alineada con la política de seguridad de la Administración Bush, es, al mismo tiempo, la que única en toda América Latina que posee un sistema de seguridad cooperativa, sobre la base del Tratado Marco de Seguridad Democrática. Este hecho pone de manifiesto, por si sólo, la poca importancia práctica que tiene el Tratado para los Gobiernos centroamericanos; los cuales, paradójicamente, se sienten muy orgullosos de su sistema de seguridad democrática, hasta el punto de estar dispuestos a ofrecer esa opción conceptual como un aporte en la Conferencia Hemisférica de Seguridad (según afirman los diplomáticos centroamericanos que se ocupan de estos temas ante la Comisión de Seguridad).

Por cierto, tampoco Washington ve necesariamente con malos ojos la existencia de un sistema de seguridad subregional, que evite los conflictos fronterizos y fortalezca la lucha contra el narcotráfico en Centroamérica; siempre y cuando la subregión mantenga su alineamiento con la política de seguridad global de Estados Unidos y en el contexto subregional se prioricen los temas seguridad que importan al gobierno Bush. El problema es que este clima favorece enormemente el retorno de la relevancia de las Fuerzas Armadas en los países que las tienen y una tendencia a la seguritización en los países que carecen de ellas (Costa Rica y Panamá).

Ahora bien, estos dos elementos fundamentales presionan claramente contra el espíritu y la letra del Tratado de Seguridad Democrática. Por un lado, el alineamiento con la doctrina unilateral y preventiva de los halcones estadounidenses es claramente contrario al espíritu del Tratado de hacer de Centroamérica una “Región de paz, Libertad, Democracia y Desarrollo” que contribuya a la paz mundial. En términos estrictos, el alineamiento formal (al integrar la lista de la coalición, al enviar tropas para la ocupación de Irak, etc.) con la política global de Washington, le hace cómplice de la ruptura de la legalidad internacional y del sistema de Naciones Unidas, lo cual resulta una violación flagrante del artículo 26 del Tratado, donde todos los Estados Partes se comprometen a regirse por: “el respeto a los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas (ONU) y de la Carta de la Organización de Estados Americanos”. Dicho en breve, al hacerse cómplices de una guerra ilegal, también se ponen al margen del derecho constituido por ellos mismos, concretado en el Tratado Marco de Seguridad Democrática.

En segundo lugar, el incremento del perfil de los aparatos militares en la región para satisfacer las necesidades de seguridad propias e inducidas desde Washington, también agreden el espíritu del Tratado Marco de Seguridad Democrática, que “se sustenta en el fortalecimiento del poder civil” (Art. 1) y en “el fortalecimiento del poder civil, la limitación de las Fuerzas Armadas y de seguridad pública a sus competencias constitucionales y la promoción de una cultura de paz, diálogo, entendimiento y tolerancia basada en los valores democráticos que le son comunes;” (Art. 2).

Es decir, en el plano fáctico, el impacto de la puesta en práctica de la doctrina unilateral y preventiva de Washington sobre la subregión ha sido y está siendo considerable. Sin embargo y paradójicamente, los diplomáticos centroamericanos no parecen dispuestos a tirar por la borda el tesoro conceptual de la seguridad democrática. De hecho, la posición conjunta de los gobiernos centroamericanos ante la Conferencia Hemisférica, se expresó a través de la Declaración de la Secretaría General del Sistema de Integración Centroamericano, elaborada en la Comisión de Seguridad de Centroamérica del Tratado, preparatoria de dicha Conferencia, donde se afirma que “el modelo de Seguridad Democrática en Centroamérica, ha tenido una incidencia importante a nivel hemisférico, toda vez que se trata de la primera concepción integral de la seguridad y la primera en establecer un nexo directo entre democracia, seguridad y desarrollo” (ver anexo III). Como puede apreciarse, dicha Declaración ensalza el modelo regional de la seguridad democrática y lo identifica como el mejor resultado latinoamericano anticipado al enfoque multidimensional adoptado por la OEA. 

Ahora bien, cabe preguntarse por cuánto tiempo podrá mantenerse esa contradicción entre el alineamiento fáctico y el apego al discurso doctrinal, que se manifiesta tan fuertemente en Centroamérica. Lo que está fuera de toda duda es que el clima general de corte belicista ya no va a seguir facilitando el desarrollo de las nuevas doctrinas alternativas de seguridad. Muy probablemente, el avance de la seguridad democrática requerirá más esfuerzo político y diplomático que antes, apoyado desde la sociedad civil, para evitar que la apertura paradigmática en materia de seguridad se estanque por completo.

3. CRUCE TEMATICO Y NUEVO PROGRAMA DE INVESTIGACIÓN

3.1. La articulación entre género y seguridad

Existe pues evidencia de cuál es el sentido del movimiento paradigmático tanto en materia de género como de seguridad. En el ámbito de los estudios y las políticas de género, el cambio se ha ido produciendo hacia una perspectiva género-inclusiva, respecto de la cual surgen ya formulaciones específicas. En el campo de las doctrinas de seguridad, se ha pasado desde la tradicional Seguridad Nacional a un horizonte donde surgen perspectivas más abiertas como la de la Seguridad Humana y, más concretamente, de la Seguridad Democrática, materializada en un Tratado internacional. 

Ciertamente, este horizonte se ha llenado de oscuras nubes con el emergimiento de la doctrina de la estrategia unilateral y preventiva en los Estados Unidos de Norteamérica. No obstante, el sentido general de dicha doctrina no compite con la seguridad democrática en términos de avance, sino más bien de retroceso, y todavía no está claro que consiga detener la apertura doctrinal en curso (entre otras razones, porque tampoco está claro que se mantenga sólida a mediano plazo en los propios Estados Unidos).  
Todo indica, así, que el cruce de los paradigmas más actualizados entre género y seguridad, referiría a la articulación entre el enfoque género-inclusivo y la doctrina de la Seguridad Democrática. Algo que tiene efectos directos sobre la composición y estructura del campo temático y, en consecuencia, cambia también la dimensión y contenidos del programa de investigación. 

Como se verá más adelante, al hablar del programa de investigación, resulta una evidencia que la mayoría de los trabajos realizados hasta el momento sobre género y seguridad son en realidad una tematización de mujeres y seguridad, hechas generalmente desde el enfoque de género. El problema es que ello deja por fuera cuestiones fundamentales referidas, por ejemplo, a la relación de lo militar y la construcción de la identidad masculina, o la identificación de las causas de la inseguridad ciudadana como algo protagonizado casi exclusivamente por hombres, y sobre todo, la relación entre actitudes de género de mujeres y hombres y sus preferencias en cuanto a la forma de resolver conflictos. Dicho en breve, todo parece indicar que es la perspectiva género-inclusiva, la que mejor permite el tratamiento del universo de distintos núcleos temáticos sobre paz y seguridad. 
Como sostiene Dorota Gierycz en su trabajo sobre Mujeres, Paz y Naciones Unidas (2001), "El análisis de género no puede ser equiparado a una temática de mujer o limitado solamente a la perspectiva de las mujeres. La perspectiva de los hombres debe recibir la misma atención y ambas perspectivas deben ser observadas en conjunto. (...) La perspectiva de género no puede verse como algo estático, sino cambiante. Considerando el presente cambio de época y el impacto de las tecnologías modernas, la comunicación masiva y la globalización, es necesario examinar sistemáticamente el cambio en la perspectiva de género antes establecida" (p. 29).

La solidez de esa óptica actual no ofrece mucha duda. En un estudio reciente sobre Equidad de Género y Peacebuilding (Strickland y Duvvury, 2003) se insiste que, en materia de paz y seguridad, el concepto de género es “demasiado frecuentemente utilizado como sinónimo de un sexo biológico o una simple referencia a las mujeres y las preocupaciones de las mujeres”. Sin embargo, esta claridad teórica enfrenta graves problemas en el terreno práctico, por dos razones fundamentales: a) el retraso político y conceptual que ha tenido la integración de la perspectiva de género en los espacios de seguridad internacional y, concretamente, de las Naciones Unidas, y b) el problema metodológico general, ya mencionado, de separar la visión conceptual que habla de las relaciones entre los géneros y las herramientas operativas que acaban refiriéndose sólo a las mujeres.

a) Un tren con retraso: la inclusión del enfoque de género en el Consejo de Seguridad

Existe bastante consenso en torno a la evidencia de que los espacios sobre seguridad del sistema de Naciones Unidas han sido de los últimos en ser afectados por el enfoque de género; sin que ello quiera decir que los espacios que ya fueron afectados presenten resultados y consecuencias de grado similar. La desigualdad a este respecto es lo que caracteriza el conjunto de las entidades de la Organización de Naciones Unidas.

Ahora bien, este atraso comparativo no ha tenido la ventaja que muchas veces acompaña a las acciones retrasadas: que lo hacen con la óptica más actualizada. Por el contrario, el problema sustantivo de la incorporación reciente del enfoque de género en el ámbito de seguridad de las Naciones Unidas, es que lo está haciendo con una perspectiva no menos desactualizada: en realidad, parece querer hacer el recorrido ya hecho por otras agencias de Naciones Unidas, desde la óptica de Mujer en Desarrollo (MED) a la de Género en Desarrollo (GED), comenzando por el principio (MED).

Como se sabe, el resultado concreto de la incorporación del enfoque de género en el Consejo de Seguridad es la aprobación de la Resolución 1325 en octubre del año 2000. Antes de examinar su contenido resulta útil revisar sus antecedentes, los cuales refieren tanto al cambio de la realidad de los procesos conflictivos y de pacificación, como a los propios procesos internos de Naciones Unidas.

Aunque la tendencia procede de los años sesenta, es cierto que desde la desaparición del mundo bipolar, la guerra convencional entre Estados pierde protagonismo en relación con los conflictos intraestatales, y que, en general, las poblaciones civiles sufren cada vez más los efectos militares de la guerra, borrándose en buena medida la vieja distinción entre el frente de batalla y la retaguardia civil. En este contexto, la afectación directa de las mujeres se ha hecho mucho más evidente, llegando a formar parte de los objetivos civiles que las fuerzas militares establecen, sobre todo en los conflictos con fuerte componente étnico y religioso. La vejación de las mujeres como parte de la ofensa al enemigo ha tenido un ejemplo visible en la reciente guerra balcánica.

Esta tendencia clara presionó durante los años noventa para tomar en consideración la determinación de género de los conflictos. No obstante, es necesario subrayar que sobre la base de esta tendencia se han cosechado exageraciones innecesarias. La afirmación, por ejemplo, de que en los conflictos contemporáneos el 90% de las bajas son civiles, resulta una generalización sin fundamento. Por poner un ejemplo cercano, ninguna de las dos guerras del Golfo ha tenido esa composición de bajas, donde las bajas en las fuerzas movilizadas han resultado en torno al doble de las bajas civiles.  De igual forma, el tomar en consideración el incremento del riesgo que supone para las mujeres los cambios en los conflictos armados, está dando lugar a generalizaciones u observaciones sesgadas. Así, no es cierto que las mujeres sean la mayoría de las bajas en los conflictos armados recientes, ni tampoco que sean las únicas afectadas por la violencia sexual. En la guerra de los Balcanes, donde la violencia sexual contra las mujeres fue claramente un objetivo militar, los reportes de las propias mujeres señalan que la vejación sexual fue también frecuentemente empleada contra los hombres. 

En el seno de Naciones Unidas, la atención por las especiales condiciones de las mujeres en los conflictos contemporáneos, se hace más visible durante los años ochenta. Ya es tenida en consideración en la “Convención Sobre la eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer” y posteriormente en la “Declaración sobre la Participación de las Mujeres en la Promoción Internacional sobre Paz y Cooperación” (Resolución GA 37/63), así como en las Estrategias de Nairobi hacia el Futuro para el Adelanto de la Mujer, establecidas durante la II Conferencia Mundial sobre la Mujer en 1985. En 1987, la Comisión sobre el Estatus de las Mujeres (CSW), un órgano del Consejo Económico y Social (ECOSOC), decide, mediante Resolución 1987/24, incluir el tema de los espacios de toma de decisión y promoción de la paz, dentro de los temas prioritarios de Igualdad (en 1990) y Paz (en 1992). A esos efectos, la CSW encarga varios estudios de caso a nivel mundial, cuyos resultados son conocidos por el ECOSOC y trasladados al Secretario General.

Esa creciente atención hizo que en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, en 1995, se estableciera como una de las doce “Áreas de Especial Preocupación” de la Plataforma de Acción, la que se refiere a “Consecuencias de los conflictos armados y de otro tipo en las mujeres, incluidas las que viven bajo ocupación extranjera”. Pese a esa creciente atención por la dimensión de género de los conflictos militares en los ámbitos preocupados por la equidad de género en Naciones Unidas, es sólo hacia fines de los noventa cuando esa atención comienza a afectar los ámbitos dedicados a la seguridad en ese organismo. 

Así, el 31 de octubre del año 2000, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas aprueba finalmente la Resolución 1325 sobre esta materia (ver anexo II). La Resolución tiene diecisiete puntos sustantivos, principalmente dirigidos a la situación de la mujer en los conflictos y su participación en la toma de decisiones de las entidades que se dedican a la seguridad y en los procesos de pacificación y resolución de conflictos. En los ámbitos tendencialmente conservadores del Consejo de Seguridad, esta Resolución puede considerarse como un hito histórico, puesto que aunque no sea una resolución sobre género y seguridad, sino enfocada únicamente a las mujeres, el que se emita una resolución de esta naturaleza representa un enorme paso adelante respecto del silencio guardado por dicho Consejo hasta ese momento. 

El párrafo 16 de la Resolución 1325 invita consecuentemente al Secretario General a “realizar un estudio sobre el impacto de los conflictos armados sobre las mujeres y las niñas, así como el rol de las mujeres en los procesos de pacificación...”. Dicho estudio ha sido realizado dos años después, bajo el título “Mujeres, paz y seguridad” y editado por Naciones Unidas (2002). La lectura del estudio muestra claramente esa óptica que confunde género con mujer y que, coherentemente, comete todos los errores que muchas asesoras de Naciones Unidas dicen que hay que evitar. En el reciente estudio mencionado, por ejemplo, se insiste que “en muchos casos, el género y la perspectiva de género se han convertido en términos simplistas como mujeres e intervenciones específicas para mujeres. Aunque el gender mainstreaming no significa la eliminación de la necesidad de programas y políticas focalizados para mujeres, estos a su vez deben verse como parte y no como sustitutos del gender mainstreaming” (Strickland y Duvvury, 2003, p.31). 

Por esa razón, los autores señalan que “la propia resolución 1325 ha sido criticada como un documento difícil de implementar a la hora de trabajar en el terreno, además de mantener la confusión entre mujer y género, pese a su orientación hacia el gender mainstreaming en el contexto de los procesos de paz” (Strickland y Duvvury, 2003, p. 19). 

Más adelante se comentará el enfoque sesgado de dicho informe; baste por el momento subrayar que Naciones Unidas ya hizo un informe sobre Mujeres, ahora le falta hacer el de Género, Paz y Seguridad y que, de acuerdo al consenso creciente, el primero no puede sustituir la necesidad del segundo. (Nuestro juicio es que no habría necesidad de dos informes, si el primero se hubiera realizado con una verdadera perspectiva de género). 

b) La tendencia a la distorsión metodológica

El otro factor que obstaculiza un cruce adecuado entre género y seguridad refiere a la tendencia general, existente también en los ámbitos dedicados a la temática de género, de que el consenso teórico acerca de que el análisis de género no puede limitarse a las mujeres, no siempre es traducido de forma correspondiente al plano técnico. Dicho de otra forma, al examinar instrumentos y herramientas para la incorporación de la dimensión de género en otros espacios temáticos (empleo, educación, salud, etc.), se aprecia con frecuencia la tendencia a una distorsión metodológica que, en el fondo, limita la acción a la población femenina. Algo que se reproduce más ampliamente en cuanto al trabajo en el campo de paz y seguridad.

En suma, hay que enfatizar la necesidad existente de establecer una consistencia entre el enfoque conceptual, la metodología consiguiente y la construcción adecuada de herramientas operativas. A continuación va a mostrarse cómo la estrechez o amplitud de un enfoque conceptual tiene inmediatos efectos temáticos y, por tanto, restringe el programa de investigación resultante.  Pero hay que insistir en que eso sólo resuelve la mitad del problema, si el enfoque conceptual amplio no es llevado rigurosa y sistemáticamente al plano técnico y operativo. Sobre este asunto se regresará en el último capítulo.

3.2.  Mujer y seguridad, como base del programa de investigación

Sobre todo en términos cuantitativos, está claro que existe una correspondencia entre el mantenimiento del enfoque de género dirigido principalmente a la población femenina y el hecho de que la mayoría de los estudios sobre género y seguridad realizada hasta el momento se refieren, fundamentalmente, a la situación de las mujeres en los ámbitos de paz y conflicto. Una primera revisión sobre los núcleos temáticos desarrollados en esta materia, indica los siguientes:

PRINCIPALES NÚCLEOS TEMÁTICOS SOBRE GÉNERO Y SEGURIDAD

DESDE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO/MUJER

Participación de mujeres en FF. AA. y  Policía

Mujeres y conflictos armados (actoras y víctimas)

Mujeres y procesos de paz

Mujeres y violencia doméstica

Mujeres e inseguridad ciudadana

Mujeres en los espacios de toma de decisión (Seguridad, RR.EE.)

A) Defensa 

B) Sistemas de paz y  seguridad

C) Seguridad interna y policía

       Fuente: GESO/ IDRC. Proyecto sobre Género, Seguridad y Consolidación de la Paz.

Es importante consignar que esta revisión sobre el estado de la producción en Género y Seguridad sólo entrega principalmente referencias de dos de las tres dimensiones que conformarían la agenda de la Seguridad Democrática: las que se refieren a la Seguridad Ciudadana en el interior de los países y a la Seguridad y el Conflicto entre países; la tercera dimensión, referida a los aspectos no tradicionales de la seguridad tiene todavía poca presencia en este contexto. 

Ahora bien, este problema no es un obstáculo mayor para los propósitos de este estudio y ello por dos razones. La primera, porque, incluso si sólo se toman en cuenta esas dos dimensiones (referidas a la seguridad interna y externa), la diferencia temática y respecto al programa de investigación resulta muy evidente si se usa la perspectiva género igual a mujeres o, por el contrario, si se utiliza una perspectiva género–inclusiva.  La segunda razón guarda relación con el hecho de que los aspectos no tradicionales de la seguridad son de la misma naturaleza o semejante que los que conforman la agenda del Desarrollo Humano (ya vimos la vía para diferenciar ambas) y sucede que en el campo del desarrollo, el avance hacia una perspectiva género–inclusiva es cada vez más apreciable. 

A continuación se examinará brevemente la acumulación de conocimiento en cada uno de los núcleos temáticos referidos anteriormente, tanto en términos generales como particularizando para la región centroamericana.

a) Participación de mujeres en fuerzas armadas y policía

Existe ya alguna producción cognitiva sobre la participación de las mujeres en las Fuerzas Armadas y de Seguridad. Esta producción procede tanto de la sociología militar como de los estudios de género. Desde la sociología militar, la principal preocupación se ha referido a la utilidad y el impacto que puede tener la incorporación de las mujeres en los aparatos militares. Desde los estudios de género, se ha privilegiado el estudio de las condiciones de vida de las mujeres en las Fuerzas Armadas así como se ha discutido acerca de la conveniencia o no de su participación. Existe al respecto un debate inacabado sobre si tiene algún efecto sobre la cultura militar la presencia de las mujeres o bien, si dicha presencia lo único que consigue es militarizar la vida de unas mujeres que se integran en el ámbito militar, bien por vocación o bien por necesidad. 

En todo caso, como afirman Skjelsbaek y Smith, es todavía pronto para pensar en los efectos, dado que las mujeres sólo representan todavía una proporción muy reducida del personal militar. Como puede observarse en la tabla que sigue, más de 580.000 mujeres integran las Fuerzas Armadas en 25 Estados. Tres Estados (China, Rusia y los Estados Unidos) emplean casi el 85% de las mujeres en las Fuerzas Armadas de todo el mundo, quienes conforman un poco más del 2.5% del total del personal militar mundial. En la mayoría de los países, las mujeres en el ejército son una minoría muy pequeña. Sólo en siete países -Australia, Canadá, China, Nueva Zelandia, Rusia, África del Sur y los Estados Unidos- los datos demuestran que las mujeres conforman más del 10% del personal militar regular, aunque es muy probable que Israel, que no ofrece datos al respecto, tendría que ser agregado a este grupo.

MUJERES EN LAS FUERZAS ARMADAS, 1998

Países
Mujeres en FFAA
Mujeres 

como % del total

Alemania
1.440
0.4

Australia
7.400
13.4

Bielorusia
2.100
2.5

Bélgica
2.570
6.2

Canadá
6.100
10.0

China
136.000
5.5

Chipre
445
4.5

Dinamarca
1.020
4.2

España
3.800
2.0

Estados Unidos
199.900
14.5

Finlandia
500
1.6

Francia
22.790
7.2

Grecia
5.520
3.3

Holanda
1.920
3.4

India
200
0.02

Irlanda
200
1.7

Japón
9.100
3.9

Nueva Zelanda
1.370
14.4

Noruega
185
1.2

Portugal
2.300
4.6

Reino Unido
15.860
7.5

Rusia
145.000
14.4

Sudáfrica
16.998
24.3

Sri Lanka
1.000
0.9

    Fuente: PRIO, The Military Balance, 1998/1999.

En los Estados que componen el istmo centroamericano, la proporción de mujeres del total de las Fuerzas Armadas también las situaría entre el grupo en donde éstas son minoría reducida. Una proporción más elevada podría observarse en cuanto a la participación de las mujeres en las fuerzas de seguridad, algo que ya es materia común en Centroamérica. Sin embargo, en este contexto merece destacar la situación de Nicaragua, donde las mujeres tienen mayor auto percepción de su presencia y sus funciones y donde ha comenzado a producirse análisis sobre dicha presencia.

En el área centroamericana existen, sin embargo, dos experiencias referidas a la promoción de una política institucional en materia de género en las Fuerzas Armadas, una en El Salvador y otra en Guatemala. En ambos casos, se trata de un trabajo conjunto entre una organización no gubernamental y el Ejército: en el caso de El Salvador, el Centro de la Mujer Norma Virginia Guirola (CEMUJER) y en Guatemala, el Instituto de Enseñanza para el Desarrollo Sostenible (IEPADES). 

El proyecto de IEPADES en Guatemala, por ejemplo, denominado “Formulación de una política de género en las Fuerzas Armadas” (2001), se formula como un aporte para la consolidación del “Acuerdo sobre Fortalecimiento del Poder Civil y Función del Ejército en una Sociedad Democrática”, que forma parte de los “Acuerdos de Paz Firme y Duradera” firmados en ese país en 1996.

Su objetivo es “contribuir a la internalización de la concepción de género en las Fuerzas Armadas, motivar procesos de cambio en sus políticas internas, así como en las prácticas y actitudes de las personas que la integran, para coadyuvar a la generación de condiciones de igualdad en el acceso, promoción y desarrollo profesional de las mujeres incorporadas o que se incorporen al Ejército, así como en las relaciones de su personal con personas de la sociedad civil”. 

Esta iniciativa contuvo componentes de investigación, capacitación específica para mujeres y grupos mixtos con miras a que repliquen lo aprendido, producción de materiales educativos para apoyar actividades de sensibilización, formación y capacitación; intercambio de experiencias con otros países y “la formulación de una propuesta de estrategia de intervención para el fortalecimiento de las políticas institucionales en materia de género”.

Como productos de este proyecto destacan los siguientes: la realización del “Diagnóstico Institucional” que sistematiza la experiencia de las Fuerzas Armadas en materia de género, sus políticas y directrices específicas al respecto, así como la participación femenina en el Ejército, la creación de una Comisión Bilateral de Seguimiento a este proyecto, conformada por mujeres y hombres tanto de las Fuerzas Armadas como de IEPADES; la realización del “Encuentro Guatemala - El Salvador para el intercambio de experiencias de trabajo en materia de género”, celebrada en julio de 2001, con la participación de mujeres delegadas de las Fuerzas Armadas de ambos países y representantes de CEMUJER; y la realización del “Foro Internacional sobre Género y Fuerzas Armadas”, que tuvo lugar en octubre de ese mismo año, con la participación de representantes de varios países (Canadá, Estados Unidos, México, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Alemania, Guatemala y El Salvador).

En cuanto a la participación de las mujeres en la Policía, se desarrolla en el ámbito centroamericano, desde mediados del decenio de los noventa, un proceso de apoyo a las Policías Nacionales para incorporar la perspectiva de género en su actuar institucional, tanto a lo interno como en los servicios que prestan. Este apoyo ha venido fundamentalmente de organismos de cooperación internacional (GTZ, Unión Europea, FNUAP, ILANUD) y otras entidades no gubernamentales (IIDH) y gubernamentales (los denominados Mecanismos Nacionales para la Promoción de la Mujer). En todos los casos, el origen de la intervención se ha referido a la necesidad de introducir la temática de la violencia intrafamiliar o doméstica en el actuar de la Policía, para lo cual se promueven y realizan foros de sensibilización para las autoridades policiales, actividades de capacitación y se constituyen instancias específicas para atender esta problemática (por ejemplo, Comisarías de la Mujer en Nicaragua, Destacamentos de Protección a las Mujeres de República Dominicana). 

Posteriormente, en el marco del proyecto regional de la GTZ denominado “Enfoque de Género en la Modernización de las Instituciones Policiales y en la Seguridad Ciudadana”, este esfuerzo se ha articulado en torno a los siguientes componentes: capacitación, investigación y fortalecimiento institucional. Este proyecto se ha desarrollado principalmente en Nicaragua y progresivamente en otros países de la región, especialmente en Honduras, Panamá y República Dominicana. Su objetivo fundamental es “contribuir a lograr una actuación policial sin discriminación de género, una mayor equidad dentro de las instituciones policiales y, como resultado, un mejoramiento en la calidad de los servicios de seguridad ciudadana a la población”. Uno de sus logros fundamentales consiste en acompañar los procesos de cambio institucional que están viviendo las entidades policiales en la región, con miras a que se formule e implementen políticas públicas en materia de género y seguridad ciudadana. En ese sentido, al menos en los países en donde este proyecto está interviniendo y en los que existe una política nacional para la equidad de género (Honduras, Panamá, República Dominicana), este objetivo del proyecto está encontrando un punto de apoyo, pues en esos casos, los Mecanismos Nacionales de Promoción de la Mujer favorecen la incorporación tanto de las entidades policiales como de la temática de seguridad ciudadana en los planes nacionales que impulsan.

Por otra parte, desde el punto de vista del fortalecimiento institucional, como resultado de este proceso se ha creado instancias específicas a nivel nacional (Consejo Consultivo del Enfoque de Género en la Policía Preventiva de Honduras, Comisión Institucional de Política de Género de la Policía Nacional de Panamá, Consejo Consultivo de Género de la Policía Nacional de Nicaragua), así como a nivel regional (Comisión de Coordinación Regional para Incorporar el Enfoque de Género en la Región, de la Asociación de Jefes de Policías de Centroamérica y El Caribe). Asimismo, se ha constituido un foro permanente de “Encuentros de Mujeres Policías de Alto Rango de Centroamérica y El Caribe”, cuya primera reunión fue en 1998 (Nicaragua), la segunda en el año 2000 (El Salvador) y la más reciente en República Dominicana en el año 2001 (el cuarto Encuentro se programó para septiembre de 2002 en Panamá). 

La información disponible sobre la participación de las mujeres en el escalafón de las policías nacionales, muestra que su presencia global es todavía reducida: las mujeres representan entre el 6% en Honduras, hasta el 15% en Nicaragua (pasando por el 9.3% de Panamá y en torno al 10% en el caso de Costa Rica) del total de funcionarios de policía. Esa cantidad aumenta si se agregan los servicios administrativos y de otra naturaleza: en Nicaragua la cifra alcanza el 23%. En cuanto a las cifras desagregadas por categorías profesionales, se aprecia que únicamente en el caso de Nicaragua, la presencia de las mujeres en puestos de dirección es semejante a la referida al universo total (19% en dirección y 14% respecto del universo total). Las cifras de Honduras y las parciales que se conocen en Panamá reflejan una menor presencia de mujeres en puestos de dirección: en torno al 3% en ambos países.

PERSONAL POLICIAL DE NICARAGUA Y HONDURAS,

SEGÚN CATEGORÍA, POR SEXO

(2002)

CATEGORÍA
MUJERES
HOMBRES
TOTAL


Absolutos
Porcentaje
Absolutos
Porcentaje


NICARAGUA

Dirección
122
19
507
81
629

Operativo
700
14
4.264
86
4.964

SUBTOTAL
822
15
4.771
85
5.593

Servicios
834
57
629
43
1.463

TOTAL
1.656
23
5.400
77
7.056

HONDURAS

Dirección
14
3
407
97
421

Operativo
383
6
5.859
94
6.242

SUBTOTAL
397
6
6.266
94
6.663

Servicios
n.d.
n.d
n.d.
n.d.
567

TOTAL
n.d.
n.d.
n.d.
n.d.
7.230

Fuente: Elaboración propia sobre la base de las ponencias presentadas por el Jefe de la Dirección General de la Policía Nacional de Nicaragua (Edwin Cordero) y la Sub-Comisionada de Policía y Directora General de la Policía Nacional Preventiva de Honduras (Coralia Rivera Ramos) en la Conferencia Centroamericana y de el Caribe “Reducción de la Pobreza, Gobernabilidad Democrática y Equidad de Género”, celebrada en Managua entre el 28 y el 30 de agosto de 2002.
Los primeros años de puesta en práctica de este proyecto regional ha permitido obtener información importante acerca de la cantidad, tipo y condiciones de trabajo de mujeres y hombres policías, así como en cuanto a la sensibilización de dicho personal en torno a la condición de género de la población en general y a lo interno de las entidades policiales. De igual forma, es un logro de esta iniciativa el fortalecimiento del papel de las mujeres en estas entidades y la creación de una instancia específica sobre género/mujeres dentro de los organigramas institucionales. 

Sin embargo, todavía no se ha logrado dar el salto cualitativo y metodológico hacia una política género inclusiva, algo que se evidencia en la valoración que ha hecho una de las pioneras de este esfuerzo, la ex-Comisionada General de la Policía Nacional de Nicaragua, Eva Sacasa Gurdián, quien ha identificado como “principales debilidades en el desarrollo de este proceso”, entre otros, los siguientes: “una tendencia a asociar el enfoque de género con reivindicaciones para las mujeres policías y al Consejo Consultivo de Género” (...), “una tendencia al activismo y al asistencialismo como forma de solución a las desventajas que presentan las mujeres”, “limitada operacionalización del enfoque de género en los planes particulares de las áreas de apoyo, especialidades y delegaciones territoriales”; “insuficientes recursos humanos, financieros y materiales para responder a las necesidades del proceso” (Managua, 2 de octubre de 2001).
b) Mujeres y conflictos armados (actoras y víctimas)

Ahora bien, sin lugar a duda, la mayor producción cognitiva se ha desarrollado en torno al tema de la situación de las mujeres en los conflictos armados, tanto en términos de víctimas como de actoras directas. Existe una abundante documentación acumulada por las distintas entidades de Naciones Unidas acerca de la evidencia que tienen los conflictos armados en la población femenina. En sus distintas modalidades (muerte, violación, desplazamiento y refugio, etc.), las mujeres han sido víctimas de los conflictos armados desde la antigüedad hasta nuestros días. El ejemplo reciente de la guerra en Bosnia y Herzegowina muestra dramáticamente hasta qué punto la muerte y la violación de mujeres se han utilizado como herramientas bélicas. 

Skjelsbaek y Smith (2001) sostienen que “en las guerras las mujeres han jugado un papel central como víctimas, mientras han tenido históricamente un papel marginal como agentes” (p.5). De hecho la historia de los conflictos armados destaca el papel de algunas mujeres o grupos de mujeres, precisamente por su carácter de excepcionalidad. Todo lo cual es consecuente con las cifras que se observaron de participación de las mujeres en los frentes de combate durante el siglo veinte. 

El informe preparado por Naciones Unidas sobre Mujeres, Paz y Seguridad carece de un capítulo referido a la participación femenina como combatientes. Unicamente en la introducción del informe se destina un párrafo al respecto (No. 8), que dice textualmente: “Desde luego, mujeres y niñas no son sólo víctimas de los conflictos armados: ellas pueden elegir activamente el participar en los conflictos y realizar actos de violencia a causa de su compromiso con las metas políticas, religiosas o económicas de las partes en conflicto. Mujeres y niñas pueden ser también manipuladas para adoptar roles militares o violentos (como las jóvenes soldadas y mujeres bomba suicidas) a través de propaganda, secuestro, intimidación y reclutamiento forzado”. (p. 3)

El problema con esta descripción es que no está muy claro, como en el resto del informe, si la realidad que describe es algo específico de las mujeres o en qué forma se diferencia con la de los hombres. La segunda parte de dicho párrafo sobre la manipulación de las jóvenes para que participen en los conflictos armados es ilustrativa: cualquier lectora puede pensar que ese fenómeno sucede principalmente entre las mujeres y que por eso se menciona, cuando la literatura sobre seguridad describe ampliamente ese fenómeno entre los hombres jóvenes. Más aún, desde un enfoque de género, hay que decir que la manipulación de los hombres al respecto tiene una carga mucho mayor en términos de género que en el caso de las mujeres. La vieja compulsión hacia los hombres jóvenes de que deben combatir para demostrar su hombría sigue siendo utilizada hoy eficazmente.  

En el área centroamericana, varios estudios han tratado de referir la participación de las mujeres en el conflicto político-militar de los años ochenta. El primero que buscó ser amplio y sistemático fue el realizado por los autores de este texto, en su trabajo “Mujeres Centroamericanas ante la Crisis, la Guerra, y el Proceso de Paz”, publicado por FLACSO en 1989. Sobre todo en el segundo tomo se realiza un rastreo de la participación de las mujeres centroamericanas en el conflicto tanto en su situación de víctimas como de actoras. Pero quizás lo más relevante de este trabajo es que también estudia la posición de las mujeres en el proceso de pacificación centroamericana. La principal conclusión de este trabajo es que "las mujeres son reducida minoría en el protagonismo del conflicto abierto, pero mayoría en el pago de los costos y en los esfuerzos por sobrevivir la crisis" (García y Gomáriz, 1990, Tomo II, p. 253). 

Con posterioridad al conflicto, se han producido estudios sobre el papel de la mujer en la guerra, tanto en Nicaragua, como en El Salvador. Cabe destacar en este sentido, el Foro Regional organizado en San Salvador sobre la participación de las mujeres en los conflictos armados en Centroamérica y Chiapas, cuyos resultados se publican en "Montañas con Recuerdos de Mujer" (1996), producido por la organización Las Dignas. Si bien se ha producido una apreciable cantidad de artículos en el mundo anglosajón, la mayoría de los cuales nunca fue traducido al castellano en Centroamérica. 

Más recientemente, un estudio sobre la igualdad de género antes y después de la guerra, ofrece cifras sobre la participación de la mujer en las fuerzas combatientes. En Nicaragua se afirma que “en el momento más álgido de la insurrección nicaragüense, las mujeres constituían entre el 25% y el 30% de los combatientes” (Luciak, 2001). Cifras algo más precisas se obtienen para el caso de El Salvador, pero referidas al momento de la desmovilización. Como se muestra en el cuadro siguiente, las mujeres representan el 30 % de los combatientes desmovilizados del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN). 

EL SALVADOR

Miembros del FMLN desmovilizados, por sexo, según categoría
CATEGORÍA
TOTAL
HOMBRES
MUJERES


Abs.
%
Abs.
%
Abs.
%
% 

del total

Combatientes
8.552
57,0
6.067
57,7
2.485
55,3
29,1

No combatientes
2.474
16,5
1.925
18,3
549
12,2
22,2

Personal político
3.983
26,5
2.525
24,0
1.458
32,5
36,6

Total
15.009
100,0
10.517
100,0
4.492
100,0
29,9

Fuente: Elaboración propia sobre la base de ONUSAL, Proceso de desmovilización del personal del FMLN (San Salvador: Imprenta El Estudiante, sin fecha). Citado en: Luciak, 2001.

También para el momento de la desmovilización, existen cifras para el caso de Guatemala. Como puede verse en el cuadro siguiente, las mujeres representaban algo más de un 18% del total de miembros de la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG), cifra que se situaba en torno al 15% del personal combatiente y ascendía al 25% entre los cuadros políticos de la URNG.

GUATEMALA

Miembros de la URNG desmovilizados, por sexo, según categoría

CATEGORÍA
TOTAL
HOMBRES
MUJERES


Abs.
%
Abs.
%
Abs.
%
% 

del total

Combatientes
2.778
63,3
2.368
69,2
410
13,2
14,8

Personal político
1.410
33,7
1.054
30,8
356
86,8
25,2

Total
4.188
100,0
3.422
100,0
766
100,0
18,3

Fuente: Elaboración propia sobre la base de URNG, Personal incorporado (pp. 2-4). Citado en: Luciak, 2001.

En el estudio ya referido de FLACSO (1989), se plantea una estructura informativa: “La participación femenina en el conflicto militar que tiene lugar en la región depende de tres factores fundamentales: a) la tipología del conflicto en cada país, b) el nivel de proximidad al combate directo, y c) el carácter regular de las fuerzas militares en las que se participa (fuerzas insurgentes o fuerzas armadas regulares)” (p.89). Desde esta perspectiva, en Nicaragua, los informes del Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN) ofrecieron cifras diferentes, que dimensionaban la participación femenina en las fuerzas insurgentes, entre el 15% y el 25% de esas fuerzas. En 1987, cuando el FSLN era gobierno, las autoridades militares estimaron la participación femenina en un 20% de sus efectivos. Esas cifras se reducían para el caso de la Resistencia Nicaragüense, donde las mujeres no alcanzaban el 15% de los miembros desmovilizados. 

En el caso de El Salvador, la participación femenina fue variando según el curso de la guerra. En la última fase, a estimación del propio FMLN, la participación femenina se situaba entre el 25% y el 30% de sus miembros. Esta participación fue mucho más baja en el caso de las Fuerzas Armadas gubernamentales, las cuales dieron un salto numérico espectacular, pasando de 7.250 efectivos en 1980 a 44.300 en 1985. No existieron cifras desagregadas por sexo, si bien se formó una unidad exclusivamente femenina, denominada “La Panteras”, compuesta por 600 mujeres. 

En el caso de Guatemala, las cifras están referidas a la diferente estructura que alcanzó el conflicto en este país. Como se ha visto, la cantidad de miembros de la URNG no es tan alta como en los otros países y la participación femenina se situaba en el 15% en 1988, según datos de la propia organización. En las fuerzas gubernamentales, esa participación estuvo referida a su propia distribución interna: el éxito de la estrategia contrainsurgente basada en el encuadramiento de la población civil, que logró integrar a quinientas mil personas según fuentes independientes, contaban con mujeres como personal de apoyo, mientras la cantidad de mujeres en las Fuerzas Armadas regulares fue bastante exigua, situada en torno al 2% en 1988. 

La información es mucho mayor en cuanto a las mujeres como víctimas de los conflictos armados. El informe de Naciones Unidas sobre Mujeres, Paz y Seguridad (United Nations,  2002), dedica un capítulo  al impacto de los conflictos armados sobre mujeres y niñas, donde refiere a la violencia general y sexual, el tráfico, el efecto en la salud, los aspectos socioeconómicos, el desplazamiento (incluyendo refugio y retorno) así como la detención y el desaparecimiento. Se trata de una versión descriptiva, con poca información estadística, entre otras razones porque la información disponible es reducida y no siempre comparable. Un aspecto interesante de este capítulo es que se trata de una muestra clara del problema mencionado anteriormente, acerca de cómo se parte de un encuadre conceptual género-inclusivo, pero se va reduciendo la perspectiva a la población femenina, hasta concluir en el plano operativo hablando exclusivamente de género como mujer.

En efecto, en la introducción al capítulo se asegura que hay cuatro temas que son importantes para entender el impacto de los conflictos en las mujeres y niñas. “En primer lugar, mujeres y niñas experimentan una experiencia en los conflictos tendencialmente distinta de la que tienen hombres y niños”. Pero se agrega de inmediato: “Ahora bien, es un error establecer una dicotomía que coloca a mujeres y hombres en esferas diferentes. Mujeres y hombres comparten experiencias y se conectan entre ellos en el contexto de sus familias y sus comunidades. Las mujeres ven regularmente sus necesidades e intereses en interlocución con las necesidades e intereses de sus parejas varones y de otros miembros de su familia.” (United Nations,  2002).
Esa visión amplia, que incluye mujeres y hombres, se manifiesta en los otros tres temas a tener en cuenta. “En segundo lugar, las mujeres (como los hombres) son ambos actores y víctimas en los conflictos armados”. En tercer lugar, se habla de que la referencia a “mujeres y niñas” no quiere decir que ambos universos sean homogéneos en todos los países. “En cuarto lugar, existe una frecuente confusión acerca de si el análisis de género es lo mismo que enfocar la situación de las mujeres” (United Nations,  2002, pp. 13, 14). A continuación, al hablar sobre violencia sexual se incluye a los hombres en esta problemática: “Hombres y adolescentes varones son también objeto de torturas sexuales y por razones de género. El abuso sexual, la tortura y la mutilación de los hombres detenidos y prisioneros es frecuentemente utilizada con el propósito de atacar y destruir su masculinidad y/o hombría. El abuso y la tortura de mujeres miembros de su familia delante de los hombres son utilizadas para construir el mensaje de que esos hombres fallaron en su papel de protectores. Estas formas de humillación y violencia adquieren un profundo significado simbólico y político. La iniciación deliberada y la permisividad de estos actos por parte de mandos militares y lideres políticos no reduce su significado a meros asaltos circunstanciales u ocasionales” (United Nations,  2002, p. 16).

Sin embargo, conforme avanza el capítulo, el estudio se concentra exclusivamente en la situación de mujeres y niñas, hasta que se llega a las recomendaciones operativas, donde se refieren únicamente a las mujeres. Esta disonancia entre la óptica abierta de partida y el cierre operativo que focaliza exclusivamente a las mujeres, se repite en otros apartados del informe. Puede afirmarse que se trata del error opuesto a la tendencia observada hasta los años ochenta, que invisibilizaba la situación de las mujeres en el contexto general del conflicto militar o la violación general de los derechos humanos.

Ese fue el problema encontrado en el análisis de la crisis centroamericana de los ochenta, cuando se trató de investigar sobre las mujeres como víctimas del conflicto (ver García y Gomáriz, Tomo II, capítulo IV). En primer lugar, los datos no se desagregaban sistemáticamente por sexo: muertes, desplazamientos y violaciones de los derechos humanos no siempre diferenciaban entre mujeres y hombres. Sólo fragmentos de esa información así lo hacían. Por ejemplo, pudo saberse que en El Salvador, las mujeres representaban un 20% de los afectados por la violación del derecho a la vida. Pero en el campo del derecho a la integridad de la persona, el problema era, por ejemplo, la falta de desagregación de las violaciones sexuales de las mujeres de la categoría general de tortura. Como se afirmó entonces: “En suma, no hay duda de que los problemas culturales (falta de sensibilidad de género) están impidiendo (tanto a la población como a las organizaciones dedicadas a los derechos humanos) el registro y la protección de este tipo de violación de la integridad de la persona”. (p. 146).

Ambos errores, invisibilizar el impacto específico de la guerra en las mujeres o hacer de ese impacto el único importante en términos de género, suelen conectarse por diversas vías con el pensamiento esencialista que establece absolutos en cuanto al comportamiento de hombres y mujeres ante el conflicto. “Esta perspectiva refuerza un cuadro polarizado implícito, en el que el hombre equivale a guerra y agresión y la mujer equivale a paz y cuidado” (Strickland y Duvvury, 2003). Esa óptica impide observar el papel de instigadoras de las acciones bélicas descarnadas que tienen las mujeres sobre todo en conflictos donde las componentes étnicas y/o religiosas tiene fuerte presencia. Como afirman estos autores: “Las mujeres en contextos de conflictos étnicos y religiosos pueden reinterpretar la opresión de género en términos étnicos o religiosos. Por ejemplo, Biljana Plavsic, la expresidenta serbio-bosnia, ha sido acusada por su papel en la comisión de genocidio y delitos contra la humanidad durante la guerra de Bosnia en 1992, en ese tiempo convencida de la necesidad de esas acciones para la supervivencia y defensa de su etnia. De forma similar, Pauline Nyiramasuhuko, la exministra de la familia y la mujer de Ruanda, fue enjuiciada por genocidio, crímenes contra la humanidad y crímenes de guerra (incluyendo incitación a la violación sexual), por su participación en las atrocidades del conflicto de 1994 en ese país (Landesman, 2002)”.

c) Mujeres y procesos de paz 

Otro de los aspectos de vieja tradición en la literatura feminista se refiere al papel de las mujeres en relación con los procesos de paz. Además de la vieja relación entre feminismo y pacifismo (Carroll, 1987), durante los años ochenta se produjo en el hemisferio norte un esfuerzo por establecer la relación entre mujeres y procesos de paz. Quizás la muestra más amplia al respecto es la compilación de Pearson “Women and Peace”, publicada en Londres en 1987. En castellano cabe mencionar los textos de Celia Amorós y otras autoras en la revista “Tiempo de Paz” de España. En la región centroamericana, la producción en esta materia se refiere principalmente al estudio realizado ya mencionado en “Mujeres Centroamericanas” y el más reciente trabajo de Luciak que examina los resultados de los acuerdos de paz, además de los realizados en torno al tema de la participación de las mujeres en los espacios de toma de decisiones, que examinaremos más adelante. 

En el último cuarto del siglo pasado, los procesos de paz han presentado cada vez más una versión formal al lado de la más informal referida a los movimientos sociales pacifistas o antibélicos. En estos últimos, la participación de las mujeres, especialmente en el Hemisferio Norte, tuvo lugar al mismo tiempo que se desarrollaban mundialmente los movimientos de mujeres y del nuevo feminismo procedente de los años sesenta. Por esa razón, desde del movimiento contra la guerra de Vietnam en adelante, puede afirmarse que la participación de las mujeres en los movimientos informales de paz tuvo lugar con frecuencia como convergencia de los movimientos pacifista y feminista. Así sucedió claramente con los movimientos contra las armas nucleares de los años ochenta, que supuso la convergencia de tres movimientos sociales: pacifista, feminista, ecologista. Ello significó que las mujeres obtuvieran participación obligada también en las estructuras de los movimientos. Por ejemplo, en la campaña European Nuclear Disarmament (END), que produjo en los años ochenta las numerosas movilizaciones contra el despliegue de los euromisiles, se estableció prontamente la norma del gender balance para todo tipo de coordinación y representación, que obligaba a la participación paritaria de mujeres y hombres en todo tipo de instancia o iniciativa que partiera de la END.

Esta situación ha sido notablemente distinta en el plano de los procesos formales de pacificación, donde por lo regular la participación de las mujeres ha sido mucho más reducida. Ciertamente, desde los años noventa, con el aumento de la frecuencia de las operaciones de paz tanto a través de las Naciones Unidas como mediante acciones de cooperación o diplomáticas, se ha incrementado la preocupación por la incorporación del enfoque de género y la presencia misma de las mujeres en las acciones de peacekeeping y peacebuilding. Este proceso se ha incrementado a partir de la resolución 1325 del Consejo de Seguridad sobre esta materia. También se ha comenzado a producir manuales metodológicos y herramientas de operación (que se verán en el último capítulo de este trabajo).

El informe sobre Mujeres, Paz y Seguridad de Naciones Unidas hace un recuento sobre la participación y el papel de las mujeres en los recientes procesos de paz. En ese informe se describen algunos ejemplos sobre la participación de las mujeres en las negociaciones de paz y en la implementación de acuerdos de paz, por ejemplo, en Kosovo, Liberia, Sierra Leona, Afganistán, el Congo, etc. No obstante, el balance general de esos esfuerzos muestra resultados muy desiguales al respecto. 

Quizás el ámbito más favorable se aprecia en el continente africano. Según el mencionado informe: “El éxito de las iniciativas de paz de los grupos de mujeres en África ha dependido de varios factores. Las mujeres reconocieron el valor de tomar en consideración los cruces temáticos de relevancia para ellas, y así organizarse a través de los ámbitos religioso, étnico y político. En distintos espacios, las mujeres han logrado organizarse articulando su presencia local y en los encuentros internacionales para expresar su propia visión sobre los asuntos políticos o de paz. Superando el miedo a no ser tomadas en cuenta en las negociaciones, buscaron apoyo en organizaciones internacionales como el Comité de las Mujeres Africanas por la Paz y el Desarrollo y Solidaridad de Mujeres Africanas, para obtener la capacidad de intervenir en la resolución de conflictos a los niveles regional y local. Así lograron obtener alianzas estratégicas más allá de sus fronteras nacionales a través de grupos regionales, organizaciones internacionales y organizaciones no gubernamentales que les pudiera facilitar su participación en procesos de paz. En este sentido fueron capaces de aislar sus diferencias y maximizar su presencia en los procesos de paz. Entendieron el impacto de la unidad de acción colectiva y fueron capaces de innovar y aprender a usar los medios de comunicación para lograr cambios. Las mujeres interesadas en participar en procesos de pacificación aprendieron a construir relaciones efectivas y alianzas estratégicas con agencias regionales e internacionales, las cuales podrían apoyarlas con recursos políticos y financieros” ( p. 71).

Sin embargo, en otros casos se han experimentado notables fracasos. Strickland y Duvvury (2003) señalan: “la falta de progreso en el esfuerzo por asegurar equidad de género e igual disfrute de las mujeres de los beneficios de la paz, sugiere la necesidad de cuestionar el enfoque general que se está aplicando para implementar el gender mainstreaming (en los procesos de paz). Tomando en consideración que las inequidades de género en los conflictos y post-conflictos aparecen con una fuerte secuencia histórica, pareciera que la voluntad política no se ha puesto en práctica exitosamente. En parte, esto es debido a problemas de enfoque (incluyendo la misma categoría de género), así como el desacuerdo en torno a las prioridades operativas tanto a nivel nacional como subnacional. Sin embargo, a un nivel más básico, aunque la comunidad dedicada a los procesos de paz está reconociendo gradualmente el valor de enfoque género-sensitivos, se mantiene la incertidumbre acerca de los métodos adecuados para incorporar género en la elaboración de los programas dirigidos a eliminar las normas y prácticas discriminatorias que continúan impidiendo la participación de las mujeres en los beneficios de los procesos de paz y reconstrucción. Se requiere un nuevo modelo para operar en los procesos de paz en nuevas direcciones que permitan que los roles de género y las relaciones de poder sean componentes centrales de dichos procesos y, en última instancia, de la prevención del conflicto”. (pp. 36 y 37)

La experiencia de los procesos de paz en Centroamérica desarrollados al comienzo de los años noventa, también muestra estas dificultades. Luciak (2001) examina parcialmente la situación de las mujeres en los complejos procesos de paz desarrollados en Nicaragua, El Salvador y Guatemala. Ante todo, hay que subrayar las diferencias entre estos tres procesos. Los Acuerdos salvadoreños de 1992 fueron, en buena medida, una negociación entre dos partes, donde el gobierno salvadoreño accedió a muchas de las demandas del FMLN. En Guatemala, la URNG no tuvo una posición negociadora comparable y, sin lugar a duda, la posición de la Contra nicaragüense fue la más débil de todas. 

En ese contexto, las mujeres fueron tomadas en cuenta con frecuencia en los beneficios de los programas de reinserción económica que obtuvo el FMLN, si bien sin tomar en cuenta las condiciones específicas de las mujeres y en medio de tensiones entre los grupos de mujeres y las formaciones políticas emergentes. En el caso de Guatemala, donde los beneficios concretos fueron muchos menores, se establecieron programas específicos para las mujeres, de una dimensión muy reducida respecto de las necesidades existentes. La dispersión política de la Resistencia Nicaragüense hizo que apenas se convirtiera en un interlocutor válido, donde la condición específica de las mujeres no fue tomada seriamente en cuenta.

Aunque mujeres y hombres tuvieron que reacomodar sus vidas de cara a los procesos de reinserción, parece que el retorno de las mujeres combatientes encontró dificultades diferentes a las de los hombres. Cuando ellas retornaron a sus familias de origen, en muchas ocasiones fueron duramente criticadas “por haber abandonado a sus hijas e hijos durante la guerra, y por haber escogido la lucha revolucionaria por encima de sus familias. No sorprende, por tanto, que los sentimientos de culpa que experimentaban éstas eran ajenos a los de los padres, que habían estado en situaciones similares.” (Luciak, 2001, p. 98) Hay que destacar, que una proporción importante de las mujeres excombatientes se integraron a la vida política y social de sus países, pasando a formar parte de grupos de mujeres con diferentes grados de tensión o proximidad respecto de las fuerzas rebeldes transformadas en partidos políticos.

d) Mujeres y violencia doméstica/de género

Aunque la temática de la violencia doméstica tiene su propia autonomía, se menciona aquí por su importancia en la relación entre género y violencia, algo que tiene relación con la seguridad. Existe ya abundante producción sobre mujeres y violencia de género tanto a nivel internacional como del área centroamericana. Quizás al respecto, lo destacable sea el aparecimiento de nuevos enfoques, como el de Caroline Moser, que buscan identificar la relación entre violencia doméstica y violencia social, sin desconocer la entidad específica que presenta la violencia de género, así como los estudios que examinan la temática de la violencia doméstica en el contexto de los conflictos y los post conflictos. Algo semejante puede afirmarse en cuanto a la situación de las mujeres en los contextos de inseguridad ciudadana, si bien su reconocimiento específico es todavía más deficiente. 

e) Mujeres en los espacios de toma de decisión

Otro de los aspectos que ha recibido gran atención en los estudios sobre género y seguridad es la participación de las mujeres en los espacios de toma de decisión. En el ámbito internacional una serie de autoras (Dahlerup, Mitra Chenoy, Vanaik) han realizado recientemente estudios sobre el papel de las mujeres en los ámbitos de toma de decisiones en distintas regiones. Durante los años noventa, este tema adquirió una gran fuerza al interior de Naciones Unidas, que comenzó a desarrollar una serie de investigaciones focales en las distintas regiones de la comunidad internacional. En el caso de Centroamérica, la ONU realizó un estudio de caso sobre la participación femenina en los espacios de toma de decisión en Costa Rica, dado su liderazgo en el proceso de paz de Esquipulas II (García, 1990). La misma autora realizó, para su tesis de maestría, el estudio de caso en el país vecino Nicaragua (García, 1995).  

La progresiva atención de Naciones Unidas en esta materia fue preparando el camino para afectar al Consejo de Seguridad de la ONU, que, como ya se mencionó, aprueba en octubre del 2000 la Resolución 1325 en materia de género y asuntos de seguridad. En dicha resolución, dedicada fundamentalmente a las mujeres, se parte de la necesidad de incrementar la participación de las mujeres en los espacios de toma de decisión sobre asuntos de paz y seguridad. Así, la resolución parte de un primer numeral que afirma: “Insta a los Estados miembros a velar por que se aumente la representación de las mujeres en todos los espacios de toma de decisión de las instituciones y mecanismos nacionales, regionales e internacionales para la prevención, el manejo y la resolución de los conflictos”. La misma recomendación se hace al propio Secretario General de Naciones Unidas, para que todas las misiones de ese organismos incremente la participación de las mujeres en los espacios de toma de decisión. Pese a que estas solicitudes, como se mencionó, no se han llevado a efecto de forma sistemática, lo cierto es que la tendencia al aumento de la participación de las mujeres en estos ámbitos parece difícil de soslayar.

3.3 Hacia un nuevo programa de investigación 

La aplicación de la perspectiva de género de manera rigurosa, tiende a ampliar la relación de núcleos temáticos examinada anteriormente, referida sólo a mujer y seguridad. Desde los años ochenta, se ha acumulado alguna información y conocimiento sobre identidad de género masculina (masculinidad/masculinidades) y asuntos de paz y conflicto. Una posibilidad consiste en sumar dichas agendas y comprobar cuál es el estado del arte de esa suma. Sin embargo, también resulta necesario realizar el esfuerzo de confeccionar una estructura más articulada de núcleos temáticos, que conformarían un nuevo programa de investigación. 

a) La ampliación de núcleos temáticos a partir de los estudios sobre masculinidad

De una forma mucho más incipiente, se ha desarrollado un avance relativo de la relación entre género y seguridad, a partir de los estudios sobre masculinidad. Ahora bien, el incremento de los estudios y las acciones sobre masculinidad, aunque impulsan la necesidad de ampliar la mirada hacia los dos sexos, no necesariamente significan una contribución directa hacia la perspectiva género-inclusiva. De hecho, como se mencionó anteriormente, el trabajo sobre masculinidad puede realizarse de forma completamente paralela al que se realiza con y para las mujeres, sin que signifique una corresponsabilidad compartida. La orientación género-inclusiva busca superar la segmentación de mundos y de actuaciones, sin que ello signifique la eliminación de espacios autónomos para mujeres y hombres.

Hecha esta aclaración, es importante consignar que los estudios sobre masculinidad agregarían efectivamente nuevos núcleos temáticos, como son los siguientes:

PRINCIPALES NÚCLEOS TEMÁTICOS SOBRE GÉNERO Y SEGURIDAD

QUE SE AGREGAN CON LOS ESTUDIOS SOBRE MASCULINIDAD

Cultura militar e identidad de género masculina

Masculinidad y conflictos armados (guerra y postguerra)

Masculinidad y violencia (general y de género)

Hombres e inseguridad ciudadana

Actitudes de género y preferencias de resolución de conflictos

        Fuente: GESO/ IDRC. Proyecto sobre Género, Seguridad y Consolidación de la Paz.

El examen de la producción sobre masculinidad (o más ampliamente, hombres) y la temática de paz y seguridad, es difícil hacerlo a partir de las contribuciones hechas directamente a partir de ese cruce, una situación distinta de la que acabamos de comprobar al relacionar mujer y asuntos de seguridad.  Por esa razón, el rastreo se ha hecho sobre todo a partir de los estudios sobre la masculinidad y el estado del arte realizado en otra oportunidad (Gomáriz, 1997) sobre esta materia (donde se revisaron 242 títulos).

El núcleo temático referido a la cultura militar y la identidad de género masculina, tiene especial importancia en los países que tienen servicio militar obligatorio, por cuanto la llegada de los jóvenes a dicho servicio suele tener el significado del rito de iniciación a la masculinidad adulta. De hecho, en los institutos castrenses existe la tradición de ser forjadores de la correcta masculinidad. Algo que tiene importancia no sólo para dichos institutos sino que impacta en distinto grado a la población masculina que realiza el servicio militar. Cuando ello tiene lugar en el contexto de un régimen político autoritario, esos parámetros suelen profundizarse. Buena parte de los estudios sobre la masculinidad en Alemania, se refieren al impacto en la identidad de género masculina de las organizaciones  militares y paramilitares de la época nazi.

En cuanto a la relación entre masculinidad y conflictos armados, existen estudios referidos a la II Guerra Mundial, tanto procedentes de los servicios encargados por las fuerzas armadas, como posteriormente de autores europeos y norteamericanos. En el caso de los Estados Unidos, se  han hecho algunos trabajos antropológicos e históricos en torno a la guerra civil norteamericana. Algunos especialistas como Kimmel, han incorporado esta dimensión en trabajos antológicos, como el referido a la historia cultural de la identidad masculina en América (Kimmel, 1996). El otro aspecto importante, refiere a las secuelas que deja el conflicto entre los hombres respecto a su identidad de género. Se ha sugerido que la masculinidad histórica ha sufrido crisis tras graves depresiones económicas o después de haber perdido una guerra. (Gomáriz, 1997)

Sobre la temática de masculinidad y violencia, se ha producido bastante más información, especialmente en cuanto a la que tiene lugar en términos de género dirigida fundamentalmente contra las mujeres. De este tema hay una amplia literatura en el mundo anglosajón y existe ya una apreciable actividad en torno a este problema en América Latina. 

En general, cuando se toca la cuestión de la Seguridad Ciudadana, desde una perspectiva de género, se habla muy poco del impacto de la falta de seguridad sobre la población masculina. Apenas hay algunas investigaciones que desagregan los delitos por sexo, tanto sobre los que cometen los delitos como sobre las víctimas. Sin embargo, el hecho de que toda la información estadística conocida muestre que la criminalidad tiene una composición por sexo rotundamente masculina, debería inclinarnos a estudiar su dimensión de género. 

El otro núcleo temático que entrega tanto los estudios de género como los específicos sobre la masculinidad, se refiere al discutido asunto de si existe una inclinación innata diferenciada de mujeres y hombres, en torno a las vías violenta o pacífica de resolución de conflictos. Este tema, no obstante, puede formar parte de una agenda integral, género–inclusiva, como se verá más adelante. 

b) Estado del arte sobre género y seguridad

Una primera revisión de la producción existente en torno a género y seguridad refiere, en realidad, a la suma de lo que fundamentalmente abarca la relación entre mujer y seguridad y lo que se obtiene sobre masculinidad y asuntos sobre paz, conflicto y seguridad.  Una conclusión preliminar de la revisión de esa suma de núcleos temáticos podría describirse de acuerdo al siguiente cuadro.

CONOCIMIENTO ACUMULADO SOBRE GÉNERO Y SEGURIDAD

POR TEMA Y AMBITO DE PRODUCCIÓN, 2001
TEMA
INTERNACIONAL
REGIONAL (CA)

Participación de mujeres en FF. AA. y  Policía
D
I

Mujeres y conflictos armados (actoras y víctimas)
D
I / D

Mujeres y procesos de paz
D
I

Mujeres y violencia doméstica
D
D

Mujeres e inseguridad ciudadana
I
I

Mujeres en los espacios de toma de decisión (Seguridad, RE)
D
I

Cultura militar e identidad de género masculina
I
–

Masculinidad y conflictos armados (guerra y postguerra)
I
–

Masculinidad y violencia (general y de género)
D
I

Hombres e inseguridad ciudadana
I
–

Actitudes de género y preferencias de resolución de conflictos
I
–

Fuente: GESO/ IDRC. Proyecto sobre Género, Seguridad y Consolidación de la Paz .

Nota: Casillero vacío significa ausencia, I proceso iniciándose, D proceso desarrollado.

La primera observación que se desprende del cuadro anterior es que, como se ha repetido, tanto en el ámbito internacional como en el específicamente regional, el avance mayor de los estudios de género y seguridad se refiere en realidad a la población femenina. Ciertamente, existe una diferencia entre el desarrollo que esta temática experimenta en el Hemisferio Norte, y la producción disponible para el istmo centroamericano que todavía está iniciándose, si bien algunos temas (violencia doméstica) ya tienen bastante desarrollo y algunos otros, como mujeres y conflictos armados, están en una situación intermedia.

Cuando el enfoque de género se dirige hacia los hombres en el espacio de paz y seguridad, la situación es bastante más precaria y la diferencia entre la producción a nivel internacional y regional es mucho más marcada. En efecto, aunque no pueda afirmarse que tengan ya un gran desarrollo, existe bastante producción sobre la relación entre la identidad de género masculina y el ámbito militar, incluyendo el conflicto armado. Quizás sean Estados Unidos y Alemania los países de mayor producción al respecto. En Estados Unidos este tema ha estado referido tanto a la Guerra Civil como a la II Guerra Mundial, mientras en Alemania se ha privilegiado la relación entre masculinidad, militarismo, las grandes guerras del siglo XX y el fenómeno del nazismo. A nivel regional, la producción es prácticamente inexistente. 

Ciertamente, el núcleo temático de mayor producción a nivel internacional se refiere a varones y violencia, tanto general como de género. Esta situación contrasta bastante con la débil producción que el istmo centroamericano posee al respecto. Sólo la temática acerca de la masculinidad y violencia tiene algún desarrollo, aunque sea todavía muy incipiente. Es grave la práctica inexistencia entre identidad de género masculina y ámbito militar, especialmente si se tiene en cuenta la realidad social en el istmo: una región donde el conflicto armado está todavía tan cercano y en la que, todavía en muchos países, la relación con lo militar marca la vida de los jóvenes en distintos campos, incluyendo el simbólico (como rito de iniciación). Resulta una evidencia que una perspectiva género–inclusiva sería especialmente apropiada en una región como Centroamérica. 

c) El nuevo programa de investigación, desde la perspectiva género-inclusiva

La búsqueda de un panorama integral que responda a un verdadero cruce entre género y seguridad, es algo más que la suma vista anteriormente (mujer y seguridad + masculinidad y seguridad) y, en términos de conocimiento, nos acerca a lo que podría ser un nuevo y más adecuado programa de investigación. 

La definición de los núcleos temáticos guarda relación con la necesidad de tomar en consideración las determinaciones de género para mujeres y hombres, siempre a partir del contenido riguroso de la categoría género: los atributos socioculturales similares y diferentes de mujeres y hombres, estructurados jerárquicamente según un orden social históricamente androcéntrico. A continuación se estructura el cuadro de núcleos temáticos que conformarían el nuevo programa de investigación, no olvidando que, por razones prácticas, sólo estamos tomando dos de los elementos de la agenda de la seguridad democrática (seguridad ciudadana interna y seguridad internacional) y no incluimos el tercer elemento de esa agenda (nuevos aspectos de la seguridad).

PRINCIPALES NÚCLEOS TEMÁTICOS 

DEL NUEVO PROGRAMA DE INVESTIGACIÓN

 Participación de mujeres en Fuerzas Armadas y Policía (cifras y condiciones)

 Cultura militar e identidad de género (masculina y femenina)

 Género (mujeres y hombres) y conflictos armados

 Género (mujeres y hombres) y procesos de paz 

 Género (mujeres y hombres) y seguridad ciudadana

 Violencia social y de género

 Masculinidad y violencia (general y de género)

 Mujeres en espacios de toma de decisión (seguridad, RREE)

 Actitudes de género y preferencias de resoluciones de conflictos

       Fuente: GESO/ IDRC. Proyecto sobre Género, Seguridad y Consolidación de la Paz .

Esta relación preliminar de núcleos temáticos muestra la necesidad de definir cada uno de ellos de acuerdo a la particular situación de cada uno de los géneros, así como de su comparación y del énfasis puesto en la dimensión relacional.  De esta manera, el primer núcleo temático mantiene la referencia centrada en las mujeres, puesto que es esa la temática emergente (la participación de mujeres en las fuerzas armadas y policía) en un ámbito que históricamente ha sido casi exclusivamente de varones. Como se indica, resulta importante no solo conocer el grado de participación en el universo total y en las distintas categorías y rangos, sino estudiar las condiciones en que tiene lugar esa participación. 

Otro núcleo temático fundamental es el referido a la relación entre cultura militar e identidad de género. Aunque la relación se conecta con ambos géneros, el fenómeno más amplio e intenso hace referencia al efecto que tiene sobre la población masculina. Este es uno de esos fenómenos históricos (el impacto de la cultura militar en la masculinidad) que por demasiado obvios, ha recibido poca atención desde una perspectiva de género. Aunque la atención deba ponerse, por la importancia del tema, sobre los efectos a la población masculina, también conviene reconocer los efectos, por acción u omisión, que tiene la cultura militar sobre la identidad género de las mujeres. 

Los tres núcleos temáticos que se señalan a continuación, están marcados por la necesidad de estudiar, desde una perspectiva género–inclusiva, la determinación de género de los conflictos armados, los procesos de paz (y las operaciones de paz) y la seguridad ciudadana. En efecto, en cada uno de estos tres campos, se necesita enfocar no sólo a las mujeres o a los hombres, sino a ambos de forma comparada y en términos relacionales. 

Otro núcleo temático que tiene autonomía propia es el referido a la violencia social y de género, principalmente dirigida contra las mujeres. Hasta el momento, ambos temas, violencia social y violencia de género, se han visto separadamente y, probablemente, durante un tiempo tengan su propia entidad por separado. Sin embargo, existen planteamientos novedosos (Moser, Bubinic, Morrison, Shifter) que enfatizan la necesidad de incluir la violencia de género, sin necesidad de que pierda su especificidad, en el contexto más general de la violencia social. Un subtema que todavía presenta entidad propia es el referido a la masculinidad y la violencia como parte de la identidad masculina. Aunque se ha mantenido como núcleo temático diferenciado, también podría formar parte del núcleo visto anteriormente.

Otro núcleo que guarda relación con la condición y posición de las mujeres, históricamente discriminadas en estos espacios, es el referido a la participación femenina en los ámbitos de toma de decisión (en esta oportunidad aquellos que guardan relación con los temas de paz y seguridad), en este contexto se estudia tanto la presencia cuantitativa como las condiciones en que esta presencia tiene lugar en los distintos ámbitos que se conectan con la seguridad: relaciones exteriores, instituciones de seguridad, comisiones parlamentarias, organizaciones y misiones internacionales, etc. 

Finalmente, se constituye progresivamente un núcleo temático que acapara gran parte de las discusiones actuales sobre género y seguridad: reconocer si las construcciones de género favorecen o no una determinada orientación  de resolución de conflictos. Hasta hace poco, existía la idea extendida de que la débil participación de las mujeres entre las fuerzas combatientes, guardaba relación con la preferencia de las mujeres por la resolución pacífica de los conflictos. Actualmente, existe cada vez mayor claridad de que una cosa no significa obligadamente la otra, produciéndose así una discusión inacabada en torno a la preferencia violenta o pacífica de mujeres y hombres. 

Los editores de una compilación reciente sobre género, paz y conflictos, Skjelsbaek y Smith (2001), dirigen sus contribuciones a cuestionar esta perspectiva esencialista. Especialmente la autora Inger Skjelsbaek refiere a distintos análisis realizados sobre la guerra en la antigua Yugoslavia, donde se muestra que el racismo y la preferencia por la solución violenta del conflicto no es menor en mujeres que en hombres. De hecho, en distintos conflictos ha podido observarse "que las madres frecuentemente impulsan a sus hijos y esposos a participar en la guerra y, de hecho, muchas mujeres se decepcionan e incluso se avergüenzan cuando sus hombres no pelean" (p.62). Skjelsbaek cita la tesis de Sara Ruddick en su trabajo sobre maternidad y conflicto que sostiene que "en cualquier lugar que los hombres luchen, las madres los apoyan" (Ruddick, 1989). Esta afirmación un tanto provocadora, plantea en realidad la necesidad de discutir presupuestos teóricos regularmente aceptados. Es muy probable que las mujeres apoyen la lucha violenta de los hombres sólo si procesan personal y socialmente las causas del conflicto y se identifican con ellas. Como se ha mencionado, el peso de los factores étnicos y religiosos puede ser notable respecto de esa identificación. 

Es decir, un análisis de género de las preferencias concretas de mujeres y hombres por un determinado tipo de resolución de conflictos (especialmente en una situación de conflicto), permitiría distinguir esas preferencias del protagonismo que luego tienen los hombres en el conflicto mismo. Más aún, permitiría identificar qué actitudes de género, tanto en mujeres como en hombres, son potencialmente favorables a la resolución pacífica de los conflictos. 

La discusión sobre la estructura y el enfoque del nuevo programa de investigación, sería pues el resultado de esa búsqueda inicial de un nuevo marco conceptual que suponga una relación equilibrada de los desarrollos paradigmáticos en ambas materias, género y seguridad. Y esa discusión sobre una nueva mirada del panorama que se descubre, debe iluminar su implementación metodológica y operativa.

4. APLICACION METODOLOGICA Y OPERATIVA

4.1. La consistencia metodológica

Como se ha subrayado en capítulos anteriores, el cruce entre género y seguridad no sólo necesita de una articulación temática que permita conformar un adecuado programa de investigación, sino que, desde el plano conceptual, también es necesario mantener una consistencia metodológica suficiente a la hora de trabajar en el terreno operativo. Es decir, es necesario que exista consistencia interna entre el enfoque conceptual, la perspectiva metodológica y las correspondientes herramientas operativas, para que pueda hablarse de una orientación estratégica en sentido estricto. 

Sin embargo, esa consistencia metodológica no es patente en el escenario instrumental que existe no sólo en el campo más reducido de género y seguridad, sino en el terreno más amplio de género y desarrollo. En efecto, un esfuerzo reciente de revisión de manuales metodológicos para incorporar género en el desarrollo (Meentzen y Gomáriz, 2002) ha conseguido mostrar la frecuencia de esas inconsistencias: “...en cuanto a la parte sobre sectores, temas, aspectos operativos o metodológicos específicos, aún cuando sólo se toman en cuenta los sectores o niveles priorizados en cada manual, en muchos casos la consistencia técnica deja mucho que desear, dado que las propuestas operativas no responden al conjunto de los enfoques conceptuales seleccionados. Por ejemplo, es bastante frecuente encontrar la insistencia a nivel conceptual de incluir a los hombres, pero luego a nivel operativo solo se incluyen mujeres. También se puede encontrar una terminología con significados diferentes, de acuerdo a cada manual específico, y a veces con diferentes sentidos al interior de un mismo manual. En el caso de los manuales con énfasis sectoriales o temáticos no siempre se logra vincular convincentemente la equidad de género con el tema sectorial. A veces se pone más énfasis en el tema específico que en la perspectiva de género o viceversa. Por otro lado, en el caso de los manuales participativos, se constata con frecuencia mayor preocupación por la propuesta pedagógica que por la aplicación coherente del enfoque de género” (pp. 31 y 32).

Una situación similar puede encontrarse en el ámbito instrumental referido a género y seguridad. Aunque no sea el objeto de este trabajo realizar una revisión pormenorizada de los manuales existentes al respecto, sí parece conveniente hacer un breve reconocimiento del escenario metodológico, antes de centrarse en el objetivo principal de este capítulo: mostrar la incorporación del enfoque de género en un estudio de caso concreto, el proyecto sobre revisión y reforma desde la sociedad civil del Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica.

La primera observación que surge al revisar el escenario instrumental existente sobre género y seguridad, es que la cantidad de manuales disponibles de aplicación metodológica  es todavía bastante reducida (sobre todo si se comparan con los existentes en materia de género y desarrollo). No obstante,  ya existen algunos que buscan integralidad y esfuerzo sistemático. Un chequeo reciente, realizado en marzo del 2002, para el Ministerio de Asuntos Exteriores y Comercio Internacional de Canadá, muestra una veintena de instrumentos, no siempre del mismo rango (ver anexo VI).

En cuanto al otro problema básico, el que se refiere a la falta de coherencia entre el marco conceptual que se propone y las herramientas operativas que se elaboran,  en materia de género, ya se ha visto que esto sucede muy frecuentemente a causa del estado de opinión existente en torno al propio enfoque de género: conceptualmente cada vez más inclusivo, pero trabajando durante mucho tiempo únicamente con la población femenina. Esta situación no podía sino reflejarse en gran parte de los manuales y herramientas que se elaboran en materia de género y seguridad. Pueden mencionarse algunos ejemplos al respecto, con diferentes grados y características.

El primero es el manual realizado para Bonn International Center for Conversion (BICC), sobre Desmovilización y Reintegración de Mujeres Combatientes, Esposas de Soldados y Viudas de Guerra (ver anexo VI).  Se trata más bien de una lista de chequeo puntual, con una introducción metodológica, que busca abarcar todos los principales temas cruciales sobre desmovilización, quizás demasiado puntual en su versión actual, aunque procede de un trabajo más amplio sobre “Gendering Demilitarization” que desarrolla Vanessa Farr. El foco de atención y de operación se refiere únicamente a las mujeres, aunque de vez en cuando se utilice la categoría de género. 

Otro instrumento que no es un manual propiamente dicho, pero que contiene una guía sumaria y una lista de chequeo, es el producido en el 2001 para la Interagencial sobre Integración de Género en Diagnóstico de Necesidades y Planificación de Asistencia Humanitaria (IASC) (ver anexo VI).  Se trata también de un material bastante puntual, que necesita desarrollo, pero que muestra una intención sistemática de enfocar y trabajar desde una perspectiva género–inclusiva, manteniendo los ítems específicos sobre mujer pero haciéndolo al lado de aquellos que necesitan el trabajo con ambos sexos. 

Un documento que se aproxima mucho más a la idea amplia de un manual es el preparado por Beth Woroniuk en el 2001, para la Agencia Canadiense de Cooperación (CIDA), sobre Igualdad de Género y Peacebuilding: Un marco operacional. Aunque también se trata de una versión muy resumida, busca incorporar referencias al marco conceptual, así como al contexto internacional e incorporar los diferentes niveles de aplicación: guía de aspectos cruciales, lista de chequeo y una propuesta muy reducida de indicadores. Quizás el principal problema que presenta este material es el referido al eclecticismo estratégico, algo que aparece más explícitamente en otro trabajo de la misma autora (Women’s Empowerment in the Context of Human Security). En efecto, en la introducción conceptual, el documento presenta el enfoque de género y, como método, el gender mainstreaming, para lograr un enfoque inclusivo, pero es posible observar en este contexto la aparición del enfoque de empowerment (aunque ello aparece más explícitamente en el otro documento citado). De hecho, todo indica que no se distingue la diferencia entre ambas lógicas, y que no se percibe que cuando se emplea la categoría de género ya están incluidas las especificidades necesarias a tener en cuenta respecto a la situación de la mujer. 

El instrumento que puede entenderse más propiamente como un manual es el realizado en el año 2001, para la Agencia de Cooperación Alemana (GTZ), titulado Towards Gender Mainstreaming in Crisis Prevention and Conflict Management, con la asistencia de Cordula Reimann (ver anexo VI). En ese instrumento se parte de mostrar la referencia conceptual así como la justificación de la necesidad de integrar género en la materia de paz y conflictos. A continuación, se trabaja sobre la situación de los diferentes estadios de los conflictos violentos y de las diferentes áreas de intervención y cooperación. También se desarrollan guías para el trabajo operacional concreto, mostrando estudios de caso. Se trata de un instrumento que busca ser integral al mismo tiempo que focal y que se encuentra en un estado apreciablemente desarrollado. 

La perspectiva conceptual se orienta claramente hacia un enfoque de género y no únicamente de mujeres, así como a la consideración del gender mainstreaming como estrategia principal de actuación. Sin embargo, el problema es que cuando desciende al terreno más operativo (de listas de chequeo y elaboración de indicadores), esa perspectiva conceptual amplia no siempre logra mantenerse. 

Este manual construye tablas que contienen el nivel de afectación (desde lo personal a lo macro), el fenómeno y su impacto social general y, en tercer lugar, su determinación de género. Ello lo hace en los tres escenarios posibles: la situación inmediatamente anterior al estallido del conflicto, en el conflicto abierto y en la situación de post–conflicto. Pues bien, cuando se toma, por ejemplo, el nivel de afectación personal, se describe el fenómeno y su impacto general: el incremento de la violencia física en la situación de pre–conflicto y el uso de la violencia en situación de conflicto abierto; pero cuando se habla de las determinaciones específicas de género, sólo se explicita los efectos para las mujeres o sólo se menciona los aspectos más generales. Así por ejemplo, cuando crece la violencia física en una situación de pre–conflicto, el único impacto específico de género que se establece es que “mujeres y niños pueden ser víctimas de violencia doméstica.” (GTZ, 2001. p. 13).  Obviamente, cabe preguntarse si el incremento de la violencia física no produce, ante todo,  un impacto directo a nivel personal, en términos del aumento del riesgo de perder la vida o recibir graves heridas a cualquier persona que viva en ese lugar. Y en tal sentido, también sobre cuál sería su determinación de género. La información que se posee en gran cantidad de pre–conflictos es que ese riesgo es mucho más alto para los hombres que para las mujeres. 

Desde luego, este hecho (alta mortalidad de varones, cuando aumenta la violencia sociopolítica) podría parecer una obviedad sin contenido de género. Pero se supone que el enfoque de género es precisamente útil para desentrañar esas obviedades, porque lo que suele suceder es que la dimensión de género está oculta en su interior. Algo que el manual citado también contempla: “Existen patrones comunes que pueden ayudarnos a entender las dinámicas diversas de los diferentes estadios de los conflictos violentos, y también su dimensión de género, la cual resulta con frecuencia escondida e invisible” (GTZ, 2001. p. 13). La cuestión es que eso no opera sólo respecto de la población femenina sino que atraviesa a todo ser humano, independientemente de su ubicación jerárquica en un determinado sistema de género.

En suma, la revisión de los manuales efectuada prueba claramente que es urgente discutir la perspectiva que se adopta desde lo conceptual a lo operativo, pasando por lo metodológico, para dotar de consistencia el aparato instrumental a manejar y poder aplicarlo de forma sistemática. Otro problema que aparece en el instrumental operativo refiere más al orden del trabajo práctico. Dadas las necesidades existentes de integrar el enfoque de género en la problemática de paz y seguridad, se aprecia muy frecuentemente la elaboración precipitada de herramientas operativas para incluir la dimensión de género, realizadas al margen del instrumental metodológico de los proyectos o las operaciones de paz y conflictos. La experiencia que se tiene en el campo de género y desarrollo, muestra que, en muchas ocasiones, es más eficaz integrar el enfoque de género en el instrumental general utilizado por el proyecto, la misión o la operación sobre paz y conflictos de que se trate, que elaborar de forma paralela herramientas independientes para integrar el enfoque de género.

4.2. Estudio de caso: el proyecto sobre el Tratado Marco de Seguridad Democrática

Ese dilema metodológico se presentó claramente en el caso del trabajo para incorporar el enfoque de género en el proyecto "Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica: revisión y reforma desde la sociedad civil". Dicho proyecto trata de revisar el cumplimiento de los compromisos del Tratado en todas las parte que lo componen (ya mencionadas en la revisión paradigmática sobre Seguridad Democrática) y hacer recomendaciones para mejorarlo. Para integrar sistemáticamente la perspectiva de género en el proyecto cabían varias opciones. Por un lado, podía confeccionarse un paquete de herramientas en materia de género para ser aplicadas autónomamente en la ejecución y seguimiento del proyecto. Por otro lado, existía la posibilidad de integrar género en los instrumentos metodológicos del propio proyecto, formando parte del equipo que desarrollara ese instrumental. 

En realidad, se optó principalmente por la segunda posibilidad, aunque integrando en alguna medida ambas alternativas. En efecto, se incorporó la determinación de género conforme se resolvía la estrategia metodológica del proyecto, pero también se ofreció un paquete de herramientas para el trabajo de campo de los investigadores. Para exponer el proceso de integración del enfoque de género en el proyecto es necesario seguir de manera sintética el curso del desarrollo metodológico del mismo, en sus distintos pasos.

4.2.1) Naturaleza del proyecto

El origen del proyecto refiere a la percepción existente en medios académicos y de la sociedad civil acerca de que el Tratado Marco de Seguridad Democrática de Centroamérica (TMSDCA), cuyos establecimiento y contenidos ya han sido descritos en el primer capítulo, presenta algunos problemas de aplicación y relevancia a los cinco años de haber sido aprobado. Una primera cuestión refiere a la diferenciación que debe hacerse entre los casos de los cuatro países signatarios que han ratificado el Tratado (El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua) y los dos países signatarios que aún no lo han ratificado (Costa Rica y Panamá). 

Dado que, por otro lado, el mismo instrumento contiene disposiciones según las cuales a los cinco años de su entrada en vigor y a solicitud de dos Estados Partes se puede iniciar un proceso “con el propósito de evaluar y acordar las modificaciones que se estimen necesarias” (art. 71), se establece así una coyuntura favorable a un proyecto que trata de revisar el cumplimiento y la perspectiva del Tratado desde la sociedad civil. 

De esta forma, el objetivo general del proyecto era “promover una evaluación del Tratado Marco de Seguridad Democrática desde la perspectiva de la sociedad civil, con amplia participación de diversos actores de la misma, a efectos de valorar sus alcances y limitaciones y emitir recomendaciones que permitan su revisión y reforma”. El proyecto era coordinado por la Coordinadora Regional de Investigaciones Económicas y Sociales (CRIES), que se apoyaba en organismos nacionales y contaba con el apoyo del Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo (CIID) de Canadá.

Este objetivo original fue precisado en la formalización del proyecto, quedando establecido un objetivo general desagregado en tres puntos:

“1.
Realizar un seguimiento del cumplimiento de lo previsto en el TMSDCA en el período 1997-2002, el cual se efectuará tanto en los ámbitos nacionales como en el regional, incorporando un enfoque de género. 

2. 
Elaborar una serie de recomendaciones, género inclusivas y desde la perspectiva de la sociedad civil, para el mejor cumplimiento del TMSDCA, para su revisión y reforma y para la creación de mecanismos que permitan la participación, seguimiento y evaluación del Tratado desde la sociedad civil.  

3. 
Desarrollar un plan de incidencia, que abarcará los ámbitos nacionales y el regional, el cual se implementará a través de un fondo de contrapartida cuyos aportes se estarán tramitando desde el inicio del proyecto.”

Como puede apreciarse, la revisión y consolidación de los objetivos del proyecto ya contó con el proceso de integración del enfoque de género en el desarrollo del proyecto. En efecto, tanto en el primer punto donde se afirma que la revisión del Tratado se hará “incorporando el enfoque de género”, como en el segundo, donde se afirma que las recomendaciones para la eventual reforma del Tratado tendrán que ser “género inclusivas y desde la perspectiva de la sociedad civil”, queda consignada la intención de transversalizar género en la planificación y ejecución del proyecto.

4.2.2) La cuestión metodológica: cómo verificar el cumplimiento de un Tratado

En el proceso de consolidación de la formalización del proyecto, la cuestión metodológica adquirió especial relevancia. Se apuntaban varias estrategias para revisar el desarrollo del Tratado y sobre este diagnóstico hacer propuestas de reforma. 

Una primera opción consistía en formular un cuadro de demandas a partir de interrogantes generadoras sobre los efectos y alcances generales del desarrollo del Tratado. Estas preguntas generadoras se podrían formular en torno a ejes temáticos, como por ejemplo: efectos en el ámbito de la doctrina, de la agenda de seguridad, del marco normativo, del cuadro institucional, etc. Estas preguntas podían resolverse mediante descripciones analíticas realizadas por expertos/as, sin hacer un seguimiento concreto del cumplimiento de las distintas áreas del Tratado. Esta orientación se asociaba con una interpretación determinada de la naturaleza de un Tratado como el TMSDCA. En efecto, según esa interpretación, el Tratado es sobre todo un instrumento regional que deberá tener efectos pertinentes sobre los países signatarios, poniendo así énfasis en el funcionamiento de las estructuras institucionales regionales del Tratado.

Sin embargo, otra estrategia metodológica partía de la necesidad de llegar a la realización del análisis, sólo después de verificar el cumplimiento efectivo de los compromisos contenidos en el Tratado. Esto implicaba ciertamente un trabajo de investigación del cumplimiento de cada una de las áreas del Tratado, para satisfacer un cuadro de demandas de información  que se estructuraba mediante un conjunto de indicadores, que conformaba a la postre un manual metodológico, (a ser consensuado por el equipo de investigación). Esta orientación metodológica parte de una interpretación del Tratado más compleja que la anterior. Un tratado como el TMSDCA es un instrumento de doble dirección: por un lado, trabaja ciertamente como un instrumento regional que tiene efectos sobre cada país signatario, pero constituye, sobre todo, un conjunto de compromisos que son responsabilidad directa de las partes que lo asumen y, en ese sentido, opera precisamente a partir de los cumplimientos nacionales de los compromisos internacionales adquiridos.

Esa naturaleza doble de los Tratados internacionales es frecuentemente olvidada cuando se producen las crisis. Así ha sucedido, por ejemplo, con la percepción de Naciones Unidas ante la crisis de Irak. Muchas críticas se han emitido contra la inoperancia de la ONU y sus distintos órganos especializados, sobre todo acerca del Consejo de Seguridad. Cómo si la ONU no respondiera sobre todo a la voluntad de sus Estados Partes. En efecto, la Organización y sus agencias también desarrollan acciones que tienen efectos sobre los Estados Partes. Pero si un órgano es bloqueado ello procede del conflicto y la voluntad de los Estados que lo componen.

Así, si los Estados de Centroamérica se comprometen soberanamente a reducir los factores que fragilizan la paz y la seguridad de la región, y lo consignan en el TMSDCA, lo primero que hay que hacer es comprobar si esos factores se están reduciendo a escala nacional para luego pasar al nivel regional. Ello sobre todo en la perspectiva de un concepto ampliado de la seguridad como el consignado en este Tratado. Dicho en breve, si se considera que la pobreza extrema es un factor de inestabilidad importante, y por lo tanto los Estados parte se comprometen a reducirla, habrá que comprobar si efectivamente lo hacen en cada Estado soberano signatario. En algunos casos, el Tratado podrá indicar no sólo el resultado (reducir la pobreza) sino también los métodos e instrumentos para hacerlo, pero en la mayoría de los casos el compromiso se refiere únicamente al resultado: el Estado parte tiene que reducir la pobreza y tendrá que saber cómo hacerlo, pero eso no es una responsabilidad directa de la estructura del Tratado sino de cada Estado Parte.

El proyecto mencionado decidió optar por esa segunda alternativa e inició el proceso metodológico consecuente: estableciendo un manual metodológico y confirmándolo en las reuniones e intercambios oportunos. De esta forma, el estudio diagnóstico conllevó dos esfuerzos: uno primero de revisión del cumplimiento de los compromisos del TMSDCA a escala nacional y regional, y otro a continuación de carácter más analítico y general para obtener un diagnóstico ponderado. Ello partía de la conformación de un cuadro de indicadores sobre la base del examen de cada área establecida en el cuerpo normativo del Tratado. Como se vio anteriormente, dicho cuerpo está compuesto de cuatro partes fundamentales o Títulos: Estado de Derecho, Seguridad de las Personas y sus Bienes, Seguridad Regional y Organización e Institucionalidad.  

Sin necesidad de revisar el conjunto del Tratado, se mostrará a continuación un ejemplo de cómo uno de estos Títulos, el referido al Estado de Derecho, se transforma en un área de indicadores. Como se sabe, este Título es el que correlaciona el modelo regional de seguridad democrática con el desarrollo y fortalecimiento de la democracia y el Estado de Derecho (ver anexo I). En él se tratan aspectos fundamentales como el de la limitación del papel de las fuerzas armadas a sus competencias constitucionales y la subordinación de las fuerzas armadas al poder civil; el fortalecimiento de la institucionalidad democrática; la limitación del papel de las instituciones de seguridad ciudadana a sus competencias constitucionales; el imperio de la ley, seguridad jurídica y efectivo ejercicio de las libertades ciudadanas; la protección de los  derechos humanos; la institucionalidad de la defensa y doctrinas de seguridad, y la promoción de una cultura de paz. A continuación se muestra cuál es la traducción de estos contenidos jurídicos en indicadores para la investigación.

Cuadro de Demandas de Información

Items e indicadores: 1997-2002

Estado de Derecho:

Items
Nacionales
Regionales

 1. Limitación del papel de las fuerzas armadas a sus competencias constitucionales, separación de funciones y subordinación de las fuerzas armadas al poder civil.


1.1. Respeto de las fuerzas armadas de las  competencias definidas en la constitución.
1.2. Ausencia de intervención en los ámbitos  e instituciones correspondientes a la seguridad ciudadana. 
1.3. Mecanismos establecidos para la  subordinación al poder civil.
1.4. Instancias de toma de decisiones sobre cuestiones militares y participación de hombres y mujeres en éstas.
1.5.  Mecanismos establecidos  e implementados por el poder civil para controlar el cumplimiento de la misión y funciones.   
1.1. Subordinación al poder civil de los organismos e instituciones militares regionales.
1.2. Programas, proyectos y estrategias regionales que fomentan la separación entre las instituciones militares y las de seguridad ciudadana.
1.3. Instancias de toma de decisiones sobre cuestiones militares o de seguridad ciudadana y participación en éstas de hombres y mujeres.

2. Fortalecimiento de la democracia


2.1. Legislación y mecanismos que obligan a abstenerse de prestar apoyo político, militar, financiero y de otro tipo a individuos,  grupos, fuerzas irregulares o bandas armadas que atenten contra un gobierno democráticamente electo.

2.2. Legislación y mecanismos que  impiden el uso del territorio nacional para acciones armadas, actos de sabotaje, secuestros o actividades delictivas contra otros Estados parte.

2.3. Realización de elecciones libres y periódicas.

2.4. Mecanismos que garantizan el pluralismo político de mujeres y hombres.

2.5. Mecanismos para el fortalecimiento del poder civil de mujeres y hombres.
2.1. Mecanismos  que garantizan  el respeto por la democracia.

2.2. Instrumentos creados para garantizar elecciones libres y periódicas, el pluralismo político de hombres y mujeres y el fortalecimiento del poder civil.

3. Limitación del papel de las  instituciones de seguridad ciudadana a sus competencias constitucionales.


3.1. Respeto de las instituciones de seguridad ciudadana de las competencias definidas en la constitución. 

3.2. Mecanismos establecidos para la subordinación al poder civil.

3.3. Instancias de toma de decisiones sobre seguridad ciudadana y participación de hombres y mujeres en éstas.

3.4. Mecanismos establecidos e implementados por el poder civil para controlar el cumplimiento de las misiones y funciones.
3.1. Proyectos,  programas y estrategias diseñadas para limitar el papel de las instituciones de seguridad ciudadana.



4. Imperio de la ley, seguridad jurídica y efectivo ejercicio de las libertades ciudadanas


4.1. Legislación y mecanismos que garantizan el respeto de la ley para hombres y mujeres.

4.2. Mecanismos aplicados que garantizan la seguridad jurídica de mujeres y hombres.

4.3. Mecanismos que garantizan el ejercicio de las libertades ciudadanas de mujeres y hombres. 
4.1.  Programas,  proyectos y estrategias  que garanticen el respeto de la ley, la seguridad jurídica y el ejercicio de las libertades ciudadanas de mujeres y hombres.



5.  Protección de los  derechos humanos
5.1. Normativas jurídicas para las autoridades públicas y militares.

5.2. Existencia de mecanismos dentro de las fuerzas armadas y las  policías e instituciones de seguridad ciudadana que garantizan el acatamiento de lo establecido en los instrumentos internacionales de derechos humanos.

5.3. Mecanismos existentes para supervisar el respeto de los derechos humanos de mujeres y hombres.

5.4. Mecanismos existentes para  investigar y  sancionar las  violaciones de los derechos humanos de mujeres y hombres.

5.5. Disposiciones constitucionales sobre el derecho de asilo y refugio de hombres y mujeres.

5.6. Adhesión a tratados y convenciones que consagran el derecho al asilo y refugio de hombres y mujeres.

5.7. Inclusión en programas y materiales de entrenamiento y otros de las fuerzas armadas e instituciones de seguridad ciudadana.
5.1. Mecanismos existentes para supervisar el respeto de los derechos humanos de mujeres y hombres  en los Estados parte.

5.2. Mecanismos existentes para investigar y sancionar las violaciones de los derechos humanos de mujeres y hombres en los Estados partes.

5.3. Se incluye el tema de los derechos humanos de mujeres y hombres en cursos y materiales  de adiestramiento u otros.

6.  Institucionalidad de la defensa y doctrinas de seguridad.

 
6.1. Introducción de cambios (hacia la seguridad democrática) en la doctrina de seguridad del sistema de defensa y de las fuerzas armadas. 

6.2. Introducción de la doctrina de seguridad democrática en las academias militares. 

6.3. Introducción de la doctrina de seguridad democrática en las academias policiales.

6.4. Modificación en el Plan de Defensa, de  conformidad con la doctrina de seguridad democrática.

6.5. Modificaciones en el Plan nacional de Seguridad Ciudadana, de conformidad con la doctrina de seguridad democrática.
6.1. Modificaciones que se han propiciado en las instituciones del sistema regional del Tratado de la doctrina y de los Planes Nacionales de Defensa.

6.2. Modificaciones que han propiciado las instituciones del sistema regional del tratado de la doctrina y de los Planes Nacionales de Seguridad Ciudadana.

7. Promoción de la cultura de paz.


7.1. Programas, proyectos y estrategias para su promoción entre mujeres y hombres.

7.2. Inclusión en los cursos de entrenamiento y otros en las fuerzas armadas e instituciones de seguridad ciudadana.


7.1.  Programas, proyectos y estrategias para su promoción entre hombres y mujeres.

8.  

8. Combate a la corrupción pública y privada así como la reducción de la impunidad
8.1. Legislación, programas y estrategias puestas en práctica  para la lucha contra la corrupción.

8.2. Asesoramiento de los organismos contralores del Estado a la Comisión de Seguridad para la elaboración y ejecución de programas y proyectos referidos a la eliminación de la corrupción.

8.3. Contactos realizados por la Comisión de Seguridad con  instituciones y autoridades para elaborar programas para la erradicación de la impunidad.
8.1. Diseño, establecimiento e instrumentación de programas y proyectos regionales para la modernización y armonización legislativa, investigación, educación y prevención de la corrupción.

8.2. Elaboración de propuestas para la armonización y modernización de los sistemas de justicia penal centroamericanos para erradicar la impunidad.

4.2.3) Integración sistemática del enfoque de género en el Manual Metodológico del proyecto

Conforme se establecía el conjunto de los indicadores para verificar el cumplimiento del Tratado a nivel nacional y regional, se  fue integrando sistemáticamente la determinación de género en todos los indicadores que lo así lo requerían. Sin necesidad de hacer una referencia a todos los casos (ver anexo V), se presenta a continuación algunos ejemplos ilustrativos de ese proceso. 

En el cuerpo de indicadores de este Título primero, referido al Estado de Derecho, puede apreciarse cómo se busca información acerca de la participación de mujeres y hombres en las instancias de toma de decisiones sobre cuestiones militares o de seguridad ciudadana. También en el capítulo sobre derechos humanos de este mismo Título, se aprecia cómo se busca información acerca de si hay mecanismos existentes para supervisar el respeto a los derechos humanos o la investigación y sanción de las  violaciones de los mismos, pero diferenciando siempre entre mujeres y hombres. 

Así se ha operado también para los otros Títulos y en especial en lo referido a la Seguridad de las Personas y sus Bienes. Por ejemplo, cuando se plantea el tema de la pobreza como fuente de inseguridad de los habitantes, los indicadores correspondientes buscan conocer en cifras absolutas y relativas la cantidad de personas que viven bajo la línea de pobreza, para ver cómo ha evolucionado ese problema en los cinco años de vigencia del Tratado en cada país. Sin embargo, se establece en el propio indicador que dicha búsqueda se haga desagregada por sexo, es decir, la evolución de la cantidad de mujeres y hombres que se encuentran bajo la línea de pobreza y ello tanto para el ámbito urbano como para el rural.

Otro ejemplo de integración sistemática del enfoque de género en los indicadores referidos a la Seguridad de las Personas y sus Bienes, es el que se refiere al tema de la delincuencia y la criminalidad. En este ítem, se busca información sobre la evolución de la cantidad de detenciones policiales por tipo de delito, la de denuncias, la de personas en privación de libertad, la de las sanciones penales, así como temas referidos a la profesionalización de las fuerzas de seguridad ciudadana, etc. Pues bien, en este contexto, esas demandas de información se establece en el Manual que se desagreguen sistemáticamente por sexo, algo que posteriormente, cuando se realice el análisis crítico, permitirá sacar las conclusiones de género oportunas.

Ejemplos semejantes se pueden encontrar en el resto de los indicadores que componen las distintas áreas del Manual Metodológico, incluyendo la referida a la seguridad regional frente a la seguridad hemisférica e internacional. De esta forma, se busca información en cada país sobre la elaboración y ejecución de programas, proyectos y estrategias de desarrollo sostenible, así como sobre la participación de personas en misiones para el restablecimiento y mantenimiento de la paz. Pues bien, esta demanda de información se explicita que debe buscarse también desagregada por sexo; es decir, en qué medida mujeres y hombres han participado en los programas, proyectos y estrategias para el desarrollo sostenible o en las misiones de mantenimiento de la paz.

4.3. Paquete de herramientas para la investigación en el terreno

Además de ir incorporando sistemáticamente el enfoque de género en los indicadores del Manual Metodológico del proyecto, se ofreció a los/as investigadores algunos criterios prácticos y herramientas operativas para su trabajo de campo. A continuación se mencionan algunos de ellos.

a) Criterio referido a la desagregación sistemática por sexo de la información estadística que aparece entre los indicadores del cuadro de demandas de información del proyecto.

b) Criterio referido a la identificación de la normativa que alude a la equidad de género.

c) Herramienta que permite el reconocimiento de si la temática de género está integrada en un programa o proyecto. 

En cada una de estos instrumentos se han reconocido las distintas modalidades, mencionado los usos más frecuentes, y se ha apuntado la unidad de medida o indicador, así como las fuentes de información. Se han hecho también observaciones operativas y, para facilitar su conexión con el proyecto Tratado Marco de Seguridad Democrática, se establece la referencia de uso en el cuadro de demandas informativas del proyecto. 
4.3.1. Criterio sobre la desagregación sistemática por sexo de la información estadística. 

a) Modalidad: Composición por sexo (cifras absolutas y relativas)

- Usos más frecuentes:  

Composición por sexo de entidades y órganos de toma de decisión.

Composición por sexos de universos de población (residente, laboral, de salud, etc.).

- Unidad de medida o indicador:

En números absolutos, cantidad de hombres y cantidad de mujeres, además del total.

En números relativos, porcentaje de mujeres u hombres sobre el total (por ejemplo, el 35% de los miembros de la Comisión de Seguridad son mujeres). Cuando se da únicamente el porcentaje, conviene decir cuál es la cantidad total en números absolutos. 

- Fuentes de información:

Información directa de las entidades u órganos examinados.

Para segmentos de población: censos, encuestas de hogar, encuestas de opinión, series estadísticas de los Ministerios (educación, salud, etc.). 

- Observaciones operativas:

Es necesario no confundir la composición por sexo con la participación de un sexo en relación con su propia población (tasas), aunque la tasa se exprese en porcentajes. En muchas ocasiones es necesario tener los dos tipos de datos para permitir una lectura adecuada.

La composición por sexo en órganos de tamaño reducido hace necesario muchas veces la descripción del tipo de puestos en que participan mujeres y hombres (presidente, vocal, etc.). Se estima que se alcanza una situación próxima a la paridad, a partir del 40% del sexo minoritario.

- Referencia de los ítems afectados por este criterio en la revisión del Tratado Marco de Seguridad Democrática:

Items

Limitación del papel de las fuerzas armadas a sus competencias constitucionales... 

Limitación del papel de las instituciones de seguridad ciudadana a sus competencias constitucionales

Delincuencia y criminalidad

Condición ambiental y desastres

Migración, desplazados y refugiados.

Limitación y control de fuerzas y armamentos.

Seguridad regional frente a seguridad hemisférica

Reunión de Presidentes

Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores

Comisión de Seguridad

Conferencia de Fuerzas Armadas de Centroamérica

b) Modalidad: Participación de cada sexo en referencia a la población de cada sexo

- Usos más frecuentes:  

Para componer tasas y otros indicadores en los que se quiere medir qué cantidad de mujeres hace o participa en algo del total de mujeres que podrían hacerlo. Lo mismo sucedería para los hombres. Un ejemplo muy frecuente es la tasa de participación laboral: si se dice que es de un 35% para las mujeres en Nicaragua, eso quiere decir que un 35% de mujeres que están en edad de trabajar, lo hacen efectivamente. 

- Unidad de medida o indicador:  

Tasas: La unidad de medida más frecuente es la cifra porcentual, pero también se puede establecer por mil , por diez mil, etc.

Indicadores: Puede existir indicadores simples o complejos, que refieran a la población total de cada sexo (esperanza de vida es un ejemplo frecuente). 

- Fuentes de información:  

Las tasas e indicadores simples pueden hacerse de forma directa sobre la base de la información básica de censos, encuestas, series estadísticas oficiales o informaciones institucionales (Ministerios, etc.).

Para indicadores complejos es necesario acudir a la fuente que los produce: Institutos de Estadística, Ministerios de línea, agencias internacionales, etc. 

- Observaciones operativas:

Es necesario no confundir esta modalidad con la composición por sexo vista anteriormente, entre otras razones porque esta última compara entre mujeres y hombres directamente (cuando se dice que hay un 30% de mujeres, se sobreentiende que hay un 70% de hombres) mientras que una tasa necesita de otra tasa para comparar (si se dice que la tasa de participación económica de las mujeres es del 30% eso no nos dice nada de la que puedan tener los hombres).  La posibilidad de componer indicadores complejos depende de los recursos del proyecto y en el proyecto presente no parece necesario. 

- Referencia de los ítems afectados por este criterio en la revisión del Tratado Marco de Seguridad Democrática:

Items

Pobreza como fuente de inseguridad de habitantes

Equidad y condiciones de vida

Delincuencia y criminalidad

Migración, desplazados y refugiados

4.3.2. Criterio sobre identificación de normativa e instrumentos para la equidad de género

a) Modalidad:  Normativas e instrumentos que previenen la inequidad o buscan la equidad.

- Usos más frecuentes:

Se utiliza normativa de diverso rango (desde constitucional a reglamentación interna de entidades) para impedir la inequidad o para buscar la equidad, bien como norma específica como artículo al interior de una norma. 

En el caso de los mecanismos se constituyen desde una visión más proactiva que busca la equidad.

- Unidad de medida o indicador:

En este caso se trata de indicadores de tipo cualitativo. 

Existencia o no de normativa preventiva o proactiva en un determinado contexto: rango de ley constitucional, ley ordinaria, reglamento o normativa menor, creada al interior de las instituciones. 

Existencia de artículos preventivos o proactivos en la normativa general.

Existencia de normativa específica que busca la equidad.

Existencia o no de mecanismos que buscan la equidad (instituciones o políticas nacionales): políticas nacionales de la mujer, planes nacionales de la equidad de género, etc. 

- Fuentes de información: 

Cuadro normativo general, nacional e internacional (Congresos y Asambleas Legislativas).

Normativa propia del contexto institucional en que se trate.

Cuadro institucional nacional e internacional (entidades gubernamentales para la mujer).

- Observaciones operativas: 

Es necesario subrayar la necesidad de distinguir la existencia de normativa e instrumentos que buscan específicamente la equidad de género, porque ello significa un factor diferencial con respecto a aquellos lugares donde sólo hay normativa muy general o artículos preventivos al interior de dicha normativa. Lo mismo opera para la existencia de mecanismos institucionales y de políticas. 

- Referencia de los ítems afectados por este criterio en la revisión del Tratado Marco de Seguridad Democrática:
Items

Fortalecimiento de la democracia

Imperio de la ley, seguridad jurídica y efectivo ejercicio de las libertades ciudadanas

Equidad y condiciones de vida

Instituto Centroamericano de Policía

Asociación de Jefes de Policía de Centroamérica

b) Modalidad: Normativa de acción positiva y/o sobre derechos de las mujeres

- Usos más frecuentes:

Intervención política cuando es necesario superar barreras que difícilmente se superan por el curso normal de los acontecimientos. El campo más frecuente de actuación son las cuotas de participación política en partidos y órganos estatales de representación y de toma de decisión, donde resulta muy difícil cambiar los patrones de actuación masculina respecto de la participación femenina en estos espacios.

En cuanto a la protección de derechos específicos de las mujeres, se usa cuando efectivamente la situación diferencial de las mujeres en un contexto general requiere de protección específica.

- Unidad de medida o indicador:

Se trata de indicadores de tipo cualitativo.

Existencia o no de normativa de acción positiva, principalmente de cuota mínima de participación de mujeres en instancias de decisión.

Existencia o no de legislación sobre derechos humanos de las mujeres que protegen bienes jurídicos específicos.

- Fuentes de información:

Cuadro normativo nacional e internacional.

Reglamentación interna de instituciones.

- Observaciones operativas: 

Este tipo de normativa suele ser específica, pero también puede existir articulado al interior de la normativa general, como es el caso más reciente de códigos electorales o de leyes de partidos políticos. 

- Referencia de los ítems afectados por este criterio en la revisión del Tratado Marco de Seguridad Democrática:

Items

Fortalecimiento de la democracia

Protección de los derechos humanos

4.3.3. Herramienta sobre identificación del enfoque de género en programas y proyectos específicos

Esta herramienta presenta una formulación general, tomada de la experiencia sobre Género y Desarrollo pero que tiene sentido para elaborar y chequear cualquier proyecto según su ciclo y componentes. Se ha buscado demostrar cómo varía su formulación si se refiere únicamente a la situación de las mujeres o se desarrolla desde una perspectiva género inclusiva, expresada en su formulación política como Democracia de Género. A continuación, se muestra un fragmento de esa herramienta que podrá encontrarse íntegramente en el anexo VII.

Planificación de Proyectos con Perspectiva de Género

(Lista de Chequeo Comparativa)

OBJETIVOS

GENERO ( MUJERES
DEMOCRACIA DE GÉNERO

¿Se considera la situación de las mujeres en los objetivos generales del proyecto?
¿Se considera la variable género en los objetivos generales del proyecto?

¿Se considera de forma explícita o sólo implícita?
¿Se considera de forma explícita o sólo implícita?

¿Se considera la situación de las mujeres en los objetivos específicos del proyecto?
¿Se considera la variable género en los objetivos específicos del proyecto?

¿Se considera de forma explícita o sólo implícita?
¿Se considera de forma explícita o sólo implícita?

¿Se considera en todos o sólo en parte de los objetivos específicos?
¿Se considera en todos o sólo en parte de los objetivos específicos?

- Referencia de los ítems afectados por este criterio en la revisión del Tratado Marco de Seguridad Democrática:

Items

Imperio de la ley, seguridad jurídica...

Promoción de la cultura de paz

Seguridad regional frente a seguridad hemisférica

4.4.  Aspectos importantes a considerar en la revisión de un Tratado de Seguridad  desde la perspectiva de género

La experiencia desarrollada con el proceso de integración del enfoque de género en los indicadores del proyecto sobre el TMSDCA, permite obtener una idea general de cuáles son los aspectos importantes a tomar en consideración en instrumentos internacionales que busquen el fortalecimiento de la paz y la seguridad desde una perspectiva ampliada, que incorpore la seguridad humana. Dicho en breve, puede conformarse así una herramienta que sirva como lista de chequeo rápido para aplicarse ante este tipo de instrumentos internacionales. A continuación, se muestra la forma que podría adoptar esa herramienta, siguiendo los aspectos medulares del TMSDCA.

GUÍA DE CHEQUEO

SOBRE ASPECTOS RELEVANTES EN LA REVISIÓN

DE UN TRATADO DE SEGURIDAD CON ENFOQUE DE GÉNERO
Estado de Derecho:

Aspectos del Tratado
Posibles dimensiones de género

Limitación del papel de las fuerzas armadas a sus competencias constitucionales, separación de funciones y subordinación de las fuerzas armadas al poder civil
· En todo lo referido a las instancias de toma de decisiones, tomar en consideración cuál es la participación de mujeres y hombres, tanto en términos cuantitativos como temáticos.

Fortalecimiento de la democracia


· Observar que los mecanismos que garantizan la participación y el pluralismo político permitan ese ejercicio tanto a mujeres como a hombres, incluyendo acciones positivas para las mujeres, si fuera necesario, así como formación sobre género y ciudadanía.



Limitación del papel de las  instituciones de seguridad ciudadana a sus competencias constitucionales


· En las instancias de toma de decisiones para garantizar esa limitación, tomar en cuenta cuál es la participación de mujeres y hombres, en términos cuantitativos como temáticos.

Imperio de la ley, seguridad jurídica y efectivo ejercicio de las libertades ciudadanas


· Al observar la legislación y mecanismos que garantizan el respeto de la ley, la seguridad jurídica y el ejercicio de las libertades ciudadanas, asegurar que ello se hace para mujeres y hombres.

Protección de los  derechos humanos
· Al revisar la legislación y los mecanismos existentes para investigar, supervisar y sancionar la violación de derechos humanos, asegurar que ello se hace para mujeres y hombres.

· Dicha revisión debe prestar especial atención al cumplimiento de los compromisos y acuerdos internacionales en materia de equidad de género y la protección de los derechos de las personas menores de edad.

Institucionalidad de la defensa y doctrinas de seguridad

 
· Cuando se examine la introducción de las nuevas doctrinas de seguridad en las fuerzas armadas y las academias militares y policiales, chequear si existe algún componente que integre el enfoque de género.



Promoción de la cultura de paz


· Comprobar que los programas, proyectos o estrategias de promoción de la paz, contemplen participación equitativa de mujeres y hombres.

· Examinar si los contenidos de dichos instrumentos contemplan el enfoque de género.

Combate a la corrupción pública y privada así como la reducción de la impunidad
· Analizar si las estrategias y políticas de prevención de la corrupción, incluyen aspectos de corrupción por razones de género.

Seguridad de las Personas y sus Bienes:

Aspectos del Tratado
Posibles dimensiones de género

Pobreza como fuente de inseguridad de los habitantes
· Al examinar la evolución de la dimensión de la pobreza a nivel nacional, urbana y rural, desagregar sistemáticamente por sexo.

Equidad y condiciones de vida
· Al examinar la evolución de los indicadores económicos y sociales, desagregar sistemáticamente por sexo.

· Comprobar si hay políticas de equidad de género a nivel nacional.

Delincuencia y criminalidad
· Al observar la evolución de los hechos delincuenciales, las denuncias y las sanciones, desagregar sistemáticamente por sexo.

· Al observar la evolución de la cantidad de personas privadas de libertad, desagregar sistemáticamente por sexo y tipo de delito.

· Analizar la evolución de la participación y capacitación de mujeres y hombres en las fuerzas profesionales dedicadas a la seguridad ciudadana. 

· Al examinar las medidas que se han implementado para combatir el tráfico y trata de personas, comprobar si se tiene información diferenciada para mujeres, hombres y menores de edad.

Condición ambiental y desastres
· Al examinar si existen políticas de prevención de riesgo, comprobar si se analizan las vulnerabilidades y capacidades de mujeres y hombres frente a los desastres.

· Cuando se examine el impacto de los desastres en la población, desagregar sistemáticamente por sexo.

· Al analizar la cantidad de personas capacitadas para enfrentar emergencias, desagregar la información por sexo y si la capacitación incluye la dimensión de género.

Migración, desplazados y refugiados
· Toda la información estadística sobre migrantes, refugiados o desplazados, debe desagregarse sistemáticamente por sexo y edad. 

· Al examinar los indicadores económicos y sociales de la población migrante, desagregar esa información sistemáticamente por sexo.

· Al examinar las políticas de migración, comprobar si tienen enfoque de género y de derechos humanos.

· Al examinar la contribución económica de los migrantes en las economías nacionales de los países de origen y de acogida, desagregar esa información por sexo.

Seguridad Regional:

Aspectos del Tratado
Posibles dimensiones de género

Abstención del uso de la fuerza contra la soberanía, integridad territorial e independencia política de otro Estado signatario  
(Este aspecto es importante en el contexto del Tratado pero no tiene consideraciones de género inmediatas, a excepción de que se observe si las misiones de operación tienen participación de mujeres y hombres). 

Medidas de confianza
Idem

Solución pacífica de controversias 

y renuncia al uso de la fuerza
Idem

Mecanismo de alerta temprana 
Idem

Seguridad de fronteras
Idem 

Limitación y control de fuerzas y armamentos
· En la información sobre fuerzas existentes desagregar sistemáticamente por sexo.

Seguridad regional frente a la seguridad hemisférica e internacional
· Al examinar la instancias de toma de decisiones y las misiones internacionales en las que participen centroamericanos desagregar sistemáticamente por sexo.

· Al comprobar la elaboración de programas, proyectos y estrategias de desarrollo sostenible, comprobar la participación de mujeres y hombres.

Organización e Institucionalidad:

Aspectos del Tratado
Posibles dimensiones de género

Reunión de Presidentes
· Al revisar las reuniones referidas al TMSDCA, comprobar si en alguno se hace referencia a la temática de género.

Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores
· Al examinar las propuestas realizadas por el Consejo en relación al Tratado, comprobar si hay alguna que hace referencia a la temática de género. 

Comisión de Seguridad
· Al examinar la agenda de la reuniones de la Comisión, comprobar si en algún momento se ha tocado la temática de género.

· Observar la composición por sexo de la Comisión y de las delegaciones oficiales nacionales. 

Instituto Centroamericano de Policía
· Al observar la participación por país en las instancias de elección y en el cuerpo docente y de educandos, desagregar sistemáticamente por sexo.

· Comprobar si en los contenidos lectivos y en las políticas se incluye el enfoque de género.

Asociación de Jefes de Policía de Centroamérica
Idem
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